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Diversos modos de ingresos para asegurar la reproducción
Angélica De Sena
Desde el GEPSE1 venimos alentando y sosteniendo toda forma de crítica fundamentada y dialogo abierto que permitan ensanchar los caminos de reflexividad teórica y práctica sobre las Políticas Sociales (PS). Si bien existen diferencias y matices en el material empírico hallado sostenemos que no es ni abrupta, ni clara, ni tan veraz la discontinuidad, ruptura y/o quiebre entre las actuales PS y las heredadas del neoliberalismo.
Ello, posiblemente porque la “historia” de la que fuese llamada “la cuestión social” y las sucesivas intervenciones estatales para reparar/mitigar los conflictos (potenciales y efectivos) entre el capital y el trabajo es uno de los procesos que pueden ser tomados como indicadores para revisar las formas de la estructuración social en su conjunto tanto en el presente como en el pasado. Por ello, revisar las formas que toman las intervenciones sociales por parte del Estado, nos permite comprender las definiciones que cada momento político tiene de la sociedad y por ello las PS pueden ser comprendidas desde su faceta de creadoras de sociabilidades, vivencialidades y sensibilidades (De Sena, 2014a).
En este camino es que observamos la preponderancia de la adjetivación de “toda” política como “social” dotando así a la misma de cierto carácter de valoración “positiva” que se extiende a la acción estatal para la cual se reserva directa/indirectamente, por esta vía, la capacidad de compensar las fallas del mercado y la sociedad civil respecto a la desigualdad (De Sena, 2014b). En la misma dirección, hemos apuntado que se puede constatar la existencia de un “curriculum oculto” (retomando metafóricamente el concepto usado en el análisis de las prácticas de enseñanza) de las políticas sociales a través del cual se construyen dispositivos de regulación de las sensaciones (De Sena, 2014a) que fortalecen las miradas que portan las imágenes del mundo que ellas suponen (Scribano y Cena, 2014). También hemos señalado que se puede observar, paradojal y contradictoriamente, que la pregonada superación de las políticas focalizadas ha dado lugar a procesos de “masividad” donde la extensión cuantitativa de la mencionada “superación” no puede ser considerada como el “regreso” de cierta universalidad (De Sena, 2011). Y ello dejando paso al consumo como gasto monetario que efectúan los sujetos en la compra de bienes y servicios bajo el supuesto que tiene un carácter simbólico y juega un importante rol en la construcción identitaria y para ello se generan no pocas instancias de endeudameinto (Dettano, 2012; Cena, Chahbenderian, D’hers y De Sena, 2014; Chahbenderian, 2014).
Es en el contexto anterior que nos propusimos rastrear los antecedentes “históricos” a nivel internacional que nos pudieran brindar más elementos para sopesar y relevar los impactos de las propuestas y aplicaciones de los programas de ingresos mínimos/ciudadanos/universales y también de los referidos como transferencias monetarias condicionadas.
Nuestra intuición general fue que los aludidos programas, no son ni tan nuevos ni tan originales como alguna información periodística o propagandística los suele catalogar y que no significan una transformación profunda en las situaciones de pobreza como usualmente se escucha sostener a ese mismo nivel.
Al revisar las experiencias en EEUU, Inglaterra, Francia, Italia y Latinoamérica aquella intuición halló fundamento teórico y empírico dando lugar a la redacción del presente libro cuyo objetivo central es hacer evidente que las políticas y programas aquí aludidos son, desde hace tiempo ya, uno de los mecanismos seleccionado por el Estado capitalista para facilitar, mejorar y garantizar su reproducción en el tiempo.
Como se puede observar en los capítulos del presente libro las PS en su forma de ingresos ciudadanos y/o transferencias condicionadas de dinero son, uno de los ejes centrales de reproducción de la relación producción-consumo en el capitalismo a escala global.
Desde la Responsabilidad Social Empresarial, pasando diversas “filosofías” del consumo como el “freeganismo” hasta llegar a un sinnúmero de PS que giran hoy en torno al consumo dado que, de un modo diferente pero igualmente impactante, es hoy el “organizador de la vida” cotidiana de los sujetos compitiendo con el trabajo en dicha posicionalidad estratégica.
Asegurar el consumo es esquivar el conflicto, gerenciar las sensibilidades y mercantilizar las mediaciones estatales. De manera que “inyectar” a la economía dinero destinado a la compra de bienes y servicios a través de los ciudadanos –no importando su posición y condición de clase– consolida las compensaciones al capital por los “gastos” que le ocasiona advenirse a los modelos republicanos y democráticos, en tanto marcos de gestión del trabajo y subsidiar la re-incorporación de los mismos al mercado ayudando a solventar las necesarias inversiones en cuidados y capacitación, son los efectos concretos (tal vez en algunas ocasiones, no deseados) de la implementaciones de algunas de la múltiples modalidades del ingreso ciudadano y/o transferencias monetarias.
Ahora bien, en esta presentación quiero llamar la atención sobre 3 elementos que aparecen con fuerza en la exploración que hemos realizado y que se materializan en los capítulos de este libro:
a) La propuesta de ingresos ciudadanos como origen (¿y antecedentes?) de las transferencias condicionadas de dinero se crearon como sutura a las fallas del sistema.
b) Las modalidades de intervención a través de los programas de transferencias monetarias tienen como efecto claro posibilitar y profundizar la “ocupabilidad” de los individuos y las clases más castigadas por la desigualdad y la precariedad.
c) Los efectos concretos de todas estas modalidades de transferencias se orientan a “provocar” un proceso individualización/individualismo que oscila entre dejarlos “adentro” (en referencia a no salir del ámbito doméstico) y/o “sacarlos” (en relación a una articulación virtuosa con el mercado).
Si el sistema crea desigualdad, expulsión y diferencia racializante, entregarles a los sujetos ingresos fijos bancarizados para que sostengan un nivel de consumo mínimo los “incluye”, los “rescata” y los “blanquea”: esto es lo que los organismos oficiales sostienen. En tanto, es evidente que lo que realmente se provoca es asociarlos al negocio financiero, trazar nuevos bordes de desigualdad (ahora vía objetos consumidos) y mantenerlos “a raya”. La entrega de los ingresos aludidos navega entre la ayuda para no morir de hambre y el “como sí” del “salir de pobre” dejando a los sujetos en una posición de desventaja mayor: son “ayudas” que no logran cerrar las brechas que se proponen pero suturan las heridas superficiales que cambian la apariencia de la situación conflictual.
Por el lado de las “condicionalidades” y/o “universalidades” lo que efectivamente sucede, sobre todo en Latinoamérica, es que el sujeto (en su mayoría mujeres) se ve inmiscuido en una red de prácticas de reproducibilidad cuyo efecto inmediatamente práctico es que mantienen a las receptoras “ocupadas” todos los día en el cumplimiento de las condiciones para seguir recibiendo el “beneficio”. En esta dirección la “alerta” cognitivo-emocional de la gran mayoría de las receptoras, se orienta a saber que “ayuda-nueva-hay”, lograr todos los “certificados/constancias burocráticas” necesarias para obtener la que ya se recibe y conocer los rasgos de la línea de corte establecida por las autoridades de turno para poder diseñar una estrategia de cumplimiento. No tienen empleo ni trabajo pero están todo el día ocupadas en su reproducción tanto hogareño/familiar como de beneficiarias.
Finalmente, las políticas y programas que aquí analizamos establecen un refuerzo al individualismo, al “sálvese quien pueda”, a la ruptura de lazos o cuanto mucho la individualización de que cada uno tiene lo suyo, que es “apoyado” para su “reinserción” o “tutelado” para su reincorporación. Nacen así unas modalidades de “persona social” (sensu Goffman) que encuentran en la autoreferencia su articulación con la sociedad, son individuos que encarnan a un “subciadano” (sensu Scribano) ese entramado complejo entre subsidiado y ciudadano.
Es en este marco que se despliegan las aristas más características de unas políticas de las sensibilidades asociadas a unas PS: los sujetos son consumidores ocupados en reproducir su propio disfrute. La antigua puja entre Estado y mercado para diseñar, modelar e implementar unas sensibilidades que reproduzcan el sistema ha convergido en unas prácticas estatales dependientes del estado de las aludidas sensibilidades, consagradas a hacerlas cuerpo en los ciudadanos y orientadas a complementar las inversiones del mercado en ellas.
Así en nuestras indagaciones se pueden encontrar claramente las huellas para reconstruir no solo la preocupación estatal por el consumo compensatorio (De Sena y Scribano, 2014) sino que también los hilos que traman los orígenes, continuidades y reproducción de las metas concretas de las transferencias de ingreso.
Este recorrido Del Ingreso Universal a las transferencias condicionadas, itinerarios sinuosos, se efectúa en dos grandes caminos. Uno revisando las propuestas del Ingreso Ciudadano Universal, Renta Básica, Ingreso Básico entre otras denominaciones, y luego se analizan algunas experiencias en Europa, Estados Unidos y Latinoamérica. Antes de presentar cada capítulo vale la pena mencionar lo poco que se examinan las PS que se implementan en EEUU, por ello nos resulto más compleja (y atractiva) la búsqueda. Los lugares por dónde habitualmente transitamos en nuestras indagaciones (motores búsqueda generales tales como google y específicos tales como Scielo, Redalyc, etc.) refieren generalmente a América Latina cuando el término buscado es “políticas sociales”. Otro escrito podrá referirse al respecto, solo nos atrevemos a hipotetizar sobre su vínculo entre considerar las PS solo aquellas destinadas a la pobreza y Latinoamérica como un lugar “necesitado” de políticas de atención a la pobreza.
Abre la ruta Andrea Dettano con “La propuesta del Ingreso Ciudadano en Philippe Van Parijs”: recuperando sus aportes, en donde se presenta la propuesta del filósofo belga, contextualizando la discusión, su surgimiento, objetivos, actores, y propuestas. Dettano revisa las justificaciones, las posibilidades de implementaciones sin dejar de tomar los argumentos a favor y en contra de la idea del Ingreso Ciudadano.
En segundo lugar Florencia Chahbenderian revisa “El Ingreso Ciudadano y la equidad de género”, frente a la feminización de las PS y especialmente de los Programas de Transferencias Condicionadas de Ingreso, es imperante dedicar un espacio para analizar la su vinculación con los debates de género y feministas, y esbozar algunas de las principales discusiones que suscita.
Cierra esta primera parte con el capítulo de Rebeca Cena, “Ingreso Ciudadano en Argentina, hacia un estado de la cuestión”, recorriendo las discusiones al respecto en Argentina desde mediados de los años ´90 del siglo XX, de la mano de un conjunto de especialistas que, desde diversas conceptualizaciones, han argumentado y teorizado sobre sus posibilidades de inserción en el régimen de seguridad social del país. Para así dejar paso a la segunda parte del libro en la que se presentan algunas experiencias pero no de Ingreso Ciudadano sino de distintas formas de subsidios a través de transferencias condicionadas.
Abre este recorrido Florencia Chahbenderian con “La política social estadounidense: Los programas asistenciales bajo la lógica del ‘workfare’”, en donde efectúa una revisión de la “reforma del bienestar” de Clinton con el objeto de indagar en las experiencias de programas de asistencia social y sus lógicas rectoras.
El capítulo 5 de Andrea Dettano “Sumando reflexiones sobre el Ingreso Ciudadano: las rentas Mínimas de Inserción y el caso francés”, tiene por objetivo profundizar sobre la discusión del Ingreso Ciudadano. Si bien ya hemos visto que según el país adquiere diferentes nominaciones, lo que aquí se hará es abordar el caso francés. Ya se ha expuesto de manera general, como surge la discusión en el continente europeo y todo el trasfondo teórico- filosófico que hay en torno a su aplicación.
El siguiente capítulo de Angélica De Sena, “De Welfare a Workfare. ‘Nuevas’ formas de intervención social y ‘viejos’ problemas en la experiencia italiana”, en donde se intentará revisar algunas intervenciones estatales ligadas a formas de subsidios monetarios en distintos formatos, con el objeto de incidir en el bienestar de la población y también de corregir/reparar algunas fallas entre el mercado y el Estado. Para ello se presenta la experiencia italiana revisando la aparición del denominado voucher, y sus diferentes formas de implementación y destinatarios.
Y para finalizar el capítulo 7 de Rebeca B. Cena, revisa los “Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos: hacia una problematización teórica a partir del caso latinoamericano”. Cena se propone sistematizar las diferentes nominaciones que este tipo de experiencias ha adquirido dentro del campo académico latinoamericano desde mediados de 1990. Bajo dicha nominación se ubican y debaten diferentes experiencias focalizadas, y progresivamente masivas, de transferencias de dinero a las poblaciones. Si bien los casos pioneros fueron México y Brasil, éstas se han extendido a lo largo de toda la región como la forma en que los Estados y los Organismos Internacionales de Crédito han impulsado acciones estatales de atención a la pobreza.
Ahora bien, ¿qué es lo que nos facilita comprender que las transferencias se hayan utilizado en los países centrales hace ya algunas décadas? ¿Qué significa que los sujetos se concentran (dados los diseños y modalidades de implementación) en reproducir el consumo autocentrado?
En primer lugar, tener la certeza que no podemos asociar sin más las aludidas transferencias a situaciones de transformación social sino más bien a condiciones de reproducción; y en segundo lugar que unas de las consecuencias claras es la aplicación es la disolución de las “estados conflictuales” por lo cual mal se pueden asociar a la disrupción o ruptura sistémica.
Lo que nos queda claro es que las políticas/programas analizados operan al nivel de las sensibilidades y que obturan todo tipo de confrontación con el capital, que operan en la transmisión generacional de la desigualdad y reproducen la resignación; y que traman la circunscripción de la práctica individual al consumo como motor de expansión del capital.
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La propuesta del Ingreso Ciudadano en Philippe Van Parijs: recuperando sus aportes
Andrea Dettano
“A lo que estamos asistiendo es, más bien, al fin de una determinada utopía, de la utopía, que en el pasado cristalizó en torno a la sociedad del trabajo”. “(…) La forma de este trabajo abstracto desarrolló una tremenda fuerza configuradora capaz de penetrar en todos los ámbitos, nada tiene de extraño que las expectativas utópicas se centraran también en el terreno de la producción…” (Habermas, 1984: 537)
Introducción
En el presente escrito van a considerarse los aportes de Philippe Van Parijs sobre la propuesta del Ingreso Ciudadano a partir de enumerar algunos ítems que organicen la lectura. Se intentará contextualizar la discusión, su surgimiento, objetivos, actores, propuestas, entre otras cosas. Si bien se va a desarrollar el trabajo de Van Parijs también se pone atención a otras justificaciones y construcciones de y sobre la propuesta.
La recuperación de este acervo de ideas, surge en base a un trabajo colectivo1 cuyo principal objetivo es mirar a través de diversos lentes las políticas sociales que tienen lugar en la actualidad en los países de América Latina y el Caribe –los Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos– y que ya se encuentran en expansión en otras regiones del globo. Esta primera parte, recupera un formato en particular –el de la Renta Básica (RB)– que surge en Europa en los ´80, al calor de las discusiones en torno a la pertinencia o no del Estado de Bienestar en lo que empezaba a ser una nueva fase y modalidad de acumulación de capital. Esta transformación a su vez, hace que se recupere como introducción a la propuesta de la RB, algunas ideas sobre el Estado de Bienestar y las posturas que se erigen en el momento en que comienza a desintegrarse/modificarse.
La estructura del escrito es la siguiente: en primer lugar se recuperan algunos lineamientos sobre el Estado de Bienestar en el contexto de cuestionamientos y crisis en torno al mismo como la arena ideológica donde surge el debate de la RB. En segundo lugar se hará un breve repaso del contexto de surgimiento de la discusión por la RB en Europa y la forma en que el debate se fue ampliando. En tercer lugar se recuperan las ideas de Phillipe Van Parijs, su perspectiva, defensa y fundamentación ética sobre la RB. Luego se traen los aportes de otros autores implicados en la defensa y justificación de la propuesta. En quinto lugar se consideran las críticas así como el contenido ético y moral presente en el armado teórico sobre la RB. Por último se esbozaran algunas reflexiones a modo de cierre.
Claus Offe y las discusiones sobre el Estado de Bienestar
Antes de comenzar a presentar distintos aspectos sobre la propuesta de la RB, parece pertinente recuperar algunas líneas sobre las críticas que se anteponían al sostenimiento de los Estados de Bienestar, cuyo comienzo se remonta al final de la segunda posguerra. Para esto, Offe (1990) nos expone los argumentos que se descubrían en pugna en la década del ´70, sobre su sostenimiento o recorte. Estas disputas son el escenario sobre el que surgirá la RB en tanto “Proyecto Superador” de los esquemas de seguridad social conocidos hasta el momento.
Entonces, siguiendo a Claus Offe (1990), se sostiene que el Estado de Bienestar constituyó en el período de posguerra la solución política a las problemáticas propias del capitalismo y las contradicciones sociales que acarreaba. El problema surge a mediados de los años ´70, cuando esta supuesta fórmula pacificadora es puesta en cuestión. Si en las economías de posguerra, muy diversos sectores convergieron en su instauración, en los 70 ya dicho acuerdo se desintegraba a la luz de diversas críticas.
Las críticas que Offe recupera son traídas a este escrito en tanto que, el debate sobre RB –objeto del presente escrito– tiene lugar dentro de un contexto de dudas y cuestionamientos acerca del Estado de Bienestar, su aplicación y pertinencia. El primer conjunto de críticas, son las que provienen de la derecha, surgen con la recesión de mediados de los ´70 y apuntan a algunos pocos argumentos. Para comenzar, sostienen que los costos que deben asumir los capitalistas para producir con las cargas que implican las instituciones de bienestar resultan en un desincentivo para la inversión. En segundo lugar argumentan que por el poder que confieren a los trabajadores los beneficios obtenidos resultan en un desincentivo para el trabajo.
Sobre la primera crítica, el autor dirá:
(…) Debemos tener presente que la posición de poder de los inversores privados incluye el poder de definir la realidad. En otras palabras, lo que consideren una carga intolerable, será una carga intolerable que, de hecho, conducirá a una propensión decreciente a invertir, cuando menos mientras puedan esperar que la aplicación de dichas sanciones económicas puedan servir para reducir efectivamente los costes relacionados con el Estado de Bienestar (Offe, 1990: 139).
Sobre la segunda el autor va a decir dos cosas, la primera es el carácter de evidente que tiene el hecho de que al contar con una legislación mayor, los trabajadores van a resistir más fácilmente a situaciones de explotación o que les resulten dificultosas. El otro argumento, desde aquí considerado más pertinente aun, sostiene que el Estado de Bienestar impone reglamentaciones a la relación capital-trabajo, que si bien otorga derechos y mejores condiciones a los trabajadores también mantiene inalterada la estructura de autoridad y sobre la propiedad de los medios de producción. Esto significa que no debería sorprender que el trabajador no cuente con la motivación de alcanzar su máximo potencial. Lo realmente interesante del análisis de Offe es la consideración de que “(…) el capitalismo no puede existir ni con ni sin el Estado de Bienestar” (1990:142) Sobre sus instituciones advienen fuertes y numerosas críticas, pero a la vez su existencia posibilita la reproducción del modo de acumulación.
Por su parte, las críticas de la izquierda remiten a los fundamentos mismos del Estado de Bienestar. Éste, en tanto instrumento de estabilización y no de transformación de la sociedad capitalista, es “compensador”. En la misma línea puede sostenerse como crítica la cualidad de “llegar tarde”, luego de que los hechos han ocurrido, no operando de modo preventivo sino una vez que el daño está hecho. Una crítica que hace Offe y que retoman aquellos que defienden la necesidad de implementar una RB implica considerar el aspecto represivo del Estado de Bienestar. Para esclarecer este aspecto dice que: “(…) para acceder a los beneficios y servicios del Estado de Bienestar, el cliente2 no solo debe probar su necesidad sino ser un cliente merecedor, esto es, alguien que se pliega a las pautas y normas económicas, políticas y culturales dominantes en la sociedad” (Offe, 1990: 145).
Otro aspecto de suma importancia y que nos hace de puerta de entrada a la discusión sobre la RB, es otra de las críticas provenientes de la izquierda, la cual remite a la función de control político-ideológico del Estado de Bienestar. Esto tiene que ver con la separación de las esferas de la vida –falsa separación– que pone por un lado al trabajo, la economía, la producción y la distribución primaria del ingreso y por otro, la esfera que se correspondería con la ciudadanía, el Estado, la reproducción y la distribución secundaria. Esta “separación”, nos dice Offe, tiene “efectos sobre la conciencia, la organización y la lucha de clases” (Offe, 1990: 145). Para esclarecer un poco más dicha separación:
Los arreglos estructurales del Estado de Bienestar tienden a hacer que la gente ignore u olvide que las necesidades o contingencias a las que responde, surgen, directa o indirectamente en la esfera del trabajo y la producción, que el propio Estado de Bienestar se ve constreñido material e institucionalmente por la dinámica de la esfera de producción, y que un concepto fiable de seguridad social no solo presupone la expansión de los ’derechos de ciudadanía’, sino de los derechos de los trabajadores en el proceso de producción (Offe, 1990: 146).
En cuanto a la cita anterior y a modo de ligazón, se podría empezar a reflexionar sobre varias cuestiones que Offe deja puntillosamente planteadas y que pueden ser una lente a través de la cual analizar los argumentos –tanto en contra como a favor– de la RB. Lo primero que puede decirse es que la RB tal como se la sostendrá vendría a corregir algunas de las críticas de la izquierda, como el aspecto represivo, ya que sería una prestación universal. Pero, lo que no debe perderse de vista es que es un instrumento más, que opera como herramienta pacificadora dentro del modo de producción capitalista, no implica la transformación o reemplazo del mismo.
Por su parte, y lo que desde aquí se considera central es la separación a la que Offe hace referencia, en tanto que pareciera que las transferencias que se proponen post 70 implican pensar –y proponer–, siendo la RB un ejemplo, modos de reproducción, vía transferencias de ingresos, por fuera del mundo del trabajo, cuando en realidad son el resultado de la desestructuración del mismo. Esto exhibe a las claras que las propuestas de RB operan como respuesta a la desconexión a la que alude Offe entre producción, economía, reproducción y ciudadanía. A continuación comenzaremos a exponer como en un contexto de desintegración y dudas acerca de las instituciones de Bienestar se empiezan a mentar debates, como salidas posibles.
Sobre el contexto de surgimiento de la Renta Básica en el continente europeo
Esta discusión comienza en Bélgica, en 1986, en el marco de un congreso organizado por un grupo conocido como el “Colectivo Charles Fourier” compuesto por investigadores y sindicalistas próximos a la Universidad de Lovaína. Estos habían redactado dos años antes un trabajo titulado “L´allocation Universelle” (La renta Básica), y luego de haber recibido un importante premio en reconocimiento al trabajo realizado, se organiza el citado congreso, que fue nucleando a investigadores de otros países interesados en el tema de la RB (Raventos, 2007). El resultado del congreso fue la creación del BIEN (Basic Income European Network), y luego de ese encuentro se realizaron diez encuentros más. En el congreso realizado en Barcelona, en 2004, hubo una transformación ya que se decidió modificar el BIEN, pasando a denominarse “Basic Income Earth Network”. El motivo reside en el interés de incluirse en el BIEN por parte de investigadores y activistas de varios países no europeos. De esta forma, en 2006 en Ciudad del Cabo tiene lugar el primer congreso del BIEN como red mundial. Ya para 2007 hay varias secciones reconocidas como parte del BIEN, como Suiza, Dinamarca, Holanda, Irlanda, Alemania, Argentina, Australia, Brasil, Estados Unidos, Inglaterra, Austria, España (Raventos, 2007).
En este trabajo se van a recuperar principalmente los aportes de Phillipe Van Parijs en torno a la RB. Si bien hay numerosos trabajos (Ferry, Bresson, Van Der Been), una revisión del trabajo de Van Parijs resulta ineludible para pensar en la propuesta de la RB, que también ha tenido diferentes nominaciones según su lugar de aplicación, como “subsidio universal, basic income, allocation universelle, ingreso mínimo, renta ciudadana, salario universal, ingreso ciudadano, reddito di cittadanza”, entre otros. En líneas generales, y como sostiene Sánchez: “La renta básica ha sido trabajada en dos órdenes, uno normativo y otro técnico. El primero de estos se refiere a las consideraciones correspondientes a las ventajas éticas y sociales, y el otro, a su aplicabilidad real en la sociedad liberal actual” (2004: 401).
Ahora bien, podría decirse que lo que vamos a recuperar aquí de Van Parijs remite más al orden “normativo” de las argumentaciones en torno a la RB. En esta línea, el autor arma su corpus de ideas desde un “filosofar analítico”, que consiste en una argumentación a partir de las propias intuiciones morales. Sobre esta práctica filosófica, puede decirse, pese a las intenciones del autor, que desde algunas perspectivas, “(…) no resulta demasiado evidente cómo se obtiene esa conjunción entre exigencias del espíritu y del mundo” (Teira Serrano, 2003: 4). Para esclarecer dicha conjunción, las exigencias del espíritu se vinculan con la posibilidad de implantar la RB en términos de compromiso con un ideal de justicia. Mientras tanto las exigencias del mundo remitirían al aspecto material, a las consecuencias económicas de su implementación. También debe decirse que en la obra de Van Parijs, se encuentran presentes además de reflexiones e intuiciones, –resultado de su práctica filosófica–, análisis sociológicos y de actualidad política. De hecho, la solicitud de una RB forma parte de su accionar político. Esta consiste en: “un ingreso que cada Estado asignaría incondicionalmente a sus ciudadanos como garantía material de su libertad” (Teira Serrano, 2003: 5) Su aceptación forma parte para el belga –y esto es fundamental–, en la aceptación de un ideal ético. En el próximo apartado profundizamos sobre esto.
Algunos ejes sobre la propuesta de la Renta Básica: fundamentos y justificaciones para su aplicación en la obra de Phillipe Van Parijs
Uno de los primeros argumentos de Van Parijs para justificar la aplicación de la RB consistió en considerar su aplicación como la puesta en práctica de una vía Capitalista al Comunismo. En esa línea intentó introducir al debate ideas provenientes de la teoría marxista en un momento en que parecían estar dándose por descartadas. En ese trabajo (Van Parijs, 1988) comienza a pensar como la RB es una forma de llegar al comunismo que no implica pasar por el socialismo como un momento intermedio. Allí, el autor pretende arribar al principio de distribución comunista: de cada cual según sus capacidades, a cada cual según sus necesidades. El socialismo consiste en el momento previo donde se persigue alcanzar una transformación para lograr el altruismo y la productividad. Por el carácter alienante del trabajo, se requiere de este paso intermedio para crear hombres altruistas en lugar de egoístas. En su trabajo el autor dirá que esto no es necesario ya que se podría alterar la naturaleza misma del trabajo hasta el punto en que sea difícil de distinguir del tiempo de ocio (Sánchez, 2004).
Avanzando un poco más, el belga argumenta que en las sociedades capitalistas avanzadas a través de los subsidios a los pobres y desempleados se está más próximo al principio “a cada cual según sus necesidades”. Para pensar la RB tiene en cuenta que las necesidades de las personas no son homogéneas, pero que dicha prestación lograría satisfacer un conjunto de necesidades básicas, dejando a cada uno, en caso de desearlo, la posibilidad de trabajar. En este sentido es que Van Parijs cree que la RB modificaría el carácter del trabajo, ya que se convertiría en una elección. Sánchez, sostiene que
En este punto, los planteamientos de Van Parijs no tenían ningún soporte real, ni numérico, y su intención era más crear controversia para empezar a pensar en posibles salidas a la izquierda europea o plantear una salida utópica para generar cambios en los modelos de subsidio de la economía del bienestar, que plantear seriamente la posibilidad de un subsidio universal para algún país (2004: 405).
Sin embargo, la idea tiene eco, reúne interesados y adeptos, con lo que en los ´90 Van Parijs empieza a transformar su idea anterior, tomando distancia del proyecto de tinte “comunista” que había planteado en un principio. Ahora basaría sus justificaciones en la noción de equidad, como el fundamento ético para la aplicación de la RB. Para comenzar a revisar cómo llega hasta dicha justificación, cabría recuperar una clasificación que hace de los tres modelos de Estado de Bienestar, la cual construye en pos de poner en práctica su filosofar analítico, presentando sus variantes existentes así como los supuestos que los soportan. Se busca visualizar
(…) cómo la introducción de una prestación universal, lejos de ser inmoral o injusta, está, por el contrario, directamente implicada en circunstancias históricas bien determinadas, por un imperativo de equidad muy plausible, pero fundamentalmente distinto de la justificación del seguro y del llamado a la solidaridad que sustentan el Estado de Bienestar en sus formas presentes (Van Parijs, 2004: 74).
Es desde el Estado de Bienestar y sus posibles modificaciones que se plantea un nuevo modelo de sociedad basado en principios diferentes a los aplicados hasta el momento. En esta línea va a exhibir tres modelos puestos en práctica hasta el momento, sin descartar o anular ninguno ya que el objetivo sería mejorar los principios que los rigen para llegar a lograr la equidad.
El primer modelo es el Bismarckiano, donde los trabajadores renuncian a una parte de sus remuneraciones presentes para cubrir futuras necesidades en materia de salud, vejez, accidentes, desempleo, entre otras posibles. El segundo modelo es el Beveridgeano, donde todos los titulares de ingresos provenientes del trabajo o del capital renuncian a una parte de sus ingresos. Estos son destinados a un fondo que dará a todos los miembros de la sociedad un nivel mínimo de recursos. En el último, el modelo Paineano, todos los titulares de ingresos renuncian a una parte de estos para constituir un fondo que se utilizará para pagar incondicionalmente un ingreso uniforme a todos los miembros de la sociedad.
El objetivo de desarrollar brevemente los modelos nombrados no es más que para recuperar los fundamentos éticos que los sustentan y visualizar como finalmente la aplicación de una RB también se erige sobre una concepción particular. Cada modelo se fundamenta en uno de los siguientes conceptos: seguro, solidaridad o equidad. En primer lugar, el modelo Bismarckiano, tiene su origen a fines del siglo XIX en Alemania. A partir de la instauración del Sistema Básico de Seguro Social, tanto empleados como empleadores debían realizar aportes obligatorios para reducir la situación de inseguridad y necesidad que enfrentaban los obreros industriales producto de un proceso de industrialización acelerada (Peixoto, 2011). Los beneficios se fueron ampliando, pasando de contemplar el seguro médico y el seguro por accidentes en 1884 a incluir en 1891 el seguro por vejez e invalidez. Luego, a principios del siglo XX, se añadió el seguro por desempleo a la cobertura además de incluir a trabajadores no industriales.
Según Van Parijs, el fundamento del modelo descripto reside en la noción de seguro, lo que comprende pensar en un asegurado, un asegurador y un riesgo. Este último consiste en un evento, que es no deseado a la vez que incierto. Los riesgos pueden ser muy variados, pero Van Parijs se concentra especialmente en aquellos que implican pérdidas de ingresos.3 Seguidamente se pregunta por qué las personas desean asegurarse, lo que termina respondiendo a partir de una aversión al riesgo, y de un sujeto que termina eligiendo obtener menos ingresos, pero contar con una entrada en caso de que el peor de los escenarios se hiciera efectivo. En ese camino encuentra un asegurador que a cambio del pago de una prima cubre esos riesgos y distribuye esos costos entre todos aquellos que asegura. Sobre esto nos va a decir el belga, que es un sistema de transferencias que no implica generosidad, equidad, o algún tipo de altruismo, sino que consisten en lo que los economistas definen como “mejoras paretianas” que son operaciones que pueden mejorar la situación de algunos o todos sin perjudicar a otros.
Una de las cosas que hay que mencionar sobre este modelo es que no contempla transferencias ex-ante, esto quiere decir que no hay compensación por ejemplo en el caso de una invalidez que impide a las personas cotizar, cubriendo los siniestros que ocurren a la personas luego de empezar a transferir parte de sus ingresos. Además la persona debe demostrar que no tiene ingresos por empleo pese a buscar uno insistentemente (Van Parijs, 2004).
Entonces, para este modelo: “una primera justificación del Estado de Bienestar: un sistema de seguros sociales de carácter obligatorio que efectúa descuentos y transferencias, pero que no necesita más justificación que el interés personal de los cotizantes.”… “No es necesario invocar la solidaridad sino aquella que emerge como consecuencia de un contrato que no tiene otra motivación que el interés personal” (Van Parijs, 2004: 60).
El segundo modelo, basado en las ideas de William Henry Beveridge, tuvo lugar en Inglaterra a partir de la elaboración del documento titulado “Social Insurance and Allied Services” (1942). En ese escrito, Beveridge abogaba por la creación de un sistema que proveyera de los ingresos mínimos para la subsistencia de toda la población. La forma de aplicación consistiría en pagos semanales inferiores a un seguro social por parte de las personas en actividad que sería destinado a los enfermos, viudas, desocupados y jubilados. Para el autor de este modelo, su puesta en práctica conduciría al pleno empleo y beneficiaría a la economía en su conjunto (Peixoto, 2011). Ya se recuperará lo que dice Van Parijs sobre este modelo, pero cabe resaltar que a diferencia del modelo Alemán, basado en el seguro y en la transferencia de una persona hacia sí misma en caso de necesitarlo, el modelo inglés consiste en transferencias de unas personas hacia otras que lo requieren, o que por diversos motivos no pueden estar en actividad, con lo que los riesgos se asumen colectivamente.
Este segundo modelo encuentra para Van Parijs su justificación en la noción de solidaridad. A diferencia del modelo anterior –el Bismarckiano– este se basa en un principio de solidaridad más fuerte ya que contempla las necesidades e intereses de aquellos que por motivos naturales o sociales han resultado desfavorecidos más allá de su posibilidad de cotizar, como ocurre con los seguros. Este sistema funciona a partir de considerar las diferencias entre las personas, por sus talentos, condicionamientos físicos o diferencias en las trayectorias sociales que hacen que no puedan alcanzar los mismos resultados. En base a estas diferencias –entre recursos internos y externos– las transferencias pueden ser ex–ante, como ya se dijo más arriba, incluso sin haber realizado ningún aporte.
Finalmente, el tercer modelo es el que se trata de construir para la aplicación de una RB. El fundamento para su aplicación en tanto modelo de prestación universal, es la equidad. Esta implica, nos dirá Van Parijs, no reducir las transferencias del Estado a los necesitados, merecedores y a quienes han cotizado durante sus períodos activos. En las sociedades en las que vivimos, los recursos provienen del empleo, pero se cuenta con una gran cantidad de personas desempleadas involuntariamente. Desde esta óptica, una prestación universal financiada por una tributación a las donaciones y herencias así como a los empleos es legítima en términos de poner en práctica el concepto de equidad.
Van Parijs hace una importante defensa sosteniendo que el asunto no reside en transferir recursos de los afortunados a los desafortunados, por la posibilidad que podrían tener los primeros de encontrarse en una situación de privación o porque los que están en una buena situación podrían haberse encontrado en el lugar de la adversidad. Para el belga, en cambio, la principal justificación se sostiene en términos de equidad, por el hecho de dar a cada uno una parte igual del patrimonio común. En este sentido una prestación universal viene a distribuir algo que de otro modo es monopolizado en condiciones muy desiguales (Van Parijs, 2004).
Esta discusión y justificación en términos de equidad proviene de la recuperación de algunos teóricos que partieron de la idea del derecho natural, un derecho de las personas a los bienes como la tierra, o los medios de producción. Debido a la apropiación privada de los bienes y recursos de la tierra, algunos intelectuales –en su mayoría europeos– como Paine, Skidmore, Huet, Spence, Fourier, Charlier, entre otros, proponen una renta a los ciudadanos que llegan a la edad adulta, proveniente de un fondo nacional, como retribución/indemnización por la pérdida de sus derechos naturales, consecuencia de la apropiación privada de la tierra. En esta línea redistributiva, otros han propuesto que los bienes de las personas fallecidas debían pasar a la comunidad, especialmente a los jóvenes en edad activa. Lo que está por detrás de los trabajos de los autores nombrados es un intento de compensar o contrarrestar la apropiación privada, de una manera en la cual todos percibirían esa compensación, sin importar su ocupación, sexo, condición social, entre otras características, con lo que se trataría de una indemnización universal, que provendría de fondos públicos. A su vez, además de la noción de equidad, que Van Parijs utiliza como fundamento para la aplicación de una RB, lo que se encuentra circulando son las ideas de justicia y reparto (Peixoto, 2011). A continuación se consideran otras manifestaciones positivas sobre la propuesta.
Otros argumentos a favor de la propuesta
Ahora bien, el planteo en torno a la RB es sostenido alrededor de una serie de ventajas que traería aparejada su implementación. Las que se nombran a continuación no son las que Van Parijs utiliza, las cuales han sido desarrolladas en los párrafos anteriores sobre la fundamentación ética basada en el concepto de equidad a diferencia de los modelos basados en la lógica del seguro y la solidaridad. Estas justificaciones que se van a nombrar, surgen en la aparición del debate sobre la RB. En primer lugar lograría suprimir los efectos de estigmatización que produce ser receptor de una transferencia. Al tratarse de una prestación universal, basada en la condición de ciudadano no se estigmatizaría a quienes la perciben ya que todos lo harían. En segundo lugar permitiría una mayor flexibilidad del mercado de trabajo, ya que habilitaría al trabajador a elegir más libremente un trabajo o incluso podría elegir no trabajar. Quizá, hasta podría habilitar nuevas formas organizativas de trabajo asalariado. A la vez también se sostiene que al no estar las personas obligadas a trabajar, se podrían superar ciertas condiciones de trabajo alienado, ya que podrían elegir realizar trabajos donde se vieran reflejados en su producto. En este sentido también se defiende la posibilidad de un mayor desarrollo personal de los individuos, al guiar sus actividades productivas por intereses y talentos (Sánchez, 2004). En tercer lugar, se podrían evitar las denominadas “trampas de la pobreza” y “trampas del desempleo”.4
A la vez, la existencia de la RB permite aumentar la posibilidad de correr riesgos para aquellos que no tienen un respaldo económico si su emprendimiento no funciona. Limita la dependencia de la persona del éxito que pueda obtener en el proyecto que encare. Por otro lado, socava (sin suprimir) el poder del empresario en la relación, empleador-empleado, dando mayor capacidad de negociación al trabajador. Al mismo tiempo, comenzaría a existir una presión sobre los salarios actuales, especialmente en aquellos mal pagos y que ofrecen condiciones poco favorables. La existencia de este ingreso haría que ya no sea tan necesario aceptar esas ocupaciones, con lo cual deben elevarse las remuneraciones ofrecidas en las mismas para que se vuelvan atractivas.
Uno de los últimos argumentos que vamos a recuperar como fundamento de la propuesta es el de Yoland Bresson quien al igual que Van Parijs intenta erigir una propuesta con una orientación contraria a las de corte neoliberal que se instalan desde la última cuarta parte del siglo XX. Como nos acerca Sánchez (2004), Bresson propone una economía de mercado pero con regulación estatal, dando lugar al Neobienestarismo.5 Para esta “nueva forma del bienestar”, el fundamento se encuentra en el valor, entendido como el valor de tiempo por un lado y el valor de intercambio del individuo, por el otro. Esto significa que el primero es la medida del ingreso por la existencia, que cada cual debe obtener para alcanzar a cubrir sus necesidades básicas. El segundo es la medida del ingreso por realizar alguna actividad, este será variable según la actividad, el nivel de calificación, especialización, entre otros. Dicho ingreso es considerado como el ingreso producto de una elección del sujeto (…) Es esta posibilidad del trabajo escogido –en que uno se implica e invierte– donde las energías libres y los incentivos recuperados son los motores más seguros de una economía dinámica, y están fundados en el capital humano” (Sánchez, 2004: 408)
Es menester considerar como en la obra de Bresson (1994) la idea del capital humano se vuelve central, ya que el individuo, mejor dicho, el “desarrollo humano”6 es considerado la fuente de la riqueza, lo que motoriza una economía dinámica.
La propuesta de Bresson puede resumirse en base al sostenimiento de una nueva economía que considera como eje determinante el valor, más precisamente el tiempo-valor. Es decir que ningún otro recurso (como la tierra, los materiales crudos, ni lo que viene de la asociación de máquinas, recursos fijos, ni la publicidad, ni la información), a excepción del tiempo-valor, crea valor. Y el factor de prioridad de creación de valor es el capital humano, es decir, el conocimiento, las habilidades, la capacidad de innovar y adaptarse a las nuevas condiciones. Por esto,
(...) el hombre se vuelve el capital. La frase ‘no hay más riquezas que los hombres’ se vuelve una realidad. La fuente de la riqueza para todos es el desarrollo humano. Así, el valor de un año de vida, el valor por la existencia misma, que es igual para todos, será reconocido con una renta básica, mientras el valor de intercambio, que se diferencia en cada persona, conservará su valor en el mercado (Sánchez, 2004: 408).
Las críticas y la “moral” necesaria para la aplicación de una Renta Básica
La propuesta de una RB ha suscitado, como se ha visto, una serie de escritos. Algunos presentan por una parte los aspectos positivos y beneficios que acarrearía el planteo, mientras que otros también presentan algunas críticas o cuestionamientos, así como fragmentos de las discusiones que ha despertado. Lo que se puede visualizar en tanto trasfondo es todo un contenido referido a la ética, la libertad, la igualdad, como conceptos que están en pugna para pensar el asunto. A la vez se resalta la necesidad de que dichos conceptos formen parte de discusiones políticas. En este apartado entonces, se intentará recuperar –al menos en parte– esa dimensión de las argumentaciones revisadas, su carácter propositivo así como todos los aspectos que dejan ver “expectativas de futuro” sobre el mundo que se espera tener, la sociedad que se busca construir y desde que esquema de valores esto sería posible.
En un trabajo donde se analiza la perspectiva de Van Parijs sobre la RB, Teira Serrano (2003) nos ofrece algunas aproximaciones a las críticas que se le hicieron a su propuesta. Principalmente estas giraron en torno a cuestionar la viabilidad de la misma a la vez que el carácter incierto de las predicciones económicas que traería aparejada una aplicación de la RB. Van Parijs y Van Der Been –como principales defensores– sostuvieron ante estas críticas
(…) que no era la mera racionalidad económica la que nos exigía que se implantase una renta básica, pues nunca se sabría, en efecto, cuáles podrían ser las consecuencias de su introducción: se trataba de un imperativo ético, puesto que la renta básica representaría, ante todo, un ideal de justicia, y como tal nos exigiría realizarlo, por inciertas que fuesen sus consecuencias: no hay más alternativa que intentarlo (Teira Serrano, 2003: 10).
En este sentido es que la ética y un cambio en la concepción ideológica serían la base para la implementación y posteriores efectos económicos. El compromiso racional desde la ética por parte de la ciudadanía es lo que evitaría el desmantelamiento del Estado de Bienestar.
La posición de Van Parijs –como ya se dijo– implica una transformación ética, ideológica, una reforma radical de las discursivas políticas. Dicha transformación es lo que llevaría a lograr la libertad formal, dando el derecho a realizar lo que se desea, y garantizando los medios para que sea posible, alcanzando la libertad material (Teira Serrano, 2003). Ahora bien, Teira Serrano (2003) hace una observación que es menester resaltar. Este tipo de reformas, transformaciones vinculadas a la moral, la ética, podrían hacerse en cualquier dirección, al servicio de intereses de cualquier grupo en particular y no en la dirección de la ética universalista que propone el belga. Es decir, podrían constituirse, –por ejemplo–proyectos en pos de articular cambios en los sistemas de seguridad social basados en fundamentos liberales, como la individualización de los riesgos. Esta crítica puede pensarse a la luz del caso del “Social Credit”7 en Canadá. Esto consistió en un tratado redactado por Clifford Hugh Douglas sobre el “Crédito Financiero Social” (CFS). Al tener en su nominación la palabra “social” se lo asociaba con un proyecto de tinte socialista, cuando en realidad consistía en un modelo financiero que pretendía por medio del endeudamiento de la población o la aplicación de un “dividendo nacional” que garantizase un ingreso mínimo a todos, superar la crisis provocada por la sobreproducción. Era un modelo que prometía la prosperidad económica a partir de activar el consumo, por la vía de una transferencia por parte del Estado o, por medio de recursos financieros. Lo que quiere decirse con esto, es que una propuesta puede sostenerse bajo un corolario de ideas que pueden tener fines muy disimiles y no necesariamente vinculados con la ética o la justicia social. El hecho de fundamentar desde la ética una propuesta, implica que puede ser sostenida desde lugares muy distintos, incluso opuestos. Estos fines pueden incluso estar vinculados con intereses económicos financieros, como en el caso de Canadá alrededor de 1930.
Las críticas que se le hacen a la RB en torno a su carácter “ético”, a lo “justo” que hay en la propuesta, parecen intentar reafirmar la necesidad de su aplicación. Para este punto Raventos (2007) hace una intervención bien precisa al sostener que la RB posee un aspecto instrumental y uno no instrumental. El primero constituye una alternativa para hacer frente a la pobreza y un freno a las políticas neoliberales. En cambio, su parte no instrumental reside en que
(…) su exigencia puede cristalizar en los movimientos sociales y en la opinión pública democrática como un punto irrenunciable de justicia y dignidad, con valor por sí mismo, cualesquiera que fueren las consecuencias que los muy anti-democráticos neoliberales y neoconservadores del siglo XXI vociferen que trae consigo (Raventos, 2007: 34).
Se puede ver que tanto en los escritos de Van Parijs, como en los de aquellos que refieren al tema, hay un gran contenido que alude a este carácter no instrumental de la propuesta y que refiere a transformaciones morales y valorativas necesarias para su implementación. A modo de ejemplo:
(…) la fuerza moral de la propuesta de la Renta Básica que se pone de manifiesto con mayor claridad tiene que ver con el hecho de que esta no apunta solamente a la evidencia de la terrible desigualdad existente en el mundo contemporáneo, sino que arranca también desde la conciencia de las menguas de libertad que trae consigo la gran desproporción de las rentas y las riquezas (Raventos, 2007: 34).
Reflexiones Finales
Hasta aquí se han recuperado los lineamientos generales sobre la propuesta de la RB en Europa. Además de la propuesta en sí misma, se han intentado traer otros aspectos que refieren por un lado a la crisis del Estado de Bienestar como contexto y escenario donde estas ideas tienen lugar y por otra parte su fuerte contenido ético y moral.
Reflexionando sobre el momento en el cual el debate tiene lugar, Raventos dirá: “La propuesta de la Renta Básica fue un fogonazo en medio de un oscuro panorama de ideas enormemente falto de originalidad” (2007: 32). Tratando de concluir un poco las reflexiones que tuvieron lugar aquí, y en consonancia con lo dicho anteriormente, se pone en duda si la RB como proyecto tiene lugar en un panorama de ideas poco originales o, simplemente, constituye un intento por pensar un sistema de protección social por fuera del mundo del trabajo, o desde un mundo del trabajo fracturado. En esta dirección Rosanvallon (2011) contribuye a la discusión sobre la Renta Mínima de Inserción, alertando acerca del peligro de “asalariar la exclusión” al mismo tiempo que cuestionando la forma en que los debates sobre RB –en su trabajo es sobre la Renta Mínima de Inserción en Francia– constituyen una defensa del derecho a las personas a indemnizaciones en lugar de una defensa del derecho al trabajo.
En cuanto al contenido ético y moral de la propuesta, se puede decir que gran parte de la fundamentación se encuentra basada en la necesidad de una sociedad diferente, más justa, regida por el principio de la equidad. Si bien es un mensaje hasta deseable, se pierde de vista que no es más que un intento por modificar desde las ideas y proposiciones discursivas el conjunto de maneras de ser, hacer y sentir en un mundo regido por la apropiación privada y por ende desigual.
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1 Desde el GEPSE-CIES, en el marco del UBACYT 20020130200268BA "Políticas Sociales, Receptores de los Programas de Transferencia Condicionadas de Ingresos y Prácticas de Consumo (CABA 2009-2013)", se intenta reflexionar desde distintos lugares teóricos, las políticas sociales que tienen lugar en la actualidad.
2 En la edición utilizada se nombra como “cliente” al destinatario de las prestaciones de las instituciones de Bienestar.
3 “Me concentraré en un riesgo en particular: la pérdida o disminución de los ingresos, debido a que es un riesgo que, sin ser exclusivo, es central en el Estado de Bienestar. Este cubre también otros riesgos, como es el caso de las necesidades engendradas por la invalidez, la enfermedad, el embarazo, el hecho de tener cargas de familia” (Van Parijs, 2004: 58).
4 Dichas trampas son la consecuencia de los subsidios que presentan condicionalidades y que no permiten tener otros ingresos, o que los ingresos que provienen por otra vía superen ciertos umbrales, con lo que quizá las personas podrían no aceptar empleos, declinar otras posibilidades de obtener ingresos u ocultar los mismos.
5 Bresson defiende el sostenimiento del Estado de Bienestar para generar procesos de integración y las medidas de corte Keynessiano como la alternativa para hacer frente a las problemáticas que acarrean las políticas neoliberales. Esto se debe a que el desarrollo alcanzado por el mercado trae aparejado para el autor, el sostenimiento de las medidas neoliberales, pero estas deben estar sometidas a regulación estatal.
6 Esta noción de sujeto en tanto capital, tendría un fuerte eco en los sistemas de protección social no contributivos. La idea del capital humano proliferó en América Latina, de la mano de los Organismos Internacionales de Crédito a partir de la implementación de los programas de atención a la población denominada vulnerable, en forma de programas focalizados y con una serie de condicionalidades a cumplir por parte de sus destinatarios con el objetivo de lograr el desarrollo del capital humano y con esto, la superación de la pobreza.
7 El crédito social se basó en la propuesta de C. H. Douglas, quien sostenía que los precios de todo lo producido en una economía son superiores a los ingresos de las personas. Esto indica que el sistema no genera el dinero suficiente para mantener el sistema, con lo que propone una serie de alternativas. Estas ideas se difundieron en un principio, en Alberta, Canadá logrando adhesiones que dieron en la conformación un Partido Político (Alberta Social Credit Party) en los años ´40, que finalmente fracasa, no permitiendo aplicar los lineamientos del Crédito Financiero Social. Para mayor información sobre el tema, ver: “The Age of Plenty”(1996) escrito por Louis Even.
El Ingreso Ciudadano y la equidad de género
Florencia Chahbenderian
Introducción
En el marco del presente esfuerzo colectivo por reunir las conceptualizaciones y discusiones en torno al Ingreso Ciudadano (IC),1 consideramos necesario dedicar un espacio a su vinculación con los debates de género y feministas, y esbozar algunas de las principales discusiones que suscita.
Si bien es extensa la literatura que se ha ocupado de discutir las implicancias de las políticas sociales en términos de género tanto a nivel internacional (ver por ejemplo CEPAL, 2012; Molyneux y Thomson, 2011), regional (Rodríguez Enríquez, 2011; Martínez Franzoni, 2008; Carosio, 2014; Klein et al., 2014; Fultz y Francis, 2013) e incluso nacional (Pautassi et al., 2014; Zibecchi, 2011; Eguía y Ortale, 2012; Nadur, 2014, entre otros), no son tan habituales los estudios que abordan el IC desde una perspectiva de género.2
Si consideramos que las teorías feministas cuestionan el modelo de familia tradicional (hombre proveedor–mujer reproductora del hogar y la familia) sobre el que se asientan los sistemas de protección social, y que el IC desvincula el ingreso monetario individual de la situación laboral (rompiendo con la lógica de las relaciones laborales asalariadas formales), tanto desde la propuesta del IC como desde las teorías feministas se efectúan críticas a los Estados de Bienestar modernos. Sin embargo, los estudios que vinculan la cuestión de género con el IC no son muy frecuentes (Katada, 2012). Por ello, algunas feministas han criticado a los propulsores del IC por no tener en cuenta la dimensión de género (Pateman, 2006). Tampoco ha habido muchos aportes desde las teorías feministas a la propuesta del IC, aunque recientemente se ampliaron los cruces entre estas dos perspectivas.3 Aquí recuperamos los trabajos que indagan las implicancias de género de la implementación de un IC (Pautassi, 1995; Rodríguez Enríquez, 2009; Añón y Miravet, 2005; Bertomeu y Vollenwider, 2011; Arcarons, Raventós y Torrens, 2014).
Las posibles vinculaciones entre estas dos categorías revisten un gran interés teórico y práctico, en tanto el IC tiene la pretensión de trascender muchos de los mecanismos que profundizan las desigualdades y los estereotipos de género en la actualidad, por ejemplo mediante políticas sociales focalizadas,4 como se verá más adelante.
Desde algunas miradas, se destaca el IC como potencial mitigador de las inequidades de género, entre otras propias del sistema capitalista (Bertomeu y Vollenwider, 2011; Añón y Miravet, 2005; Rodríguez Enríquez, 2009; Pautassi, 1995). Otras autoras se interesan en la Renta Básica en tanto constituye una política social “desfamiliarizadora” (Añón y Miravet, 2005: 103), entendiendo por desfamiliarizadora a un conjunto de políticas públicas que desplazan hacia la esfera estatal o comunitaria la provisión del bienestar, aliviando a las familias —es decir, a las mujeres— de determinadas tareas (Añón y Miravet, 2005).
Así, la propuesta del IC suscita amplias controversias en algunos sectores del feminismo, generando debates sobre su impacto en términos de equidad de género. Un punto importante en este sentido es resaltar la necesidad de abordar las cuestiones de género desde una perspectiva que contemple las clases sociales (Bertomeu y Vollenwider, 2011).
El presente escrito propone un posible recorrido por los principales argumentos sobre las virtudes y problemas de un IC desde una perspectiva de género. Para ello, en primer lugar resaltamos brevemente algunos de los aspectos más importantes de las inequidades de género en el capitalismo actual. En segundo término, introducimos la relevancia de la propuesta del IC en relación con las antedichas problemáticas. En tercer lugar, destacamos las virtudes y las críticas a dicha propuesta esgrimidas por la literatura académica feminista. Por último, a modo de cierre y apertura de nuevos interrogantes, se presentan algunas reflexiones finales.
Algunos aspectos de las inequidades de género
El concepto de género como una categoría social de análisis es una de las contribuciones teóricas más relevantes del feminismo actual. Surge para explicar las relaciones sociales de poder basadas en desigualdades entre varones y mujeres (Scott, 1986) y cómo la noción de lo masculino-femenino se conforma a partir de una relación recíproca, que es a la vez determinada cultural e históricamente. De este modo, el género es una categoría que atraviesa a todas las disciplinas, pues remite a los rasgos y funciones psicológicas y socio-culturales que se atribuyen a cada uno de los sexos en cada sociedad para cada momento histórico particular (Gamba, 2007).
Las elaboraciones históricas de los géneros constituyen estructuras de poder, por lo cual su problematización es un capítulo fundamental en la comprensión de la configuración de las inequidades entre varones y mujeres. Así, la perspectiva de género en referencia a políticas puntuales implica: identificar las relaciones de poder que se dan entre los mismos (usualmente favorables a los varones y discriminatorias para las mujeres como grupo social); que estas relaciones han sido constituidas social e históricamente y son constitutivas de las personas; y que atraviesan todo el entramado social articulándose con otras relaciones sociales, como las de clase, etnia, edad, religión, entre otras (Gamba, 2007).
Desde distintas perspectivas, se discuten las definiciones en torno al concepto de trabajo en el marco del modo de producción capitalista. Algunas miradas destacan la importancia del trabajo reproductivo (doméstico y de cuidados),5 que en general es realizado dentro de los hogares de forma no remunerada, y su necesidad para la reproducción del capitalismo. Arcarons, Raventós y Torrens (2014) identifican que en la actualidad existen tres tipos de trabajo: el trabajo remunerado en el mercado; el trabajo doméstico y de cuidados; y el trabajo voluntario.
Lo que se busca visibilizar es que el trabajo para el mercado es sólo una parte del trabajo productivo. La otra cara es menos visible y aglutina el trabajo doméstico y de cuidado no remunerado, así como los servicios a la comunidad o ayudas no pagas a otros hogares. De este modo, el concepto de “carga global de trabajo” integra el trabajo remunerado y el no remunerado (Aguirre et al., 2005).
Esto implica diversos grados de tensiones, usualmente internalizadas en las mujeres, que permanecen ocultas en la medida que el trabajo no remunerado se define como algo privado/doméstico, ajeno al mundo público y no reconocido como aspecto fundamental en la sostenibilidad humana y el bienestar de las personas (Carrasco, 2006). Por un lado, esto no permite ver la importancia del trabajo no remunerado en tanto abastecedor de los medios de reproducción de la vida y que, por otro lado, esconde vulnerabilidades profundas que se juegan en el terreno de la vida cotidiana, como proceso sistemático de reproducción de cuerpos, vivencialidades y sensibilidades.6
Las formas de socialización diferenciadas para hombres y mujeres en torno a estereotipos y roles no elegidos, el mandato y la evidencia de que son las mujeres quienes más se ocupan del trabajo no remunerado al interior del hogar (las tareas domésticas y el cuidado de niños y ancianos, por ejemplo), conllevan una desigualdad en el reparto de las responsabilidades domésticas “que atribuye a las mujeres un status de subordinación” (Añón y Miravet, 2005: 111).
Tal como sostiene Esping Andersen, “el trabajo doméstico no remunerado de las mujeres sigue constituyendo una importante –y, en algunos países, predominante– fuente de bienestar (…) [puesto que] la familia nunca ha dejado de ser productora” (Esping Andersen, 2000: 53). Bertomeu y Vollenwider (2011) retoman los aportes de Pateman (1989) al resaltar la doble carga de trabajo (y doble desigualdad) de las mujeres respecto a los hombres en la sociedad contemporánea. Por un lado, recaen sobre ellas las tareas no remuneradas, lo cual limita su libertad y autonomía material. Adicionalmente, las condiciones desfavorables a las que se enfrentan en el mercado de trabajo, es un aspecto muchas veces descuidado desde las reflexiones feministas dominantes. Por ende, el problema de las inequidades de género se vincula, al menos, con dos grandes ámbitos institucionales: el ámbito familiar o doméstico y el ámbito de las relaciones “de producción”.
En el ámbito familiar o doméstico tienen lugar múltiples actividades destinadas a la reproducción de la vida humana, no remuneradas ni valoradas como trabajo, que recaen fundamentalmente sobre las mujeres. Este hecho tiene varias consecuencias:
a) una desigualdad en la retribución por el trabajo realizado, en tanto que una parte del trabajo que realizan las mujeres (el doméstico) no se remunera; b) la desigualdad con los hombres en cuanto a la disponibilidad de tiempo para el trabajo y la formación demandada por la empresa, lo cual obviamente redunda en menor oferta de empleos de calidad para ellas; c) el desigual aporte que el trabajo no remunerado de las mujeres hace a la acumulación capitalista (Federici, 2004); d) la desigualdad en el cuidado físico y emocional de las generaciones próximas (Rosen, 2007) (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 157).
A su vez, la incorporación en el mercado de empleo de las mujeres se da en condiciones más desfavorables que las de los hombres. Sin embargo, “[e]n el ámbito de las relaciones ‘productivas’ no todas las mujeres padecen los mismos problemas, ni están igualmente dominadas” (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 157). En este punto cabe, una vez más, advertir sobre la importancia de incorporar una visión desde la condición y posición de clase (sensu Bourdieu) a las miradas de género y feministas, a fin de no omitir la heterogeneidad en las desventajas relativas que operan en la práctica.
Para aproximarnos al objetivo del presente, a continuación explicitamos qué entendemos por IC y los argumentos por los cuales, según la literatura consultada, constituye una potente herramienta política para incidir positivamente sobre los principales mecanismos institucionales que afectan a las inequidades de género.
La relevancia del Ingreso Ciudadano para la equidad de género
En primer lugar, entendemos al IC
(…) como una renta periódica pagada individualmente y en metálico por el Estado a todos los miembros de pleno derecho de la comunidad política de manera incondicional, es decir, sin tomar en consideración otras posibles fuentes de renta, sin evaluación de la disposición al trabajo y sin importar el modo de convivencia elegido (Van Parijs, 1996; Raventós, 2000) (Añón y Miravet, 2005: 113).7
El IC reviste dos características fundamentales: es universal e incondicional (Añón y Miravet, 2005; Rodríguez Enríquez, 2009).
Esto es, un ingreso para cuyo acceso no se requiere ninguna otra condición personal que la de ser ciudadana/o. Por ejemplo, no se requiere trabajar (como es el caso del salario), tener un registro contributivo (haber previsional), demostrar que se está desocupado (seguro de desempleo) o ser pobre (programas asistenciales focalizados) (Rodríguez Enríquez, 2009: 111).
Es necesario efectuar algunas consideraciones antes de continuar con su análisis. En primer lugar, hasta el momento nunca se ha implementado una Renta Básica, lo cual abre márgenes de incertidumbre sobre cómo se desarrollaría; por otro lado, no se le puede pedir que solucione muchos problemas sociales que requieren el complemento de medidas específicas (como políticas orientadas a las mujeres); y las prestaciones de la misma pueden otorgarse mediante transferencias de dinero o de servicios (Añón y Miravet, 2005).
Un punto de partida del IC podría fundamentarse en el derecho a la existencia entendido de la siguiente manera:
(…) ser libre es estar exento de pedir permiso a otro para vivir o sobrevivir, para existir socialmente; quien depende de otro particular para vivir es arbitrariamente interferible por él y, por lo mismo, no es libre. Quien no tiene asegurado el “derecho a la existencia” por carecer de propiedad, no es sujeto de derecho propio (sui juris), vive a merced de otros, y no es capaz de cultivar ni menos ejercitar la virtud ciudadana, precisamente porque las relaciones de dependencia y subalternidad le hacen un sujeto de derecho ajeno, un alieni iuris, un “alienado” (Bertomeu y Raventós, 2006: 27).
En este planteo se supone implícitamente que el IC implicaría, para los miembros de la sociedad que lo perciban, una fuerte dependencia de esa transferencia y, en última instancia, del Estado. Entonces el Estado es el garante de los derechos de ciudadanía por esta vía, donde no pareciera haber conflictos (latentes o manifiestos). Sin embargo, en realidad el Estado opera en una “estructura de arenas”, como una compleja trama de relaciones de poder e intereses burocráticos, frente a los cuales su autonomía es relativa (Oszlak y O’Donnell, 1976). Estas consideraciones sobre el Estado no son tenidas en cuenta, al no considerar la complejidad involucrada en su accionar.
Algunas autoras buscan justificar la necesidad de implementar un IC a partir de analizar las disparidades, injusticias y discriminaciones sociales derivadas de las diferencias de género (Bertomeu y Vollenwider, 2011; Rodríguez Enríquez, 2009; Pautassi, 1995). “En otras palabras, las diferencias de género aparecen como justificación de la existencia de arreglos institucionales como el ingreso ciudadano” (Pautassi, 1995: 222). Ahora bien, ¿por qué es necesario un enfoque de género para estudiar el IC?
Esto se debe a que el título de derecho que propone el IC es el de ciudadanía.8 “No pretende ‘asimilar’ con ello a mujeres y hombres sino que, por el contrario, enfatiza los problemas derivados de las diferentes oportunidades que las personas tienen para integrarse como miembros plenos de la sociedad”9 (Pautassi, 1995: 222). En tanto se otorga individualmente a cada miembro de la sociedad, desde algunas posturas se resalta que podría aliviar la desigual distribución del trabajo entre géneros (Katada, 2012).
Por ende, la cuestión de género se incorpora a los debates del IC junto con la reivindicación de los derechos de todos los miembros de la sociedad. En todo caso, las discriminaciones de género sirven como ejemplo de las situaciones de dependencia y subordinación actualmente vigentes, que plantean la necesidad de revisar el modo en que está organizada la sociedad, si es que se pretende garantizar una ciudadanía plena (Pautassi, 1995).
Lo novedoso de la propuesta del IC es que se sustenta en una lógica basada en el reconocimiento de la necesidad de una política que distribuya ingresos iguales a todos los miembros de la sociedad, por un monto definido como básico. De lo expuesto en el apartado anterior “se desprende que una política de este tipo toma en cuenta una de las principales formas de discriminación que todavía soportan, mayoritariamente, las mujeres, esto es, la falta de remuneración a las distintas tareas socialmente útiles realizadas fuera del ámbito del mercado de trabajo remunerado” (Pautassi, 1995: 242).
Además, los autores que estudian el impacto de género del IC explicitan que esta medida per se no terminaría con las discriminaciones e inequidades entre varones y mujeres (Añón y Miravet, 2005; Bertomeu y Vollenwider, 2011; Pautassi, 1995; Rodríguez Enríquez, 2009). Sin embargo, y a pesar de ser una medida universal y ciega en cuanto al género se espera que, al menos, limite dicha subordinación (Añón y Miravet, 2005). Si bien requiere de medidas específicas que lo complementen para transformar la actual división del trabajo por género, puede pensarse como una condición necesaria para alcanzar dicho objetivo (Katada, 2012).
El título de derecho es entonces igual para todos los miembros de la sociedad, independientemente de sus características individuales, sin necesidad de demostrar ningún comportamiento o contraprestación. Es por ello que una medida de este tipo no discriminaría a la mujer (Pautassi, 1995). Cabe señalar que este trabajo fue pionero en Argentina y la región, instalando el tema del IC desde una perspectiva de género en la agenda académica y política. Recuperando aportes más recientes de Pautassi (2007) en torno al concepto de ciudadanía, queda la pregunta sobre qué calidad ciudadana otorgaría un programa de estas características en contextos marcadamente desiguales.
Un importante argumento a favor de la propuesta del IC es que se ocupa de una de las principales causas de la discriminación de género: la (desigual) distribución del ingreso entre los miembros de la sociedad.
Sin discutir la importancia de otros elementos en la definición de la posición social de las personas, es evidente que la disponibilidad de ingreso, de poder de demanda sobre ciertos bienes y servicios, de seguridad ante las contingencias, es uno de los instrumentos fundamentales para definir lo que una persona puede ‘hacer’ y por lo tanto ‘ser’ en la sociedad en la que convive (Pautassi, 1995: 223).
Esto sería un factor importante para las mujeres en tanto mejoraría su situación en materia de ingresos. Entonces podrían continuar efectuando las tareas no remuneradas, pero contando con un ingreso incondicional (si es que así lo desean). Además, habilitaría la posibilidad de que las parejas opten por una división más igualitaria de las responsabilidades del hogar, es decir, tiene el potencial de poder revertir los roles tradicionales de género. Por ende, podría pensarse que facilitaría la articulación entre la vida doméstica y laboral. “En este, como en otros casos, el ingreso ciudadano sería un reconocimiento tangible de los trabajos socialmente útiles, [y] aumentaría la independencia económica de cada miembro respecto de su familia” (Pautassi, 1995: 246).
Desde algunas perspectivas, el hecho de que IC se otorgue individualmente y de modo incondicional beneficiaría a las mujeres. Esto se debe a que suelen depender de los derechos derivados de sus parejas y/o tener trayectorias laborales intermitentes e informales. Por ende, las mujeres que no tienen un ingreso estable podrían contar con una mayor independencia económica. Esto posibilitaría un mayor poder de negociación para las mujeres, tanto en las relaciones al interior del hogar como en el trabajo mercantil u otros ámbitos de la vida pública (Katada, 2012; Pautassi, 1995). Esta mirada
(…) sugiere que la renta básica funcionaría como un ‘estipendio de emancipación’, y mejoraría la fuerza negociadora de las mujeres, sobre todo si son pobres, o si tienen escasa cualificación, frente a sus empleadores y frente a sus esposos, y alentaría a los varones a procurar empleos de tiempo parcial y ocuparse de parte de las tareas del hogar (Rodríguez Enríquez, 2009: 119).
Nuevamente, y a riesgo de caer en repeticiones, señalamos la importancia de mantener una reflexión crítica sobre la transversalidad de la cuestión de clase con la de género. Puesto que dentro del colectivo de mujeres, aquellas que se encuentran en situación de pobreza enfrentan situaciones de mayor vulnerabilidad, violencia y desigualdad en la distribución del tiempo y la riqueza, se advierte la importancia de contemplar los sesgos en términos de clase (De Sena y Scribano, 2013; Halperin Weisburd et al., 2011).
Al considerar las inequidades de género, la individualización de los beneficios es uno de los puntos más potentes de la propuesta del IC (Pateman, en Arcarons, Raventós y Torrens, 2014; Añón y Miravet, 2005; Pautassi, 1995; Bertomeu y Vollenwider, 2011). Ya que otorga independencia respecto del conflicto de responsabilidades que acarrea la tensión entre el trabajo no remunerado y el remunerado. Esto garantiza una prestación de modo incondicional, aunque cambie en la situación o posición de sus cónyuges, la composición familiar, o su relación con el causante de la prestación. El hecho de que se asegure a cada miembro del hogar reviste una especial importancia, ya que muchas veces se otorga al titular del beneficio pero nada garantiza que ese ingreso llegue a ser usado como se diseñó. Por ende, si el ingreso se otorga directamente a cada miembro, se evitan los problemas de otorgar al “jefe” de hogar para que lo destine a los “dependientes” del mismo (Pautassi, 1995: 246). Cabe mencionar en este punto la importancia de revisar y reflexionar en torno al concepto de “jefe” de hogar, a partir del rol de las mujeres como principales proveedoras económicas del hogar (ver por ejemplo: Geldstein, 1994).10
Otro aspecto relevante de la propuesta del IC reside en que actúa como contrapunto en muchas de las consecuencias (deseadas y no deseadas) de las políticas sociales, en particular las prestaciones asistenciales focalizadas, que mediante programas de transferencias condicionadas de ingresos han tenido una fuerte expansión a nivel global en el primer decenio largo del Siglo XXI.
“Los programas de transferencias se acercan a la renta básica universal (RB) o Ingreso Ciudadano (IC) como derecho de ciudadanía. La diferencia está en que no son universales, sino que se dirigen a los sectores pobres para garantizar su subsistencia, por encima del nivel de pobreza” (Carosio, 2014: 99). Estos programas focalizados no pretenden abordar de un modo integral las complejas problemáticas sobre las que intervienen (como la pobreza y la exclusión social), y en muchos casos incluso consolidan los estigmas hacia las poblaciones pobres al “seleccionarlas” como población objetivo (Pautassi, 1995). Así, el IC evitaría uno de los principales problemas de las políticas sociales actuales para los sujetos: el de no contar con ningún “atributo” para calificar como beneficiario (Añón y Miravet, 2005; Pautassi, 1995).
Además, un IC evitaría las “trampas del desempleo” y “trampas de la pobreza”, asociadas a programas focalizados y condicionados con evaluaciones de recursos (Pautassi, 1995);11 por otro lado, reduciría la burocratización del Estado de bienestar y permitiría una revisión del valor social de los trabajos domésticos y de cuidados (Jordan, 1992; Parker, 1989, en Katada, 2012).
De este modo, garantizar una transferencia de dinero a priori mejora las condiciones económicas de las mujeres, así como del resto de los miembros de la sociedad. Sin embargo, un supuesto de los argumentos esgrimidos más arriba radica en que el acto de pagar una cierta transferencia monetaria universal implicaría una revalorización y redistribución del trabajo no remunerado (Katada, 2012). En la misma dirección, Arcarons, Raventós y Torrens se preguntan si las mujeres serán más libres con una Renta Básica, y resaltan que “la pobreza no solamente es un problema de carencia de recursos, es un problema de libertad” (2014: 88). Siguiendo a Añón y Miravet,
(…) es posible que una RB [(Renta Básica)] garantizada tenga todas las propiedades para redefinir y alterar, aunque sólo sea parcialmente, las estructuras que preservan la subordinación en los ámbitos público y privado, así como para incrementar el poder y la libertad real de los sujetos frágiles o fragilizados (2005: 117).
Según Pateman (2006) los resultados en términos de las relaciones de género dependen del nivel de la transferencia del IC, ya que si es muy bajo puede perpetuar e incluso profundizar las actuales relaciones de género (Katada, 2012).
Virtudes y críticas al Ingreso Ciudadano
Como ya fue mencionado, la literatura sobre el IC no siempre hace mención a la cuestión de género. Sin embargo, cuando esta se incorpora en general se resalta el virtuosismo entre un ingreso incondicional y la equidad de género. Esto le otorga una mayor legitimidad a la propuesta, en tanto la promoción de la equidad de género es considerada siempre un fin deseable.12
La propuesta del IC, basada en la necesidad de garantizar a toda la ciudadanía el derecho de existir socialmente, tiene la pretensión de ser una medida superadora de las propuestas focalizadas de política social, inscriptas en el trabajo reproductivo bajo el capitalismo, como las licencias por maternidad y paternidad, los incentivos a la contratación de mujeres, entre otros. Son numerosos los argumentos que lo promueven en este sentido.
En primer lugar, porque afecta simultáneamente los dos principales ámbitos de opresión patrimonial-privada de las mujeres. Luego, porque la reducción de la dependencia económica que implicaría un ingreso universal beneficiaría también a los hombres, con lo cual –si entendemos la problemática de la mujer en términos relacionales y no individuales- se ampliaría la capacidad de negociación en la distribución de los tiempos y el destino de los trabajos (y no sólo entre “pares” subordinados de distinto sexo sino con los ‘patrones’, también de distinto sexo). Finalmente, porque rompe con la lógica analítica y normativa predominante, que recurre a las divisiones liberal capitalistas de la vida social para proponer medidas que ahondan tales diferencias (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 161-2).
La propuesta no implicaría un abandono de las responsabilidades que las mujeres asumen en la actualidad de forma gratuita. Por ello, una política como el IC aliviaría la necesidad de buscar un trabajo adicional al que se realiza en el ámbito doméstico (Pautassi, 1995).
La crítica más usual (que lleva a algunos a rechazarla y a otros a apoyarla) es que profundizaría la división sexual del trabajo.
Se esgrime que manteniéndose constantes el mandato cultural sobre la idoneidad de la mujer para el trabajo reproductivo y la situación de discriminación laboral en el mercado, lo más probable sería que el IC provocara una caída en la participación femenina en el ámbito mercantil y el incremento de su presencia en el doméstico (Gheaus, 2008; Bergmann, 2008). Ello conduciría, estiman algunas académicas, a una mayor devaluación pública de los estilos de vida basados en el cuidado, revertiría los logros obtenidos por las mujeres en términos de estatus y oportunidades, y llevaría también a la violencia doméstica y los estereotipos de género (Gheaus, 2008) (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 158).
Estas críticas presentan varios supuestos que Bertomeu y Vollenwider (2011) se proponen dilucidar y discutir. En primer lugar, emerge el argumento –muchas veces de forma implícita– de la centralidad del trabajo remunerado como modo de emancipación femenina. Desde esta perspectiva, se señala la devaluación del trabajo doméstico y “se le otorga centralidad a la idea de trabajo capitalista (y androcéntrica), esto es, al trabajo remunerado en el mercado como única instancia capaz de brindar ingresos genuinos y proveer al individuo de reconocimiento social y de oportunidades de vida” (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 159). En contraposición a estas ideas, las autoras sostienen que
(…) el IC tiene la inestimable ventaja de romper el círculo vicioso analítico dicotómico al intervenir simultáneamente en el mutuo condicionamiento de las esferas domésticas y mercantiles, procurando una herramienta para la democratización de ambas al hacer del trabajo asalariado una forma más (no excluyente) de existencia material (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 159).
En segundo término, respecto a la devaluación del trabajo doméstico, no es posible estimar a priori las transformaciones en la valoración social del mismo a partir de la implementación de un IC.
El IC, como cualquier otra medida que busque disminuir las inequidades del sistema en lo tocante al género, no es por sí misma capaz de cambiar radicalmente (o, al menos, en el corto plazo) todo un espectro cultural e ideológico de estereotipos de género enraizado en todos los ámbitos de la vida social, como no lo es ninguna medida aislada (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 159).
Tercero, y vinculado con la distribución del trabajo doméstico al interior del hogar a partir del IC, el argumento es muy similar al anterior. Según las autoras,
(…) el IC es una medida que no garantiza la igual responsabilidad de género sobre el trabajo doméstico, pero el sólo hecho de disminuir la dependencia del mercado y la dependencia material entre cónyuges, posibilita unas bases más justas para la negociación de los tiempos de trabajo (doméstico, remunerado o voluntario), formación y ocio (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 160).
En este sentido, según Rodríguez Enríquez,
(…) la tríada renta básica-servicios de cuidado/políticas de conciliación-redistribución de los tiempos de trabajo, aparece como una opción atractiva para mejorar la situación de equidad de género vinculada con la conciliación de la vida laboral y las responsabilidades domésticas de todas las personas (2009: 117).
En cuarto lugar, algunas feministas destacan el incentivo que implicaría el IC para que las mujeres abandonen el mercado de trabajo (Bergmann, 2008; Gheaus, 2008; O’Reilly, 2008). Sin embargo, “millones de mujeres que encuentran satisfactorio su desempeño laboral y no lo hacen sólo por dinero, difícilmente renuncien a sus carreras para dedicarse por entero al trabajo reproductivo (Robeyns, 2006)” (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 160).
Con todo, la propuesta de un IC evidencia un fuerte potencial para disminuir una parte importante de las condiciones materiales de dominación en el ámbito doméstico y mercantil, esferas en las que se asienta la re-producción de las inequidades de género en el sistema capitalista. Y, una de sus ventajas primordiales, es que alcanzaría a las mujeres “que padecen con mayor intensidad el inequitativo reparto de los medios de existencia y del llamado trabajo reproductivo” (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 160).
Por último, en los autores revisados se identifican algunos supuestos en las potenciales consecuencias de dicha propuesta. El extracto a continuación constituye un claro ejemplo:
(…) el Ingreso Ciudadano no es solamente una medida contra la pobreza, que lo es, claro está, y que la pobreza no es algo que pueda ser resumido en privación y carencia material. Es también dependencia de la voluntad y la codicia de otros, quiebra de la autoestima, aislamiento, estigmatización. Tener independencia es una condición (necesaria aunque no suficiente) para organizarse. La organización es imprescindible para que los pobres –hombres y mujeres– puedan resistir los grandes procesos de desposesión (Domènech, 2004; Raventós, 2007; Vollenweider, 2011) (Bertomeu y Vollenwider, 2011: 161).
Otros supuestos son que la flexibilidad contractual favorecería el desarrollo de tareas solidarias o comunitarias en los períodos en que se elija retirarse del mercado de trabajo (Añón y Miravet, 2005).
Aquí cabe destacar dos cuestiones. Por un lado, nada parece indicar que esa red de causalidades sea posible. Por otro, el esquema de IC, tal como se plantea en los ejemplos anteriores, parece ser una propuesta compatible con la creciente flexibilidad en las condiciones de empleo, ya que busca “separar la garantía de un ingreso, de la garantía de un empleo” (Rodríguez Enríquez, 2009: 111). Por ende, cabría pensar en qué medida el IC podría resolver (total o parcialmente) los problemas de las sociedades actuales.
Conclusiones
En el presente escrito buscamos exponer brevemente algunos de los debates que consideramos fundamentales en el cruce entre los estudios de género y feministas, y la propuesta del IC. En el desarrollo precedente destacamos algunos de los argumentos sobre la virtud entre el IC y la equidad de género: se otorga a cada miembro de la sociedad individualmente, lo cual conlleva una mayor autonomía económica de los sujetos, modifica la distribución del ingreso, y supera problemas de los actuales programas focalizados, entre otros aspectos.
Otra cuestión que cabe destacar es que, si bien una política como el IC de forma aislada no sería suficiente para revertir los sesgos y las inequidades de género, sino que además se requieren cambios culturales y sociales, esta propuesta constituye un importante avance en la extensión de los derechos ciudadanos hacia todos los grupos poblacionales (Pautassi, 1995). Desde la situación de las mujeres, la mayor implicancia del IC radica en considerarlas a partir de su condición de ciudadanas. “No se busca igualar las diferencias, como tampoco dar tratamiento prioritario a la mujer, y mucho menos consolidar sistemas discriminatorios. En todo caso, la idea consiste en preservar lo múltiple, y no confundir igualdad con identidad” (Pautassi, 1995: 247). Cabe mencionar otro aporte interesante de la propuesta, que es la escisión entre el nivel de ingresos y la retribución por el empleo, un tema controversial y vigente en los actuales debates sobre política social.
Una cuestión importante que cabe resaltar aquí es que “[l]o que plantea la RB [(Renta Básica)] es un reformismo radical de la economía política, aunque no necesariamente una modificación estructural de la organización capitalista” (Añón y Miravet, 2005: 114). Por ende, un aspecto que los autores omiten es que muchas de las desigualdades estructurales derivadas de la desposesión constitutiva del capitalismo persistirían con la implementación de la Renta Básica (al menos en los planteos aquí presentados no hay indicios de lo contrario).
A su vez, en las reflexiones de los autores emergen algunos supuestos, entre ellos, que un IC conllevaría una mayor “inclusión social”. Dada la experiencia de las sociedades actuales, la garantía de una existencia social a partir de una transferencia de ingresos plantea serias dudas y no pocos obstáculos. En todo caso, cabe preguntarse qué tipo de ciudadanías consolidaría.
Si bien los autores presentados describen las condiciones que producen y reproducen las inequidades de género para justificar la implementación de un IC, no proponen actuar sobre dichos factores y modificarlos. Esto es, en ningún momento se plantea la necesidad de transformar dichas prácticas. Más allá de que se otorgue de forma individual a cada miembro de la sociedad, esto no garantiza en sí una reducción de las tensiones mencionadas más arriba que operan permanentemente en la vida cotidiana. Queda planteada entonces la pregunta sobre qué sociedades buscan conformar estas intervenciones sociales y cuáles son las prácticas que pretenden configurar.
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1 Aquí nos referimos a los conceptos de “Ingreso Ciudadano” y “Renta Básica” de modo indistinto, según la concepción que utilice cada uno de los autores citados. No atribuimos a ellos significados diferentes, sino que respetamos las variaciones en la nominación de los conceptos por región.
2 En las dos grandes organizaciones que promueven el IC a nivel internacional, la europea (Basic Income Earth Network) y la estadounidense (The U.S. Basic Income Garantee Network), no emerge la cuestión de género como un tema discutido. Quizás por una suerte de ingenuidad se tiene una mirada bastante positiva por ser universal, lo cual nos señala la necesidad de recuperar los aportes existentes en esta materia.
3 En 2008, la Revista Basic Income Studies publicó por primera vez un número especial sobre feminismo. Ver: http://www.degruyter.com/view/j/bis.2008.3.3/issue-files/bis.2008.3.issue-3.xml. Fecha de consulta, 04/09/2015.
4 Algunos autores destacan la masividad con que se expandieron los programas sociales focalizados en la región. Ver por ejemplo: De Sena (2011); De Sena y Scribano (2014).
5 Para una definición de estos conceptos ver por ejemplo, ver Esquivel (2011).
6 En Latinoamérica, sobre todo a partir de las crisis económicas e institucionales de los años ‘90s, que implicaron un deterioro en los servicios sociales y en el mercado de empleo, al trabajo no retribuido que las mujeres suelen ejercer en la reproducción social de las unidades domésticas se agregó el trabajo remunerado, con el aumento del empleo femenino para cubrir la ausencia o reducción de los ingresos familiares (Halperin Weisburd et al., 2011).
7 Sobre el contexto y las ideas de las que surge el concepto de IC ver el capítulo de Dettano, y para una revisión de las discusiones en torno al mismo en Argentina, consultar el capítulo de Cena del presente.
8 Para una revisión sobre el concepto de Ciudadanía consultar la Introducción del presente.
9 “La propuesta del ingreso ciudadano parte del supuesto de que no es necesario un tratamiento que busque ‘igualar en la diferencia’, ya que se ha comprobado ampliamente que la igualdad en la consideración no implica necesariamente igualdad en el tratamiento, y viceversa, el tratamiento de los sujetos en forma igualitaria tampoco equivale a considerar a todos como iguales” (Pautassi, 1995: 222).
10 En efecto, resulta llamativa la elevada participación de las mujeres en programas sociales que no se dirigen únicamente a ellas. En el caso del Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados, su segunda evaluación de impacto señala que el 71% de los beneficiarios eran mujeres, y casi la mitad tenía menos de 35 años (Halperin Weisburd et al., 2011).
11 Para un análisis sobre las feminizaciones en las políticas sociales ver: De Sena (2014).
12 “Respecto de los estándares actuales, la propuesta del ingreso ciudadano se presenta con otras ventajas adicionales, por ejemplo al representar un medio de apoyo especial a sectores tradicionalmente desfavorecidos. Para hacer referencia a un caso concreto, se podría decir que el ingreso ciudadano puede constituir un avance importante en cuestiones como la de la igualdad de género, al dotar a la mujer de mayor capacidad de negociación, y hacer que el hombre pueda aceptar trabajos part-time, que le dejen tiempo para compartir con su mujer el trabajo hogareño. Por estas consideraciones, la propuesta en cuestión parece ser particularmente aceptable, respecto del principio ‘rawlsiano’ de ‘mirar a la sociedad desde el punto de vista de los más desaventajados’. Así, y en una primera aproximación a este punto –de qué modo se sitúa la propuesta del ingreso básico frente a las llamadas ‘arbitrariedades morales’– la balanza parece inclinarse favorablemente a su aplicación” (Gargarella, 1995: 295).
Ingreso Ciudadano en Argentina, hacia un estado de la cuestión
Rebeca Cena
Las discusiones alrededor del Ingreso Ciudadano (IC) en Argentina han comenzado a posicionarse como campo de interés académico desde mediados de los ´90 del siglo XX, de la mano de un conjunto de especialistas que, desde diversas conceptualizaciones, han argumentado y teorizado sobre sus posibilidades de inserción en el régimen de seguridad social del país.
El primer trabajo presentado en Argentina sobre IC fue en el marco del Centro Interdisciplinario para el Estudio de Políticas Públicas (CIEPP). En 1995 publican el libro Contra la exclusión. La propuesta del ingreso ciudadano, una compilación realizada por Alberto Barbeito y Rubén Lo Vuolo. Complementariamente, en 1996 participan del 6th. International BIEN Congress, en Vienna, Austria con una ponencia titulada “Why begin with a Basic Income for young people in Latin America?”, y en la misma línea funciona en la actualidad la Red Argentina de Ingreso Ciudadano (REDAIC).
Los abordajes sobre Ingreso Ciudadano, si bien se han “inaugurado” en Argentina con la propuesta del CIEPP, han luego adoptado diversas nominaciones y conceptualizaciones: Renta Básica (Barbeito y Lo Vuolo, 2003), Ingreso “Garantido” o “Básico” (Maurizio y Beccaria, 2014), Ingreso Ciudadano Incondicional (Isuani, 2012), Ingreso Ciudadano (Lo Vuolo, 1995a y Gargarella, 1995)1 y junto con ellas, diferentes modos de abordajes. Cabe destacar que, en este escrito, abordaré aquellos artículos científicos sobre Ingreso Ciudadano2 (con mayúscula) que dan cuenta de la constitución de un campo de estudio dentro de las Ciencias Sociales. El ingreso ciudadano (con minúscula) ha sido problematizado, no obstante, desde diferentes propuestas políticas que, si bien no desconozco3, no son objeto del presente.
En este escrito me propongo analizar los diferentes trabajos que sobre el IC se han dado en Argentina, alrededor de un grupo de académicos que, al menos, desde un período inaugurado en 1995 viene discutiendo sobre sus posibilidades de inserción en el país.
Para tal fin, adoptaré el siguiente camino argumentativo: en primer lugar, reconstruiré las principales conceptualizaciones realizadas alrededor del concepto. En segundo lugar, daré cuenta de la definición que cada uno de los abordajes realizan sobre lo que se ha comprendido como destinatarios, discutiendo así su universalidad o no. En tercer lugar, discutiré los principales fundamentos que sostienen las propuestas de IC. Luego, los modos de financiamiento posible. Se concluye que toda definición acerca de IC implica definir las interrelaciones entre 3 aspectos centrales: la universalidad, su no condicionalidad y el modo de integración a los regímenes de bienestar a partir de los argumentos en pugna y los modos propuestos de financiamiento.
Aquello llamado Ingreso Ciudadano en Argentina…
El IC, en términos generales, ha sido definido como un ingreso de carácter universal, extendido a toda la población, sin ningún tipo de condicionalidad. Ello difiere de los sistemas históricamente vigentes de protección social en América Latina que han estado anclados a situaciones específicas que afectan a los sujetos como la edad, la vejez, el desempleo, la niñez, etc. En el caso del IC el móvil de la transferencia de dinero depende solamente de características bien generales, no estando sujeto a condicionalidades (Spicker, Alvarez Leguizamón y Gordon, 2009).4
Aguirre y Lo Vuolo, se encuentran en esta misma línea de problematización al definir al IC como aquella política pública que busca “garantizar mediante transferencias públicas, un ingreso monetario de nivel básico a todas las personas y de forma incondicional” (2011: 5) sin importar los ingresos y aportes pasados y futuros.
Isuani (2012) propone la denominación de Ingreso Ciudadano Incondicional, definiéndolo como una transferencia de dinero para aquellos sectores que no pueden acceder a un consumo básico y propone un tipo de condicionalidad por parte de los destinatarios dado que, entiende, deben realizar un “aporte” a la sociedad.5 Como se observa, esta conceptualización se acerca más a aquellas llamadas políticas de workfare, donde el derecho al ingreso se encuentra sujeto a una contraprestación. Ello marca algunas distancias y diferencias entre los autores, que llevarían a afirmar que el Ingreso Ciudadano Incondicional, tal como ha sido conceptualizado por Isuani (2012) no se corresponde con las propuestas de Ingreso Ciudadano en Argentina o Europa (Lo Vuolo, 1995; 2010). En primer lugar, porque no sería de carácter universal sino restringido a aquellos sectores que atraviesan por una situación particular de privación. En segundo lugar, porque no es técnicamente incondicional, dado que requiere una contraprestación por parte de los sujetos. En tercer lugar y derivado de las anteriores, la propuesta así planteada no deriva de un diagnóstico del capitalismo que, como las otras propuestas comprenden que una de las características que ha asumido el régimen de acumulación es su imposibilidad de sostener a la totalidad a partir de relaciones de interdependencia. En otras palabras, como veremos a continuación, la necesidad de implementar este tipo de iniciativas deriva de comprender que el capitalismo ha puesto en escena su falla estructural: no existen puestos de trabajo para la totalidad de mano de obra disponible.
Maurizio y Beccaria, por su parte y desde un enfoque de derechos, proponen el Ingreso Ciudadano Básico o Garantido. Sostienen que el pleno goce de derechos podría garantizarse a partir del pleno empleo, sin embargo esa no ha sido la situación común de las economías capitalistas periféricas. De allí que sea necesario el Ingreso Ciudadano Básico o Garantido presentado como un enfoque alternativo al de la seguridad social y entendido como una “transferencia irrestricta que debería recibir toda persona independientemente de cualquier otro criterio, incluso la situación laboral” (Maurizio y Beccaria, 2014: 39). Desde esa perspectiva sostienen que “debe brindarse un amplio rango de ‘libertad efectiva’ a los ciudadanos, incluso respecto a la decisión de trabajar (para el mercado) y con qué intensidad hacerlo” (Maurizio y Beccaria, 2014: 39). Sin embargo, sostienen que este tipo de iniciativas no debe ser el núcleo de la protección social y debe hacerse hincapié en la generación de empleo de calidad, junto con el acceso universal y no mediatizado por el mercado de algunos bienes y servicios.
Dentro de los autores que en Argentina se han ocupado de dicho campo de estudios, Lo Vuolo, Barbeito y Gargarella (1995), se han posicionado como ineludibles en la temática: a) han sido pioneros en problematizar la cuestión en Argentina; b) han constituido la Red Argentina de Ingreso Ciudadano (REDAIC); c) poseen un número significativo de publicaciones al respecto; d) dialogan y han dialogado con los referentes mundiales de la temática; e) han sostenido un campo de estudio en Argentina y han adaptado las discusiones internacionales a la realidad de los Estados latinoamericanos.
Este grupo de autores, si bien en los primeros escritos establecían como nominación general Renta o Ingreso Básico (Barbeito y Lo Vuolo, 2003), han alcanzado cierto consenso al considerar al Ingreso Ciudadano (citizen’s income) una conceptualización amplia y abarcativa.6 Gargarella sostiene que mediante el Ingreso Ciudadano “cada miembro de la sociedad recibiría ingresos de modo incondicional (esto es, sin tener en cuenta su trabajo actual o pasado, sus necesidades, etc.), que serían suficientes para cubrir las necesidades básicas de cada uno de ellos” (Gargarella, 1995: 291).
En términos simplificados, existe determinado consenso entre los autores en considerar al IC como “un arreglo institucional que garantiza cierta forma de ingreso incondicional a las personas, esto es, un ingreso para cuyo acceso no se requiere ninguna otra condición personal que la de ser ciudadano” (Lo Vuolo, 1995: 23-24, resaltado en el original). El objeto es garantizar de forma individual e incondicional a todas las personas un ingreso, con un alcance universal, es decir, no establecer diferencias basadas en los antecedentes laborales o en los registros contributivos de las personas, sino que se otorga “a todo contribuyente/beneficiario como un crédito fiscal reembolsable” (Barbeito, 1995: 195). Como se observa, la propuesta de los autores se dirige a sostener un ingreso universal (esto es, no dependiente de condiciones particulares de las personas, sino extendido a todas por ser parte de una sociedad), incondicional (por lo que cada una de las personas que lo reciba no deberán cumplir ningún tipo de contraprestación o actividad pasada –como los impuestos vinculados al mercado de trabajo, o seguros de desempleo– o presente –actividades comunitarias, o actividades que busquen fortalecer el capital humano, etc.)– e integrado a las políticas fiscales del país.
a. Destinatarios
En la definición misma de Ingreso Ciudadano, los autores han dejado claro que se trata de un ingreso incondicional a las personas. No obstante, se han visto en la obligación de esclarecer que las personas se vuelven destinatarias del ingreso ciudadano: a) sin que medie una situación particular de contingencia (vejez, niñez, discapacidad, etc.); b) sin que medie un estado de necesidad (desempleo, pobreza, etc.); d) sin que medien otras fuentes de ingresos. Esto quiere decir que no tiene en cuenta la situación individual de cada una de las personas que componen una determinada sociedad, “sino que trata a todos por igual o, en todo caso, identifica necesidades sociales generalizables a todos los miembros de la sociedad”7 (Lo Vuolo, 1995: 34, resaltado en el original).
Cuando se establece que el IC es una transferencia incondicional a la totalidad de las personas, se está afirmando no solamente que quien lo reciba no debe realizar ninguna contraprestación ni corresponsabilidad, sino también que no implica el cumplimiento de condiciones previas como pueden ser aquellas vinculadas al mercado de trabajo formal al recibir un salario por un trabajo realizado, realizar aportes a cajas de jubilaciones u obras sociales, pasar por un examen que acredite invalidez o algún tipo de discapacidad como en el caso de las pensiones por discapacidad, así como demostrar pobreza estructural o por nivel de ingresos, etc. Esta aclaración por parte de los diferentes autores, permite vincular la inexistencia de condiciones previas o presentes con el principio de universalidad: en términos de condiciones, la única que deben cumplir los potenciales destinatarios para el acceso al IC es ser ciudadano de un determinado Estado (Estevez y Garcés, 2009).
Vinculado a la universalidad, el IC deja de lado aquellas discusiones respecto a quién administra mejor los ingresos dentro del hogar,8 al posicionarse el individuo como unidad de intervención y cálculo de la transferencia.
Frente a este principio de universalidad, los autores han propuesto una implementación por etapas dadas las características del régimen de seguridad social argentino. En este sentido, sostienen que un momento de transición desde la implementación del IC hacia su universalización, puede estar caracterizado por la garantización de un ingreso básico a aquellos sectores que, como los niños y los ancianos, sean los más débiles entre los económicamente dependientes (Lo Vuolo, 1995; Gargarella, 1995; Barbeito y Lo Vuolo, 2003; Barbeito 1995). Esta implementación “progresiva”, implicaría una ejecución “por etapas” teniendo en cuenta que a priori no se hacen diferencias al interior de estos grupos de interés. Esta implementación paulatina, priorizando a los grupos más “vulnerables”, resultaría deseable garantizando el ingreso universal para la infancia y simultáneamente llevando adelante una reformulación del impuesto a las rentas de las personas físicas “dado que el país registra una de las recaudaciones más bajas en la comparación internacional, debido a un generoso e inequitativo régimen de privilegios y exenciones” (Barbeito y Lo Vuolo, 2003: s/p).9
En primer lugar, llevar adelante el ingreso ciudadano justificando su puesta en marcha paulatina comenzando por niños10 y adultos mayores, se sostiene en base a que los hogares con mayores proporciones de personas dependientes económicamente, poseen una mayor presión sobre los miembros económicamente activos. Ello impacta negativamente no solamente en las posibilidades presentes de las familias de garantizar la satisfacción de algunas necesidades básicas, sino también en la inserción, permanencia y egreso de niños dentro de los establecimientos educativos, dado que frente a las presiones económicas deben salir tempranamente a trabajar. “Por lo tanto, el argumento a destacar es que la garantía de un IC que cubra a la infancia no sólo habrá de beneficiar de manera directa a los menores sino que, al mismo tiempo, otorga un piso de ingresos que aumenta el bienestar y los grados de libertad en el mercado laboral de los padres” (Barbeito y Lo Vuolo, 2003: s/p).
En segundo lugar, el argumento de base es que en las sociedades actuales existen determinados consensos y políticas que garantizan un ingreso a la niñez, es decir, de hecho el Estado realiza erogaciones monetarias hacia niños.11 En otras palabras, no solamente existen programas focalizados en la niñez que comprometen parte del presupuesto estatal, sino que también este tipo de medidas se ven acompañadas desde los “consensos sociales”: se observa a la niñez como víctima del contexto en el que se encuentra inserta.
La gran mayoría de la población parece comprender que, (al menos los niños), no deben padecer por hechos de los que no son responsables. Por ejemplo, se tiende a aceptar que ellos no deben pasar hambre, o tener una deficiente atención médica, o una mala educación, por la desgracia o el mal azar de haber nacido dentro del seno de una familia sin recursos. Este aparente consenso puede servir de base para una razonable extensión de los derechos sociales de las mayorías. Tal vez desde dicho punto de partida pueda extenderse la vigencia del ingreso básico hacia otros grupos con reclamos reconocibles y aceptables (Gargarella, 1995: 304).12
En tercer lugar, y en relación al IC y su implementación en un segundo grupo de interés, los adultos mayores, los autores sostienen que en la realidad de Argentina, a mediados de la década del ´90 se observaron los evidentes resultados negativos de la reforma del sistema previsional. El resultado fue una abrupta caída de la cobertura de la población en edad pasiva, de la mano de la flexibilización y precarización laboral de los activos. Según los autores, uno de cada tres trabajadores en condiciones de aportar a la seguridad social lo realizaba efectivamente. Lo que vuelve no solo necesario sino prioritario un “ingreso a la vejez”.
Por último, respecto a los potenciales destinatarios del IC si bien Lo Vuolo, Raventós y Yanes (2010) sostienen que debe ser extendido al conjunto de la ciudadanía e incluso a los residentes acreditados, ninguno de los autores problematiza la situación de las personas inmigrantes. Los procesos de movilidad geográfica de las personas constituyen un elemento de análisis central para la problematización de este tipo de políticas públicas, dado que su universalización depende del controversial concepto de ciudadanía.
La conformación de lo que en determinados momentos históricos se ha considerado como ciudadano, ha sido objeto de exclusiones arbitrarias. Incluso, los inmigrantes no solamente requieren de permisos y condicionalidades definidas por cada uno de los Estados de recepción para acceder a la ciudadanía, sino que junto con ello acceden a puestos de trabajo que en su gran mayoría son precarizados y flexibilizados lo que impide su inserción dentro del sistema contributivo de protección social –pese a que trabajan- y del sistema no contributivo de protección social –por las restricciones establecidas por los Estados–. En este sentido, dentro de las agendas de discusión del IC, la situación de las personas inmigrantes es un capítulo no menor.
b. Condiciones
Como ya lo he adelantado precedentemente, las personas que acceden al IC no deben realizar ningún tipo de contraprestación. Esta característica del IC, se sostiene en que las personas realizan un sinnúmero de actividades no pagas ni reconocidas en el mercado de trabajo formal que, no obstante, son socialmente útiles, crean y aportan a la riqueza social y merecen ser pagas, más allá de que su circulación se dé por fuera del mercado de trabajo. Ello significa que las personas no deben cumplir ningún tipo de condicionalidad para ser destinatarios de la transferencia (solo ciudadano de un determinado Estado) ni para sostenerse dentro de ella. Con respecto a este último punto, las personas no deben realizar actividades comunitarias, trabajar, cursos de formación, etc., ni tampoco, mantenerse por debajo de un ingreso determinado. El IC, en este sentido, establece un piso que, permitiendo la satisfacción de las necesidades socialmente básicas, habilita la acumulación de cualquier tipo de ingreso.
De allí que el IC no requeriría comprobación de medios de subsistencia ni condicionalidades de acceso, por defecto es un ingreso que se da a todas las personas de una sociedad. Dicho monto se garantiza antes de que se compruebe la imposibilidad de medios de subsistencia, en este sentido busca prevenir las situaciones de privación y no curarlas (Lo Vuolo, 1995). Con este tipo de iniciativas se busca enfrentar lo que se ha denominado como “trampa de la pobreza”, dado que si la percepción del Ingreso se encuentra sujeta a la verificación de algún tipo de necesidad o insuficiencia,
(...) hay un rango dentro del cual las personas analizarán racionalmente la conveniencia o no de realizar trabajo remunerado. ¿Por qué? Porque si aumentaran sus ingresos, la consecuencia inmediata como beneficiarios es que se les reducirá el subsidio, e incluso podrían perderlo totalmente (Lo Vuolo, 1995: 30).
Este tipo de iniciativas permiten, además, evitar costos vinculados a la focalización de los programas, controles de los potenciales “usurpadores” de las prestaciones estatales, como así también redes clientelísticas y de poder territorial. “Además, la simpleza operativa del ingreso ciudadano evita los costos operativos del sistema de ‘evaluación’ de recursos, punto importante en el momento de evaluar la eficiencia” (Lo Vuolo, 1995: 31).
c. Financiamiento
Una característica central del IC, es que propone una integración entre el sistema tributario y el sistema de transferencias fiscales, a la vez que una unificación de la totalidad de los beneficios sociales. “El Ingreso Ciudadano (IC) o ingreso garantizado fiscalmente se basa en la construcción de un sistema integrado de transferencias fiscales de ingresos. Fundado en la noción de ciudadanía, parte de reconocer el derecho de toda persona a disponer de un cierto nivel de ingresos, de allí que también se lo denomine ‘ingreso básico’” (Barbeito, 1995: 195). Lo que proponen los autores, es la unificación de dos actividades que todas las personas realizan frente al Estado: por un lado son contribuyentes, mediante el pago de impuestos directos e indirectos y, por otro lado, son beneficiarios de subsidios: de alumbrado, en el consumo de gas, etc.
Estos “dos brazos”13 (Barbeito, 1995) del sistema fiscal propician la circulación de ingresos en dos direcciones: desde el Estado a los ciudadanos, a partir de los subsidios y beneficios monetarios y desde los ciudadanos hacia el Estado, mediante el pago de impuestos. Ambos intervienen en la distribución secundaria del ingreso, siendo potenciales herramientas de mayor equidad en la distribución de la riqueza social. Resulta complejo analizar sus impactos debido a que algunos instrumentos se superponen entre ambos esquemas, debido a que las transferencias operan otorgando dinero (en forma directa) y los tributos deduciendo o eximiendo de impuestos (de manera indirecta).
La integración de la cual parte la propuesta del IC, entiende que por un lado, debe darse una integración fiscal que, como hemos visto, propone unificar tanto los ingresos como los beneficios fiscales. Por otro lado, lo que se busca es alcanzar “la integración social, garantizando cierto umbral de ciudadanía a través de un ingreso universal no condicionado” (Barbeito, 1995: 208).
En cuanto al sistema de financiamiento, los autores proponen emprender dos estrategias: por un lado, mediante un esquema de autofinanciamiento “puede optarse por definir el valor monetario del ‘ingreso ciudadano’ como la variable independiente del sistema y, a partir de aquí, estimar la tasa tributaria sobre los ingresos requerida para cerrar el esquema de autofinanciamiento” (Barbeito, 1995: 206). Por otro lado, mediante la determinación a priori de alícuotas tributarias que sean de factible aplicación, es decir, no resistida por parte de los contribuyentes, en función de la cual se realice el cálculo de la recaudación potencial y, junto con ello, el monto del IC posible (Barbeito, 1995).
El ejercicio analítico que plantea el autor para dar cuenta de cómo sería el funcionamiento del sistema integrado de transferencias fiscales es a partir de la identificación de tres variables que están estrechamente relacionadas, de modo que sólo dos pueden definirse de forma autónoma: el nivel del valor monetario del IC, la tasa tributaria marginal y el punto de indiferencia tributaria.14 “Esto significa que, si al mismo tiempo se prefijara un determinado nivel de ‘ingreso ciudadano’ (IC) y la ‘tasa tributaria marginal’ (TM), automáticamente resultaría también definido el ‘punto de indiferencia tributaria’ (PIT)” (Barbeito, 1995: 198-199).
De la integración de estas dos funciones frente al Estado (de pagadores y subsidiados) el IC es comprendido como un crédito fiscal (Barbeito, 1995). En base a este argumento se plantea la necesidad de cambiar las políticas en el ámbito fiscal para superar los problemas de inequidad tributaria y exclusión social. En cuanto a la exclusión social, el IC busca corregir, atenuar o compensar “los desequilibrios producidos en el reparto de la riqueza social” (Barbeito 1995: 169). Su alcance depende, como hemos visto, de la medida en que las personas participen de las transferencias de ingresos como contribuyentes de impuestos o beneficiarias del gasto.
Una de las diferencias clave que sostienen Aguirre y Lo Vuolo (2011) entre el IC y los conocidos Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos, es que el primero no constituye un impuesto negativo. Sino que es tratado como un crédito fiscal extendido a toda la población basado en el impuesto a las ganancias.
Esto implica la combinación de, al menos, dos reglas técnicas para que quienes tienen ingresos por encima de ciertos límites ‘devuelvan’ por vía tributaria parte o todo el beneficio: i) que el beneficio pagado sea incluido en este tributo en una escala progresiva en relación con los ingresos; ii) que las deducciones permitidas en la declaración del impuesto a los ingresos personales se unifiquen teniendo en cuenta el crédito fiscal que representa el IC. En tercer lugar, el IC para la Niñez puede estar sujeto a ciertas obligaciones en relación con el sistema escolar y el de salud, pero no debería tratarse de ‘condicionalidades punitivas’ sino de ‘co-responsabilidades promocionales’ (Lo Vuolo, 2010: 4-5).
d. Fundamentos
La propuesta del IC, se sustenta en el reconocimiento de, al menos, tres características centrales que asume el capitalismo actual a escala global. En primer lugar, que éste continúa garantizando su perpetuación en función de la producción y reproducción de la escasez. En segundo lugar, que dicha escasez ha asumido como una de sus variantes las limitaciones de puestos de trabajo y de los medios necesarios para garantizar la satisfacción autónoma de las necesidades. En tercer y último lugar, dadas las desigualdades entre países y al interior de éstos, no existen estructuras económicas capaces de incorporar a la totalidad de personas disponibles. Es por eso que Lo Vuolo, Raventós y Yanes sostienen que:
Más allá de las diferentes coyunturas, estamos frente a una crisis global, originada en el centro mismo de las potencias capitalistas y que revela las contradicciones profundas y la inviabilidad de un régimen de acumulación basado en la desvalorización de la fuerza de trabajo, la precarización laboral, la concentración inmensa de la riqueza, la mercantilización de la naturaleza y de todas las relaciones sociales. Este régimen de acumulación ha llevado a escala planetaria la profunda incompatibilidad entre producción global sin consumo global, y entre el modelo de crecimiento hasta ahora desarrollado y la preservación del medio ambiente y la reproducción de la vida misma (Lo Vuolo, Raventós y Yanes, 2010: 1).
Lo que se pone en crisis bajo este diagnóstico, son las posibilidades de producción y reproducción de las sociedades a partir de relaciones de interdependencia. La incógnita que atraviesa este diagnóstico reside en las formas de garantizar una determinada integración en las sociedades, a partir de un esquema de pleno empleo y, junto con ello, de que el trabajo asalariado sea el mecanismo adecuado de acceso al bienestar.
Las situaciones de precarización laboral, pobreza y exclusión social y desempleo estructural prolongado, da cuenta de poblaciones que por generaciones (dado que no es algo temporal) no han podido posicionarse en un puesto de trabajo formal ni fijo. Ello ha erosionado no solamente una serie de prácticas y protecciones construidas alrededor del mundo del trabajo, sino también los modos en que esos sujetos se han socializado en contextos de pobreza y desempleo.15 Esta situación prolongada en el tiempo y en el territorio contribuye a la consolidación de un desequilibrio persistente entre aquellos que cuentan con un empleo formal y aquellos que por generaciones se producen y reproducen en contextos de pobreza (Gargarella, 1995).
Dado este diagnóstico preliminar por parte de los autores, establecen que el IC es al menos deseable en tres puntos fundamentales. En primer lugar, desde las llamadas “arbitrariedades morales”, las situaciones estructurales que perjudican/benefician a los sujetos poco tienen que ver con decisiones o responsabilidades de éstos. La necesidad de intervención estatal mediante un ingreso base es mitigar tales desigualdades de la “lotería natural”. Es decir, desigualdades que afectan la producción y reproducción de su vida de las cuales el sujeto no es responsable.16 En este sentido, el IC opera como una discriminación positiva:
En un momento en que muchas sociedades avanzadas dejan ‘caer en el vacío’ a parte de sus miembros, por su incapacidad productiva, o su falta de talentos, la sociedad aquí propuesta aparece tendiendo una fuerte red de seguridad, capaz de proteger a todos los habitantes, sin distinciones. Esto es, una vez que el ingreso ciudadano estuviera operando, resultarían inmediatamente beneficiados aquellos que tienen los mayores y más graves problemas (Gargarella, 1995: 300).
En segundo lugar, el IC asume como deseable que ninguna persona debería tener un ingreso por debajo de ciertos mínimos preestablecidos; que tal garantización constituye un piso a partir del cual las personas mejoren su permanencia y egreso dentro del sistema educativo y su inserción dentro del mercado laboral; que dicho Ingreso sea independiente de los ingresos actuales o pasados de las personas o de su situación laboral; y, por último, sea de fácil acceso, de carácter universal evitando caer en estigmatizaciones, discriminaciones o prácticas clientelísticas (Barbeito y Lo Vuolo, 2003).
En tercer lugar, resulta deseable que existan recursos para hacerlo, de modo tal que la población en su totalidad pueda satisfacer sus necesidades básicas. Sin embargo ello depende del contexto geopolítico de la sociedad de la que se trate:
(...) en países, como Argentina, Uruguay, Chile, la situación varía enormemente de la que se presenta en Europa central. Por ejemplo, países como los mencionados suelen contar con un menor grado de ‘abundancia relativa’ que los países desarrollados, por lo que la cantidad de recursos distribuibles tiende a ser menor. En segundo lugar, las situaciones de urgencia a remediar son mucho mayores en sociedades subdesarrolladas como las citadas. Adicionalmente, en este tipo de países la riqueza suele estar más concentrada, lo que hace que el número de individuos a proteger sea relativamente más alto que en sociedades desarrolladas, lo cual, a la vez, introduce un problema político serio (cómo organizar un movimiento social efectivo para poder distribuir parte de los beneficios de los privilegiados) (Gargarella, 1995: 304).
Por último, a partir de la situación diagnóstica propuesta, el IC se vuelve, al menos, deseable según Lo Vuolo, Raventós y Yanes (2010): i) en tanto la pérdida potencial del puesto de trabajo (en función del diagnóstico de partida propuesto) implica enfrentar una situación de inseguridad económica y vital. El IC implicaría cierta “estabilidad” en la satisfacción de las necesidades centrales;
ii) “si en un marco de debilitamiento de los instrumentos de organización y representación de la clase trabajadora, sumamos los impactos negativos del desempleo, la precariedad laboral y los ajustes en los Estados de Bienestar, el resultado es que cada vez son más los trabajadores y trabajadoras que quedan sin representación sindical […] podría cumplir un papel muy importante en la recomposición del interés colectivo de la clase trabajadora y en las luchas de resistencia tanto para quienes cuentan con representación organizada como para quienes están más librados a una lucha personal” (Lo Vuolo, Raventós y Yanes, 2010: 3-4);
iii) favorecería e incentivaría el autoempleo y micro emprendimientos,17 al significar un ingreso estable sin generación de deuda;
iv) significaría una disminución de la pobreza y una protección para no caer en ella;
v) incentivaría el consumo:18
(...) un tema muy debatido frente a la crisis es la necesidad de sostener el consumo de las familias. De hecho, muchas familias tuvieron en los años del boom una capacidad de consumo por encima de sus ingresos laborales gracias a la inflación de precios de activos financieros y de créditos, especialmente hipotecarios pero también de consumo. Este consumo por endeudamiento de las familias en general no favorece a los grupos más pobres (Lo Vuolo, Raventós y Yanes, 2010: 5).
Reflexiones
En la definición clásica de Políticas Sociales propuesta por Offe (1990), se entiende a la política social como un elemento, si se quiere, contradictorio. Esto es, por un lado permite la satisfacción de determinadas necesidades y, por otro lado, hace posible la reproducción del régimen de acumulación que crea y sostiene dichas necesidades.
Dentro de los planteamientos del IC propuesto por los autores, una de las características que se resalta es su coherencia entre las políticas sociales, económicas, de seguridad, etc. Es decir, repensar las políticas públicas de manera integral en sus vínculos con el régimen de acumulación. Una de las características centrales de los regímenes de acumulación en América Latina es que simultáneamente han implementado medidas que incrementan las situaciones de pobreza, explotación y precarización laboral, y medidas de paliación de dichas problemáticas mediante programas focalizados de ingresos, vuelto los “programas estrella”19 en la región (Barbeito, 1995).
Un supuesto fuerte que atraviesa la totalidad de los autores hace referencia al rol clave que ocupa el Estado en la implementación y garantización del IC. En primer lugar, porque constituye un actor central con la capacidad de movilizar, organizar y unificar la totalidad de recursos circulantes en la sociedad. En segundo lugar, porque la implementación del IC en términos institucionales no debe ni puede depender de las voluntades políticas de turno. En tercer lugar, por no encontrarse sujeto a la “disponibilidad de recursos”, sino tener preestablecidos los canales de financiación y garantización para su persistencia en el tiempo.
En cuarto lugar, si bien el Estado cumple un rol fundamental, este tipo de perspectivas no desarrolla el impacto y la reorganización a nivel mundial que este tipo de medidas significaría. Como antes lo hemos adelantado nada dice el IC de las personas inmigrantes, pues sería interesante pensar también los desafíos que tal medida de aplicación implica a nivel mundial, teniendo en cuenta las desigualdades existentes.
Por último, y aunque no forma parte del objetivo del presente, volver a reflexionar acerca de qué elementos podrían aportarnos las miradas críticas respecto al IC, qué tipo de sociedades configuraría su aplicación y cuáles relaciones de interdependencia estaríamos dando por supuestas.
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La política social estadounidense: los programas asistenciales bajo la lógica del “workfare”
Florencia Chahbenderian
1. Introducción
Los inicios del “Estado del Bienestar” en Estados Unidos pueden ubicarse a partir del desarrollo del New Deal durante la presidencia de Franklin Delano Roosevelt (1933-1945). Sin embargo, es recién a partir de la década del ‘60 que se amplían las políticas del bienestar, con el fin de reducir la pobreza expandiendo la cobertura de la asistencia social y garantizando beneficios más altos (Danziger, 2001).
Cabe aclarar que el caso estadounidense es paradigmático por considerarse fundador de los programas de workfare en materia de política social. La progresiva expansión de este tipo de programas se dio en paralelo a un giro hacia lógicas punitivas y orientadas al empleo en los años ’90 en varios países, con programas orientados a la inserción laboral, en detrimento de programas de garantía de ingresos o de capacitación. Esto implicó el pasaje de un esquema de política social basado en la ciudadanía (welfare) a otro vinculado con la obligación de conseguir un empleo (workfare), sustentado en el ámbito de la responsabilidad individual (Márquez, 2008).
Uno de los primeros programas de workfare se llamó Work Incentives (WIN), creado en 1967 y organizado a nivel federal. Bajo este esquema, los beneficiarios debían demostrar la necesidad para recibir la asistencia y aceptar cualquier trabajo que les ofrezcan, o perderían el beneficio. Este programa no logró alcanzar su principal objetivo: promover empleos que permitan a los beneficiarios garantizar su supervivencia y la de su familia. Durante la presidencia de Carter (1977-1981) y de Reagan (1981-1989) se hicieron modificaciones al WIN pero que no tuvieron mayor trascendencia (Drumbl, 1994).
En 1988 se crea la Ley de Apoyo Familiar (Family Support Act), que contemplaba un componente de Ayuda para Familias con Hijos Dependientes (Aid for Families with Dependent Children), en el cual los beneficiarios debían cumplir con programas educativos y de entrenamiento laboral para recibir la asistencia (Drumbl, 1994). En estos años se agudizó el descontento con el aumento del número de beneficiarios y del gasto social. Así, se comenzó a priorizar la restricción presupuestaria y se promovieron contraprestaciones laborales para madres con hijos de edades cada vez más tempranas (Danziger, 2001).
En 1996, Clinton establece la Ley de Responsabilidad Personal y Oportunidades de Trabajo (Personal Responsibility and Work Opportunity Act), que constituyó la “reforma del bienestar” más importante en Estados Unidos desde 1930. Dicha ley dio nacimiento al programa de Asistencia Temporal a Familias Necesitadas (Temporary Assistance to Needy Families, en adelante TANF).
En este capítulo efectuamos una revisión de dicha reforma, en el marco del interés del presente trabajo colectivo por indagar en las experiencias de programas de asistencia social y sus lógicas rectoras. Para ello, a continuación realizamos una breve revisión histórica de la experiencia estadounidense para luego centrarnos en el proceso de surgimiento de dicha reforma. En tercer lugar, señalamos las principales características del programa TANF y, por último, analizamos las lógicas que imprime la mencionada reforma a la protección social estadounidense, en particular a su componente asistencial.
2. Una breve revisión de la experiencia estadounidense
En el marco del New Deal, la legislación más importante para el sistema de bienestar social fue la Ley de 1935, que creó un nuevo sistema de seguridad social y de programas asistenciales (Social Security Act). En general, estos últimos estaban orientados a un segmento muy reducido de la población (sólo a los más “necesitados”) y eran administrados a nivel local, lo cual en la práctica podía involucrar serios obstáculos para la gente “de color” o “raza negra”,1 a quienes muchas veces se les negaba el acceso (Herrick, 2014).
Un primer antecedente de los programas de workfare se remonta al año 1964, cuando se declara la “Guerra contra la Pobreza” durante la presidencia de Lyndon B. Johnson (1963-1969). Esta estrategia consistió en variados instrumentos empleados con el objetivo de reducir la pobreza, con especial hincapié en la asistencia para la búsqueda de empleo. El diagnóstico de aquel entonces se basaba en que la pobreza se debía a que los sujetos “pobres” no trabajaban lo suficiente o no contaban con las habilidades necesarias para hacerlo. Cabe aclarar que en este contexto las tasas de pobreza se ubicaban en niveles históricamente bajos (Danziger, 2001).
Apenas asume la presidencia Nixon (1969-1974), propone el Plan de Asistencia Familiar (Family Asistance Plan, FAP) como reemplazo del programa Ayuda a las Familias con Niños Dependientes (Aid to Families with Dependent Children, en adelante AFDC)2 vigente desde 1935. Partiendo de un diagnóstico que establece que las personas necesitan dinero, más que la ayuda de un asistente social, el FAP consistía en un ingreso monetario a cambio de requisitos laborales.3 A mediados de los ‘70s se aprobó el programa de Cupones para Alimentos (Food Stamp Program, en adelante FSA por su sigla en inglés), que otorgaba vouchers para gastar en productos alimentarios según la composición familiar y contaba con alcance nacional (Danziger, 2001).
Los años ’60 y ‘70s se caracterizaron por una profunda expansión de los programas asistenciales. No sólo se ampliaron los preexistentes (tanto los montos que otorgaban como la población objetivo), sino que además se crearon nuevos. A modo de ejemplo, la cobertura del AFDC pasó de 6 a 11 millones de beneficiarios y del FSA de 1 a 19 millones (Danziger, 2001). En este contexto, cobran fuerza los argumentos que alertan sobre el subsidio a la dependencia que esta situación genera, tanto desde las arcas estatales, como por parte de académicos y el público en general (Anderson, 1978; Murray, 1984).
La recesión económica de los años ’70 produjo elevados niveles de desempleo, que se adjudicaron a la falta de competencias de los grupos más “desfavorecidos” de la sociedad. Por ende, el diagnóstico en ese entonces establecía que era necesario mejorar la formación de esos grupos para aumentar sus oportunidades laborales. En 1971 se crea el primer programa de empleo público después de la Gran Depresión (Public Service Employment) (Danziger, 2001).
Otra propuesta, cuya ley no se aprobó pero mantiene plena vigencia en los debates actuales sobre el bienestar, es la del Presidente Carter. En 1977 plantea los lineamientos del Programa para Mejores Trabajos e Ingresos (Program for Better Jobs and Income, en adelante PBJI por su sigla en inglés). El mismo proponía un impuesto negativo a la renta4 para garantizar un ingreso mínimo y se orientaba a dos grupos poblacionales. Por un lado, para aquellos considerados inempleables (se espera que no encuentren un empleo) otorga un determinado monto de dinero. Por otro lado, para los considerados empleables (se espera que lo encuentren), establece un valor reducido. Este era el primer programa que garantizaba un trabajo a sus beneficiarios, reconociendo de algún modo el desempleo involuntario, dadas las dificultades de los sujetos para encontrar un trabajo (Danziger, 2001).
A partir del fracaso de la propuesta del PBJI, debido en parte a los elevados niveles de gasto que involucraba, se inaugura una etapa de retraimiento de las políticas de bienestar. La presidencia de Reagan (1981-1989) priorizó limitar los beneficios asistenciales a los que realmente demostraran ser merecedores de la asistencia, fomentando el esfuerzo por el trabajo a través de condicionalidades estrictas y no mediante incentivos laborales. Además, se concluyó con el programa de empleo público, por considerarlo una intromisión en el mercado de empleo y se limitó la población objetivo de las transferencias de ingreso a través de la Ley de 1981 (Omnibus Budget Reconciliation Act) (Danziger, 2001; Moffitt, 2003).
En 1988 se lanza la Ley de Apoyo Familiar (Family Support Act, en adelante FSA por su sigla en inglés) que expandió la cobertura del AFDC, ofreciendo además cobertura médica y cuidado infantil. Adicionalmente, se creó un componente llamado Programa de Oportunidades Laborales y Entrenamiento en Habilidades Básicas (Job Opportunities and Basic Skills Training Program, en adelante JOBS). De este modo, los Estados debían implementar programas con orientación laboral (welfare-to-work), ofreciendo a los beneficiarios cursos de capacitación, entrenamiento laboral y garantizando el costo en servicios, transporte, cuidado infantil, entre otros. Si bien JOBS no llegó a implementarse completamente, fue muy criticado en la medida en que aumentaba el descontento con el elevado número de beneficiarios.5 Este contexto fue aprovechado por el entonces candidato Clinton, quien vio la oportunidad de obtener un rédito político por oponerse a estas medidas, encabezando su agenda política con una reforma al sistema (Danziger, 2001).
Ahora bien, la propuesta de JOBS reconocía implícitamente una responsabilidad mutua entre el Estado y el beneficiario del programa. Pocos años después, la responsabilidad personal del sujeto beneficiario se ubicaría en el centro de la escena asistencial y las exigencias sobre los Estados se verían fuertemente reducidas. Los debates en torno a la reforma del bienestar durante los años ‘90s se centraron en los requerimientos laborales y en limitar el tiempo durante el cual se reciben los beneficios (Danziger, 2001).
3. El proceso de surgimiento del TANF
Durante la presidencia de William (Bill) Jefferson Clinton (1993-2001), tuvo lugar una importante reforma de la protección social. Bajo el lema de “el fin del bienestar tal como lo conocemos” (“end welfare as we know it”) durante su campaña electoral del ‘92, Clinton respondió a las presiones por disminuir el gasto federal en programas sociales y buscó reducir el número de beneficiarios de la asistencia social consolidando un clima de época anti-bienestarista (Marx, 2011; Danziger, 2001).
En 1996 la administración Clinton crea, en el marco de la Ley PRWORA (Personal Responsibility and Work Opportunity Reconciliation Act), un nuevo programa llamado Asistencia Temporal a las Familias Necesitadas (Temporary Assistance to Needy Families, TANF), que reemplaza el anterior Ayuda a Familias con Niños Dependientes (Aid to Families with Dependent Children, AFDC) (CBPP, 2015). Este nuevo programa otorgó mayor discreción a los Estados para implementar la reforma, escoger a qué grupos dirigirla y administrar los fondos del mismo (Marx, 2010; 2011).
El componente clave de esta reforma fue la introducción del límite de tiempo del programa TANF. Esta idea fue inspirada en los escritos de Ellwood en su libro “Poor Support: Poverty and the American Family” de 1988, que proponía un sistema de bienestar que no perdure indefinidamente, sino que sea transitorio. En otro escrito explicita su lógica:
(…) si hacemos que el trabajo se pague, habría menos necesidad de asistencia social (…) Si las personas pueden realmente mantenerse a sí mismas (…) Un amplio conjunto de servicios de formación y apoyo deben ser incluidos como parte de los beneficios. Pero el programa de transferencia monetaria sería de duración limitada…6 (Bane y Ellwood, 1996: 157).
Estas ideas se expresan claramente en el discurso de Clinton:
Es tiempo de honrar y premiar a las personas que trabajan duro y acatan las reglas. Eso significa terminar con el bienestar tal como lo conocemos – no castigando o sermoneando a los pobres, sino empoderando a los estadounidenses a cuidar de sus hijos y mejorar sus vidas. Nadie que trabaje a tiempo completo y que tenga hijos debería seguir siendo pobre. Nadie que pueda trabajar debería ser capaz de permanecer en el sistema de bienestar para siempre7 (Clinton y Gore, 1992: 164).
De este modo, el planteo se centró en reformar el sistema de bienestar y se dejó de lado la discusión sobre cómo proveer un empleo a aquellos que se aproximan a la recta final del programa o cómo combatir la pobreza de los que ya tienen un empleo (Danziger, 2001). A continuación caracterizamos brevemente el programa introducido por la reforma, que permanece vigente en la actualidad.
4. Descripción del programa TANF: Características básicas
La principal diferencia del nuevo programa con su antecesor (AFDC) radica en que TANF no garantiza un “derecho”, ni al individuo ni a su familia8 (Marx, 2010). Además, el programa TANF estableció como regla general que el beneficio sólo puede obtenerse por un máximo de cinco años9 y los sujetos deben participar en alguna actividad laboral durante dos años mientras reciben el programa (Marx, 2011).
Si un beneficiario no cumple con los requisitos laborales, los Estados pueden reducir o eliminar la asistencia a todo el grupo familiar. Si esto se debe a que el beneficiario no puede pagar por el cuidado de su hijo/a mientras trabaja, se realiza una excepción. Sin embargo, a diferencia del anterior AFDC, el programa TANF no garantiza el servicio de cuidado para los hijos/as de los beneficiarios (Marx, 2010).
En el caso de los padres menores de edad (menores de 20 años), pueden recibir el programa sólo si viven con sus padres o algún adulto responsable y deben además cumplir con contraprestaciones vinculadas con la asistencia a la escuela secundaria, a educación alternativa o a un programa de capacitación (Marx, 2010).
El TANF está diseñado para ayudar a las familias “necesitadas” a alcanzar la auto-suficiencia. Los Estados cuentan con una fuerte autonomía sobre el modo de gestionar este programa. Reciben recursos determinados para implementarlo, y deben alcanzar al menos uno de los propósitos del mismo. Los cuatro objetivos del TANF son:
Para poder acceder a este programa, el solicitante debe cumplir los siguientes requisitos:
Asimismo, cada Estado decide cuáles beneficios otorgará y establece los criterios específicos que deben cumplirse para recibir asistencia financiera u otros beneficios y servicios.13
5. Los fundamentos del “workfare” y la política social estadounidense
Como se señala en el presente recorrido por los programas asistenciales estadounidenses, desde algunas miradas teóricas y políticas resulta preocupante el potencial aumento del número de personas dependientes de la asistencia estatal.14 En esta dirección, se observa un giro discursivo que deja atrás la idea de reivindicar el derecho de los sujetos “necesitados” a recibir prestaciones sociales. En cambio, se legitiman concepciones vinculadas con “devolver” al Estado parte de lo que éste otorga, fundadas en la idea de una “obligación recíproca” entre los miembros de la sociedad y el Estado. En general, esto involucra ciertos comportamientos que hay que demostrar para “ganarse” esos beneficios, es decir, hay que calificar determinadas actitudes o características individuales o familiares (Drumbl, 1994).
En Estados Unidos, las políticas sociales adoptadas por los Estados del Bienestar europeos no eran vistas con buenos ojos, puesto que su concepción de ciudadanía se basa principalmente en la libertad personal, el individualismo y la no intromisión del Estado, sólo por mencionar algunos. Estos fundamentos ejercieron (y ejercen) su influencia en el ideario de la política social. Por un lado, se promueve una asistencia limitada únicamente a aquellos que demostraban no poder cubrir sus necesidades genuinas. Y además, se busca combatir la “dependencia” de los beneficiarios de la asistencia social a través de los programas de “workfare” (Herrick, 2014).
A su vez, se observa un progresivo aumento de las demandas y exigencias hacia los sujetos que participan en los programas, paralelamente a una disminución de los recursos destinados a capacitación y programas de empleo. Si bien la Ley de Apoyo Familiar (Family Support Act) de 1988 incrementó tanto la responsabilidad de los beneficiarios como del Estado, la Ley PRWORA de 1996 profundizó aún más la responsabilización de los propios beneficiarios, eximiendo al Estado de garantizar su bienestar. Así, se abandonó el objetivo de disminuir la pobreza, que fue reemplazado por el de restringir el número de asistidos (Danziger, 2001).
En este sentido, el planteo de Lawrence Mead (1986) resulta ilustrativo: “La principal razón por la cual los pobres estructurales (las mujeres, los negros, los adolescentes) no trabajan constantemente se debe a problemas en su disciplina laboral inherentes a ellos, no a las limitaciones del mercado de empleo” (Mead 1986: nota 17, en Drumbl, 1994: 112).15 Esto se corresponde con una visión individualizada sobre los orígenes de la pobreza puesto que no se contemplan –ni en el diagnóstico ni en las propuestas– los procesos de estructuración socio-económica que propiciaron tal estado de cosas (Béland y Zamorano Villareal, 2000; Drumbl, 1994). En cambio, las discusiones se centran en las características individuales de los sujetos que no se pueden reinsertar en el mercado de empleo, buscando en ellas las causas de su exclusión (ver: Danziguer et al., 2000; Zedlewski, 1999).
Esta lógica de una “obligación recíproca” nos permite comprender los fundamentos de los esquemas conocidos como “workfare”.16 Éstos se caracterizan por exigir la participación en actividades laborales (escogidas por el Estado) o que aumenten la empleabilidad, como requisito para recibir la asistencia. Así, lo que distingue a los programas de workfare de otros esquemas asistenciales radica en que –luego de demostrar la necesidad– es necesario hacer “algo” para calificar, esto es, lo que la sociedad espera de esa persona: que tenga un empleo (Drumbl, 1994: 111).
Aquí descansa un marcado “paternalismo moral”, al suponer que el sujeto asistido necesita ser guiado y entrenado en pos de convertirse en un miembro “productivo” para la sociedad (Drumbl, 1994: 112). Además, lo que suele omitirse en estos planteos es la asimetría de poder entre las partes que formulan este “contrato social” –es decir, entre un individuo “necesitado” y el aparato estatal– lo cual puede profundizar aún más las desigualdades preexistentes (Drumbl, 1994).
Adicionalmente, el programa TANF supone que todos aquellos que busquen un empleo lo encontrarán17 y que los sujetos alcanzarán su independencia económica respecto del Estado en el plazo estipulado de duración del programa. Este supuesto ignora los numerosos estudios que vienen evidenciando la caída de la oferta laboral de empleos de menor calificación (Danziger, 2001). La reforma de 1996, al preestablecer un plazo de tiempo para recibir la prestación, a partir del cual se egresa del programa (suponiendo que el sujeto encontrará trabajo en ese lapso), omite rotundamente la otra cara de la moneda, esto es, la demanda del mercado de empleo (Danziger, 2001). Tal como señala Stiglitz (2012), frente a los cambios en el mercado de empleo estadounidense, las respuestas que otorga la política social desde una lógica residual sólo acrecienta aún más las desigualdades estructurales (Herrick, 2014).
6. Conclusiones
Esta breve revisión por algunos de los principales programas implementados en el sistema de bienestar estadounidense, atravesado por la reforma de 1996, nos muestra una progresiva tendencia hacia un creciente residualismo de la política social. Las lógicas que imprime la mencionada reforma a la política asistencial se actualizan en programas de variados países del mundo en la actualidad. Allí radica nuestro interés por retomar estos procesos históricos y revisar las discusiones y los contextos en que emergieron.
En general, en los programas aquí mencionados subyace una mirada respecto a la salida (coyuntural o circunstancial) del mercado de empleo por parte de algunos sujetos, que es necesario orientar por un determinado período para re-insertar al mismo. Esto nos señala la permanencia del lazo en torno al mundo laboral como principal estructurador de la cohesión social (sensu Habermas). Con este diagnóstico, es necesaria la acción solidaria del Estado para devolver a los sujetos al mercado de empleo, siempre y cuando estos demuestren un aprovechamiento de los servicios y programas estatales para desarrollar o perfeccionar las destrezas requeridas para acceder y mantener un empleo remunerado.
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1 Cabe mencionar en este punto que Estados Unidos es un país con una larga tradición conflictiva y de discriminación racial hacia la población negra. Ver por ejemplo: Omi y Winant (2014).
2 Bajo el AFDC, cada Estado contaba con libertad para desarrollar diversos programas de workfare y learnfare, con contraprestaciones laborales y educativas, respectivamente. Para consultar el ejemplo paradigmático de California en 1985 y de Winsconsin, ver Drumbl (1994: 114-5).
3 Si bien nunca se aprobó este programa, nos permite reconstruir las principales propuestas en torno a prestaciones asistenciales.
4 El impuesto negativo a la renta se aplica a todos los miembros de la sociedad, por ende no genera una división entre quienes reciben recursos del Estado y quienes pagan impuestos. Fue ideado por Friedman (1962) y promovido por Lampman (1968) y Tobin (1966), sólo por mencionar algunos (Moffitt, 2003).
5 Cabe mencionar las salvajes campañas mediáticas que se desarrollaron en estos años, fomentando el estigma y la identificación con estereotipos raciales, de género, etc. de los beneficiarios. Sólo por mencionar un ejemplo, el Presidente Reagan se refería a las madres afroamericanas que recibían asistencia como las “reinas del bienestar” (“welfare queens”) (Chappell, 2010 en Herrick, 2014).
6 Corresponde a una traducción propia del siguiente fragmento: “… if we make work pay, there would be far less need for welfare. (…) If people can realistically support themselves (…) A rich set of training and support services ought to be included as part of the benefits. But the cash program would be of limited duration…” (Bane y Ellwood, 1996: 157).
7 Corresponde a una traducción propia del siguiente fragmento: “It’s time to honor and reward people who work hard and play by the rules. That means ending welfare as we know it – not by punishing the poor or preaching them, but by empowering Americans to take care of their children and improve their lives. No one who works full-time and has children at home should be poor anymore. No one who can work should be able to stay on welfare forever” (Clinton y Gore, 1992: 164).
8 La ley que crea el TANF establece que no constituye un derecho y no le exige a los Estados que perciban el programa todas las familias elegibles. Para un análisis comparativo de los programas TANF y AFDC, consultar Moffitt (2003).
9 Sin embargo, los Estados puede establecer sus propias reglas de acceso, permanencia y duración. En particular, en cuanto a los plazos máximos durante los que se puede obtener el beneficio, pueden definir períodos más cortos. Por ejemplo, en el caso del Estado de Georgia el máximo es de 48 meses (4 años). Ver: TANF Factsheet Georgia. Disponible en: http://dfcs.dhs.georgia.gov/fact-sheets. Fecha de consulta, 01/09/2015.
10 Disponible en: http://www.acf.hhs.gov/programs/ofa/programs/tanf. Fecha de consulta, 07/09/2015.
11 Existe una línea según el nivel de ingresos del hogar y el número de miembros del mismo. Los niveles son Los niveles del Estado de Indiana, por ejemplo, se encuentran disponibles en: http://www.in.gov/fssa/files/5360_Spanish_TANF_Bro.pdf. Fecha de consulta, 07/09/2015.
12 Asistencia Temporal para Familias Necesitadas. Disponible en: http://es.benefits.gov/benefits/benefit-details/613. Fecha de consulta, 07/09/2015.
13 Asistencia Temporal para Familias Necesitadas. Disponible en: http://es.benefits.gov/benefits/benefit-details/613. Fecha de consulta, 07/09/2015. Ver por ejemplo TANF Factsheet Illinois. Disponible en: https://www.dhs.state.il.us/page.aspx?item=49833. Fecha de consulta, 07/09/2015.
14 El pico histórico de beneficiarios de la asistencia social estadounidense se ubica en el mes de marzo de 1994, con 5,1 millones de familias cubiertas. Para consultar la evolución del número de familias beneficiarias de la asistencia social estadounidense entre 1959 y 2013, ver: Falk (2014).
15 Corresponde a una traducción propia del siguiente fragmento: “The main reason the long-term poor (women, Blacks, teenagers) do not work steadily is problems of work discipline peculiar to them, not the limitations of the labour market.”
16 Para mayor información sobre este concepto ver: Smart (1990).
17 Es posible pensar que existe en este punto una analogía con la “Ley de Say” que establece que “toda oferta genera su propia demanda”. Esta Ley surge en la teoría económica y muestra su incapacidad para explicar las crisis de sobre-producción de comienzos del Siglo XX. Sin embargo, aún perdura en las ideas del mainstream estadounidense, en este caso al suponer que toda demanda (de trabajo) genera su propia oferta.
Sumando reflexiones sobre el Ingreso Ciudadano: las Rentas Mínimas de Inserción y el caso francés
Andrea Dettano
Introducción
El presente escrito tiene por objetivo, dentro del libro donde se inscribe, profundizar la discusión del Ingreso Ciudadano (IC). Si bien ya hemos visto que según el país este adquiere diferentes nominaciones, aquí se abordará el caso francés. Ya se ha expuesto, de manera general, como surge la discusión en el continente europeo y el trasfondo teórico-filosófico que hay en torno a su aplicación.
Durante los ‘90s la discusión y recomendación sobre la aplicación de una Renta Básica1 ya estaba instalada entre los países de la Unión Europea como forma para combatir la pobreza y la exclusión social. A lo largo de esta década se siguieron desplegando en casi todos los países europeos las Rentas Mínimas, fortaleciendo la asociación entre dotación económica e inserción social (Urteaga, 2011). Así, en 1988 surge en Francia la Renta Mínima de Inserción (RMI), como una política que opera en la línea de una Renta Básica de Ciudadanía aunque, como veremos más adelante, con grandes diferencias.
Por su parte, entrado en el Siglo XXI, se viven transformaciones en las políticas de inserción del país galo evidenciando cambios en su orientación. Dichos cambios, no hacen más que señalar un conjunto de ideas marcadamente liberales en el diseño e implementación de los programas de atención a la población en situación de pobreza, a través del hincapié puesto en el “hacer algo” para recibir el beneficio. Para esto, se desarrolla el caso de la Renta de Solidaridad Activa (RSA), que viene a reemplazar a la RMI absorbiendo también a otras prestaciones, como un intento de unificar el sistema y de lograr una vuelta al empleo y a la actividad productiva, sin considerar la calidad y condiciones de los mismos.
El recorrido por el modelo francés y sus transformaciones denotan que su creación y puesta en práctica refuerzan los esquemas de corresponsabilidad, donde es el sujeto destinatario quien debe asumir compromisos con la administración pública para conseguir un empleo y modificar su condición. Esto exhibe la persistencia de la idea de una sociedad organizada en torno al trabajo remunerado, pero con un mercado de empleo que ha modificado sus condiciones y lógicas de funcionamiento.
La puerta de entrada: sobre la solidaridad francesa
Hacer una breve referencia al rol de la solidaridad en la constitución de la República Francesa nos permite entender algunas cuestiones, no sólo del caso francés que se intenta abordar aquí, sino de la reflexión sobre las Rentas Básicas en el continente europeo en general. Para esto, retomamos una reconstrucción que hacen Beland y Zamorano Villareal (2000) sobre el concepto de solidaridad, donde abordan aspectos de la obra de Bourgeois. Estos trabajos nos permiten vislumbrar una Francia que desde el siglo XVIII atraviesa revueltas a la vez que sucesivos intentos de pacificación social. Ya en el siglo XIX el abordaje de “la cuestión social” constituía un asunto objeto de disputa, una necesidad de respuesta por parte del Estado al pauperismo creciente.
Presentado como una opción entre el colectivismo de los socialistas y el individualismo de los liberales –las corrientes en disputa de aquel momento-, el solidarismo como movimiento político era una tercera vía, cuyo objetivo fue la conciliación de la libertad individual y la justicia social (Beland y Zamorano Villareal, 2000). Por su parte, León Bourgeois redacta a fines de siglo XIX un ensayo titulado “Solidaridad”, inspirado en La División del Trabajo Social de Émile Durkheim. Dicho ensayo constituía de alguna manera un intento de aplicación práctica de las ideas circulantes del momento. Atravesado por el positivismo, el concepto de solidaridad se presenta como una opción laica del concepto de caridad cristiana albergando, a su vez, una concepción de sociedad fundada en la cooperación que marca nuevas relaciones entre el Estado y la sociedad. En esta línea, la consecución del desarrollo individual implica interdependencia, puesto que la fuerza individual debe ser encauzada en pos de constituir uniones duraderas que lleven al progreso (Beland y Zamorano Villareal, 2000).
Los hombres se asocian y contraen compromisos unos con los otros. En esto el Estado, en tanto creación social, tiene una función particular: definir los derechos y obligaciones recíprocas que hay entre los hombres. La idea de una deuda social se convierte en un fundamento que ingresa en el orden político. Así: “Los hombres, asociados y solidarios, deben reconocer la extensión de la deuda que cada uno contrae con los otros…”, “(…)Desde su nacimiento, el individuo tiene una deuda con sus antepasados y sus contemporáneos, pues disfruta de sus esfuerzos acumulados. Así, tiene la obligación de pagar su deuda a las generaciones futuras transmitiendo y, en la medida de lo posible, haciendo fructificar las herencias económicas y culturales que le fueron legadas por la Humanidad” (Beland y Zamorano Villareal, 2000:11).
De acuerdo con Beland y Zamorano Villarreal, el uso del concepto de “Solidaridad” es un punto nodal de la coyuntura ideológica que hace de fundamento filosófico del sistema de seguridad social francés desde su origen. Su uso habilitó las cotizaciones obligatorias que tuvieron lugar asentándose en las nociones de interdependencia y reparto de los riesgos. Luego de la Segunda Guerra Mundial su aplicación se refuerza acompañando el desenvolvimiento del Estado de Bienestar. Así, las instituciones y políticas sociales “generosas” convirtieron al sistema de seguridad social francés en un bastión de su identidad nacional y en un aspecto de gran reconocimiento a nivel mundial.
Ahora bien, en esta reconstrucción que hacen Beland y Zamorano Villarreal además de considerar como la solidaridad fue y es el concepto legitimador y fundante de la política social francesa, nos aporta la forma en que su uso y aplicación cimentó también la banalización del término. La consolidación de un Estado de Bienestar inició una burocratización del concepto, quitándole, según los autores, su fuerza filosófica.
En pos de avanzar con el objetivo de este escrito, intentaremos dar cuenta de como la solidaridad circula en el contexto de expansión de las Rentas Mínimas. Ya hemos visto en otro capítulo del presente los fundamentos filosóficos para la aplicación de las rentas de ciudadanía en el continente europeo. En aquellas discusiones, algo de todo lo que Beland y Zamorano Villarreal reconstruyen sobre la solidaridad, la deuda social, el Estado como árbitro, también está presente. De este modo, las Rentas Mínimas en Francia comienzan como resultado de las discusiones del continente para fines del siglo XX, en un período donde los Estados de Bienestar y las instituciones de la seguridad social se modifican considerablemente al calor de las transformaciones en el régimen de acumulación y en el mundo del trabajo.
El contexto europeo y el surgimiento de la Renta Mínima de Inserción
En la Unión Europea, a partir de la década de 1990, el debate y recomendación sobre la aplicación de Rentas Mínimas fue ganando creciente peso como la modalidad predilecta para alcanzar el acceso a un mínimo de recursos que permitan asegurar la dignidad de las personas. Tal como señala Urteaga (2011) para 1995, con excepción de los países del sur europeo, todo el resto del continente había puesto en marcha uno de estos programas. Pese a esta aplicación en cadena, las rentas no presentaban ningún tipo de homogeneidad en su aplicación ni en sus montos. España y Francia los implementan hacia fines de los ´80s, Portugal en 1997, y en 1998 se suma Italia. Las variaciones en los montos son notables, mientras que Letonia otorga 28 euros por persona, en Dinamarca la suma asciende a 1130 euros. Esto ha llevado a que se discuta la posibilidad de crear una Renta Mínima homogénea para el continente. Una cuestión central, que será abordada cuando se trate el caso de la RSA, es la forma en que estas prestaciones pretenden ser articuladas con prácticas que confluyan en la inserción de la persona en el mercado de trabajo, a modo de corresponsabilidades. Teniendo en cuenta la baja calidad de los empleos a los que acceden los destinatarios de las RMI ha crecido la preocupación sobre los efectos de desincentivo para el trabajo que pueden tener estas prestaciones en los destinatarios. Esto ha llevado a ir variando su modalidad una vez que las personas consiguen un empleo, sin cortar el beneficio por completo, exhibiendo a la vez ciertos rasgos y variaciones del mercado de trabajo.
Para comenzar, podemos decir que la RMI es una prestación que ha estado en vigor entre el 1 de diciembre de 1988 y el 31 de mayo de 2009. Financiada por el Estado y gestionada por los departamentos, es concedida por las Cajas de Ayuda Familiar (CAF) o la Mutual Social Agrícola (MSA) a las personas sin recursos o que tienen ingresos inferiores a un umbral fijado por Decreto. Sus destinatarios son todas aquellas personas que residan en Francia, mayores de 25 años o que siendo menores a esa edad tuvieran hijos a cargo. Sus ingresos deben ser menores al monto fijado para la RMI y su cobro se halla vinculado con el cumplimiento de acciones o actividades relacionadas con su futura reinserción laboral. Se trata de una prestación que no requiere de tipo no contributivo. En cuanto a la población extranjera, tienen derecho a la prestación aquellos que posean carta de residencia o permiso a la estancia y trabajo por períodos de tres años.2
El principal objetivo, como señala su nominación, es favorecer la reinserción laboral y consiste en un ingreso monetario que en algunos casos puede acumularse con otras prestaciones, una posibilidad para quien lo recibe y su familia de vincularse con instituciones de la seguridad social y comprometerse a cumplir un contrato de reinserción laboral/profesional. Las acciones de reinserción incluyen prestaciones de diversos ámbitos y consisten en una articulación de dispositivos que persiguen afrontar los problemas de vivienda, salud y desempleo de larga duración.
De forma más general, el sistema de protección social francés se constituye sobre tres pilares: la ayuda social, la seguridad social y la acción social. En primer lugar, tal como describe Hardy (1997), la ayuda social consiste en un derecho que se otorga a ancianos, niños y personas con discapacidad que se basa en los siguientes principios: considera las necesidades personales de cada sujeto; no se da automáticamente sino que la persona debe mostrar ciertas necesidades a ser evaluadas; es un derecho subsidiario, pues se activa una vez que otras herramientas del sistema de protección se muestran incapaces y, por último, al ser un derecho individual puede ser reclamado en instancias judiciales. En segundo lugar, la seguridad social supone un derecho para todos los asegurados y las personas que tienen a cargo, que hayan cotizado por medio de contribuciones al sistema, de manera que quedan cubiertos en caso de alguna adversidad. Por último, la acción social es un complemento a las dos anteriores, en tanto ofrece respuestas a determinadas problemáticas antes de que dicha respuesta se institucionalice. Generalmente consiste en un impulso político, que implica el reparto de bienes o satisfactores de necesidades en territorios afectados por un problema puntual cuya persistencia en el tiempo no está garantizada. En esta línea,
(…) se podría decir que mientras la ayuda social se consideraba como destinada a la persona asistida, la Seguridad Social operaba en solidaridad con la persona trabajadora víctima de un riesgo en la vida, y la acción social pretendía convertir a la persona en agente de su desarrollo (Hardy, 1997: 29).
Ahora bien, lo que nos dirá Hardy es que la RMI viene a integrar estos tres pilares, ya que reconoce el derecho a un ingreso que toma las características de las prestaciones de la ayuda social, pero extendiendo a su vez otro tipo de derechos, como la cobertura en salud y el derecho a la inserción, que implica la creación de una oferta de oportunidades para la integración. A la vez, la aplicación de la RMI le quita el carácter facultativo a este tipo de “acción social”, convirtiéndose en una obligación hacia los destinatarios. Por su parte, Rosanvallon (1995) nos habla de una prestación de tipo “híbrido”, al no constituir ni una asignación asistencial ni una prestación de la seguridad social, apoyándose en el compromiso recíproco entre el individuo y la comunidad. Nos remarca a la vez que se encuentra entre el derecho y el contrato, en tanto que quien cumpla con los requisitos puede acceder a él, pero al ser un contrato implica ciertas responsabilidades y compromisos en acciones de inserción.
Un cuarto pilar lo constituye el seguro de desempleo, financiado por las contribuciones de los asalariados y las empresas. Este pilar se erige como una forma de contención a la pobreza, siendo el paso previo al cobro de la RMI. Esta última, en cambio, intenta actuar sobre la pobreza consolidada, por eso sus destinatarios son aquellos que no superan un cierto umbral de recursos, que han cobrado el seguro por desempleo y sin embargo no han logrado volver a la vida laboral activa. En el próximo apartado analizamos con más detalle qué implica el “contrato” en contraposición con el derecho.
Sobre las condicionalidades y la gestión de la exclusión
A continuación reflexionamos sobre la forma en que la RMI es un “objeto jurídico paradójico” (Rosanvallon, 1995), al presentarse como un derecho pero con ciertas condiciones de acceso. A la vez planteamos como la inserción se convierte en un concepto polisémico, que implica la puesta en actividad –de cualquier tipo– de los sujetos a través de grupos de instituciones y profesionales encargados de la gestión sobre las condiciones de exclusión.
Tal como sostiene Hardy (1997), el beneficiario no tiene para el cobro un compromiso sino una condición, la cual acuerda por medio de la firma de un contrato, que puede incluir diversos ámbitos sobre los cuales se pretende incidir, como por ejemplo: salud, educación, cualificación, resocialización, etc. Los beneficiarios deben cumplir con este contrato de inserción, a la vez que esta que se promueve tiene serios problemas al ser definida de manera sólida y acabada. Las definiciones teóricas que se han elaborado desde la administración de la RMI la han definido como sinónimo de trabajo y/o formación, sin que esto implique la necesaria realización de ambas para estar inserto. Lo que se puede derivar de esto es que aunque una persona no acceda a un empleo, si se encuentra en un proceso de formación está integrada. El autor mencionado nos trae la distinción entre trabajo y actividad como central para pensar una definición de la inserción.
A su vez, Hardy (1997) nos señala dos contradicciones. La primera consiste en la individualización creciente de los recorridos de inserción, el abordaje de cada situación particular, lo que implica distintas condiciones de acceso al programa según la persona, mientras que en paralelo se da un imperativo político que exige un tratamiento masivo3 de la problemática. La segunda tiene que ver con una expectativa política cortoplacista. Se persigue una resolución rápida de la problemática, para un asunto como la exclusión social, que presenta efectos complejos y difíciles de subsanar en un período acotado de tiempo.
En el marco de las citadas contradicciones, la que sigue contribuye en la misma línea:
(…) se constata un fracaso en materia de acceso a la cualificación y al empleo. Este fracaso nos conduce inevitablemente a la cuestión de la búsqueda del sentido de toda acción pública. En efecto, ¿para qué mejorar la empleabilidad en una sociedad que ya no crea los suficientes empleos?, ¿no es ésa una forma de acentuar el sentimiento de inutilidad social y de marginación duradera? La inserción es una cuestión social que no puede reducirse a un simple problema de adecuación de la formación o de los instrumentos pedagógicos (Hardy, 1997: 34).
Lo que Hardy deja planteado es un asunto que Rosanvallon (1995) también retoma a partir de considerar las transformaciones en el mundo del empleo y como esto significa que las lógicas de la protección social que operaban ante esa problemática ya no resultan adecuadas, con lo que surgen reflexiones, ideas y propuestas sobre las “nuevas” formas de gestión de lo social. Para el francés estas formas, entre las cuales la RMI puede constituir un ejemplo, no son más que una “zona gris del Estado Providencia”.
Así, el concepto que viene a reordenar todas las modificaciones que hacen al contexto de surgimiento de las rentas mínimas es el de “reinserción”. Tal como señala Hardy (1997), la reinserción alude a dos esferas distintas: la del trabajo y la de la formación o capacitación, revelando de este modo imprecisiones para definirse y delimitarse. Si desde mediados de siglo XX, la relación entre empleo y Estado de Bienestar podría articularse a partir del significante “asegurar”, para finales de Siglo, la idea de “reinserción” es la que –según Rosanvallon (1995)– vendrá a articular la nueva relación entre empleo y Estado de Bienestar.
Las formas de asistencia previas –las del Estado asegurador– se vinculaban o estaban diseñadas para situaciones transitorias. La década del ´70 produce una inflexión en cuanto a las formas de producción y empleo, inaugurando una era de elevadas y persistentes tasas de desempleo, con implicancias en el alcance de la protección social por la vía contributiva. Esto fue poco a poco dando lugar a políticas del tipo RMI. Estas transformaciones en el mundo de la producción, fueron la arena para el despliegue de medidas de flexibilización laboral, guardando un correlato con el desenvolvimiento de políticas activas de empleo. Desde este tipo de programas, aparece cómo la mirada sobre el “hacer” atraviesa los diseños de política pública. Como veremos en el próximo apartado, la consolidación de la RSA subraya la importancia desde el diseño del programa de un beneficiario activo.
Por su parte, para Beland y Zamorano Villarreal (2000) la inserción es un concepto que se distancia del workfare, producto de la reforma de la asistencia social en Estados Unidos a partir de 19964. Mientras que el último persigue que la condición de beneficiario de la asistencia sea lo menos cómoda posible, obligando al sujeto a salir de ella rápidamente, la inserción implica recuperar el compromiso de la sociedad hacia los excluidos. De este modo, el Estado debe brindar sustento y cierta logística para que la persona pueda reingresar al mundo del trabajo.
Ahora bien, estas formas de política social exhiben variaciones frente a formas anteriores, presentándose como derechos, a la vez que operativamente consisten en un contrato a partir del cual el beneficiario debe cumplir con una serie de prácticas vinculadas con su retorno al mundo del empleo. Este contrato implica un “compromiso” que
(...) engloba acciones de naturaleza muy diversa: acciones de formación, actividades de interés general en administraciones o asociaciones, incluso simples esfuerzos personales de readaptación (curas de desintoxicación, por ejemplo). Sin embargo, en todas sus figuras, implica la toma en cuenta del comportamiento individual y la situación particular en el ejercicio del derecho. En este aspecto el RMI constituye un objeto jurídico paradójico… (Rosanvallon, 1995: 162).
Las ideas y nominaciones circulantes sobre la RMI, sobre la forma en que se define en tanto política social, se recuperan como modo de ver si se acerca o se aleja en sus definiciones a un derecho. En este sentido es que este “objeto jurídico” amerita la reflexión teórica acerca de la relación entre derechos y condiciones, cómo ambos empiezan a dialogar, a mostrarse como compatibles mientras que anteriormente pertenecieron a lógicas bien distintas. La RMI, por su forma de aplicación y gestión, implica un control de la conducta del beneficiario en su situación particular. Lo que cada beneficiario “debe hacer” se adapta a las circunstancias que atraviesa en ese momento específico. Aquí es donde surge la cuestión acerca de si es posible hablar de derechos en estas condiciones, o simplemente, “ante condiciones”, siendo que el derecho es, por definición, universal e incondicional.
La Renta de Solidaridad Activa: continuidades y rupturas
La RMI como política activa de empleo se inicia en Francia en un contexto de gobiernos socialistas, pero es a partir del 2002, con una orientación política con un fuerte giro hacia la derecha, que este tipo de programas se modifican, tanto en su funcionamiento como en sus fundamentos. De acuerdo con Zubirí Rey (2009), las transformaciones5 en las formas de contratación y en el sistema de pensiones que tuvieron lugar en la primera década del siglo XXI, han despertado movilizaciones en la población, persiguiendo evitar las reformas laborales, así como la precarización en las condiciones de contratación. Como consecuencia, algunas reformas fueron parcialmente frenadas, pero sin modificar la orientación política general, lo cual queda reflejado en algunas condiciones y características de la RSA.
En este sentido, el establecimiento de la RSA se vincula con una discursiva política asociada a la responsabilidad individual, a la disponibilidad de empleos y a una atribución de derechos hacia “los que hacen”6. Así, y como corolario de una serie de modificaciones sobre la legislación laboral en el mandato de Nicolás Sarkozy –de flexibilización de las condiciones y seguridades sobre el trabajo– comienza a aplicarse la RSA, como manera de fomentar la salida de la pobreza a través del empleo.
La RSA comienza a implementarse el 1° de junio de 2009, con tres objetivos principales: constituir una motivación al trabajo, simplificar los dispositivos vigentes, y ser una herramienta de lucha contra la pobreza. Uno de los asuntos centrales que rodea su creación y puesta en práctica es la preocupación por la población que no sale de la RMI, permaneciendo en el programa indefinidamente y adjudicando esto a las denominadas “trampas de la inactividad”. En cuanto a la salida de la Renta, se empieza a considerar que pasar a la actividad tiene ciertos costos que los que se encuentran pasivos no tienen la necesidad de afrontar (como por ejemplo el gasto en viáticos, cuidado de los niños, comida, sólo por mencionar algunos). Por ende, la vuelta al empleo implica ciertos gastos para las personas, por lo que no termina resultando en una mejora inmediata del nivel de vida.
Esta política comienza a ser discutida en 2005 por una comisión presidida por Martin Hirsch7 y compuesta por expertos en cuestiones de exclusión social así como por funcionarios públicos, denominada “Familia, Vulnerabilidad y pobreza”. El informe se centra en dos objetivos ligados, como son la superación de la pobreza y la vuelta al empleo, el primero por medio del segundo. Asimismo, se sostiene el hecho de que el reto no reside únicamente en lograr que los beneficiarios vuelvan a trabajar, sino en brindar un complemento a los ingresos de los “trabajadores pobres”. Esta categoría de trabajadores son aquellos cuyos ingresos por empleo superan el umbral que les permite beneficiarse de la RMI pero no es suficiente para que no sean considerados pobres (Urteaga, 2011). Las modificaciones que dieron lugar a este programa denotan las condiciones y orientación política del momento, ya que la RSA termina constituyendo un fomento a la aceptación de empleos de baja calidad, a tiempo parcial y/o escasamente remunerados (Zubiri Rey, 2009).
Lo que el informe de Hirsch pregona no es crear una nueva prestación, sino unificar el sistema, consolidando una prestación única. El proyecto que expone la comisión apunta a: terminar con las trampas de la inactividad, reducir la pobreza brindando un ingreso complementario a los trabajadores pobres, unificar el sistema de prestaciones sociales para aumentar su eficiencia en la lucha contra la exclusión y reformar las políticas de inserción para mejorar el contrato entre el beneficiario y la administración pública.
A partir de la creación de la RMI hubo varias modalidades para la transición de vuelta al empleo. En primer lugar, se permitió acumular ingresos –salario y RMI– durante una cantidad de meses luego de retomado el empleo. Esto presentaba el problema de que ese beneficio era temporal –a diferencia de la RSA–, y luego de unos meses se suprimía. Pero, por otra parte, implicaba una gran desigualdad en términos de que aquellos que conseguían un empleo y no habían sido beneficiarios de la RMI no accedían al monto, creando diferencias entre las personas con empleo. A partir del año 2000 se dan algunas modificaciones, como el descuento de una parte de la renta pero que no implica una deducción total (equivalente al salario obtenido por el empleo) en un período acotado de tiempo, quedando como complemento al salario. La aplicación de la RSA implica la desaparición de la RMI, de la prestación a Familias Monoparentales (API), la reestructuración de las Primas para el Empleo y la modificación de los derechos conexos a estas prestaciones. Tal como desarrolla Zubiri Rey:
La RSA será de entrada percibida por los 1,1 millones de beneficiarios de la RMI y los 220.000 de la API (sustituyendo en igual cuantía la actual prestación), así como por los 2,2-2,4 millones de trabajadores de bajos salarios. Está orientada por tanto a personas que actualmente perciben trasferencias de la asistencia social y que son consideradas empleables, por un lado, como a personas cuyas rentas del trabajo no les permiten salir de la pobreza (woorking poors), por otro (2009: 6).
Debe considerarse también, que los ahora beneficiarios de la RSA sufrirán la supresión de los derechos conexos8, como la cobertura médica, la reducción en tarifas de servicios, de tasas de vivienda, entre otros, ya que su existencia como parte de la RMI implicaba un incremento en la transferencia. Ahora estos beneficios quedaran ligados a los niveles de renta o a los esfuerzos de los sujetos para lograr su inserción, que determinará si pueden gozar de ellos o no.
El recrudecimiento de la orientación liberal de las políticas activas de empleo en la Francia de la primera década del nuevo siglo es notorio, al incitar a los trabajadores a realizar cualquier tipo de empleo, asumiendo la responsabilidad sobre su propio sustento, situando las causas de la exclusión ya no como un problema colectivo sino como una circunstancia de la propia trayectoria vital. Rose (2007), en la misma línea, aunque sin tomar específicamente el caso de la RMI, ha hecho alusión al énfasis presente en el accionar de los individuos y de las familias respecto del logro de su propio bienestar en el marco de transformaciones y desestructuración de los sistemas de bienestar de la segunda posguerra.
Urteaga (2011), considerando como el ideario liberal circula e impacta en los diseños de política pública, expone a modo de ejemplo la forma en que la pobreza había sido abordada también desde esta lógica de pensamiento en el Reino Unido. Desde 1998 se hizo hincapié en un intento por erradicar la pobreza, focalizando la atención hacia los niños para cumplir con dicho objetivo. El autor señala que esta forma de abordar la problemática se corresponde con un ideario proveniente de la filosofía liberal, donde el adulto es completamente responsable de sí, pero no así los niños, con lo que se convierten en el objeto de las políticas de asistencia. De esta forma, se asiste a la población pobre pero en el nombre de la infancia, salvando y sosteniendo las ideas liberales en las cuales el adulto es responsable de sí.
Por último, y en adhesión a lo anterior,
Cabe destacar, en lo que a la RSA se refiere, la consideración de la activación como una tendencia general de reestructuración de los sistemas de protección social; una generación de nuevas representaciones, discursos y planes de intervención; una nueva ética ciudadana de reequilibrio del contrato social entre derechos y deberes… (Zubirí Rey, 2009: 10).
Reflexiones Finales
Para finalizar, debemos reponer algunos elementos de lo trabajado hasta aquí. Por empezar, algo del pensamiento de Titmuss (1974) sobre las políticas sociales es central para poder cerrar este escrito. Cerrar, más no desde obturar el pensamiento sobre el tema sino para pensar las políticas sociales desde un lugar no solo reductible al bienestar. En este sentido, el autor en un texto introductorio define a la política social como una acción orientada hacia un problema que porta sentidos específicos. Hace énfasis en la cuestión de que la política social por ser “social” no tiene qué estar necesariamente vinculada con el altruismo, el bienestar o la redistribución, sino que puede obedecer u operar en un sentido que diste mucho de fines igualitarios o de justicia social.
En relación con lo anterior, lo que las múltiples acepciones del término “reinserción” revelan, no es más que un mundo del trabajo en transformación, que muestra a la vez la problemática de incluir a todos los que quieran estar empleados. Las políticas sociales de este modo –en el caso bajo análisis, las políticas activas de empleo– empiezan a operar en tanto contratos, activando un “poner a hacer”, bajo la concepción de un beneficiario que mientras no tenga empleo debe asumir la responsabilidad de, por ejemplo, estar aprendiendo algo. La reinserción “es un estar haciendo”, aunque eso no implique volver a formar parte del mercado de trabajo. En muchos casos esto implica la aceptación y extensión del empleo precario.
Una serie de interrogantes conforman un cierre momentáneo, dejando abiertas algunas cuestiones para seguir reflexionando: En primer lugar, ¿lo que antes constituía una política de asistencia, focalizada y condicionada ahora se denomina derecho? Hardy (1997) ha dado cuenta que la RMI constituye un elemento diferente al no poder ser ubicado con facilidad en alguno de los componentes de la seguridad social francesa. ¿Debemos cuestionar qué es lo que ha cambiado? ¿O simplemente debemos ceñirnos a tratar de analizar las políticas de actualidad a través de las lentes que se han venido construyendo por años, que han revisado variedad de políticas y programas y no ceder ante las nuevas nominaciones, que intentan dar nuevos significados a viejos contenidos? Este y otros interrogantes quedan abiertos para su reflexión, la cual constituye un elemento de suma importancia social y política.
Bibliografía
BELAND, D. y ZAMORANO VILLARREAL, C. (2000) “La genealogía de la solidaridad en materia de políticas sociales: ¿qué podemos aprender de la experiencia francesa?” Revista Mexicana de Sociología Vol. 62, Nº 4, pp. 3-20.
HARDY, J. P. (1997) “El modelo francés: Principios, organización y funcionamiento del RMI”. Revista de Servicios Sociales Zerbitzuan Nº 31, Donostia-San Sebastian. Disponible en: http://www.zerbitzuan.net/documentos/zerbitzuan/ZERBITZUAN%2031.pdf. Fecha de consulta, 04/06/15.
ROSANVALLON, P. (1995) La nueva cuestión Social: Repensar el Estado providencia. Buenos Aires: Editorial Manantial.
ROSE, N. (2007) “¿La muerte de lo social?: Re-configuración del territorio de gobierno”. Revista Argentina de Sociología Vol. 5, Nº 8, junio. Disponible en: http://www.unal.edu.co/ces/documentos/Temp/rose/Rose-la%20muerte%20de%20los%20social-re-configuracion%20del%20territorio%20de%20gobierno.pdf. Fecha de consulta, 04/06/15.
TITMUSS, R. (1974) “What is the social policy?”, en: Social Policy: An Introduction. Nueva York: Routledge.
URTEAGA, E. (2011). “Las rentas mínimas en Francia”. Papers. Revista De Sociologia Vol. 96, Nº 3, pp. 959-983. Disponible en: http://www.raco.cat/index.php/Papers/article/view/244999. Fecha de consulta, 04/06/15.
ZUBIRí REY, J. (2009). “La Renta de Solidaridad Activa en Francia. ¿Es la activación una vía para salir de la pobreza?” Revista de Servicios Sociales Zerbitzuan Nº 31, Donostia-San Sebastian, pp. 23- 38. Disponible en: http://www.zerbitzuan.net/documentos/zerbitzuan/ZERBITZUAN%2031.pdf. Fecha de consulta, 04/06/15.
1 Desde aquí se consideran la Renta Básica, Renta Mínima, Ingreso Ciudadano, entre otras denominaciones, como análogos. Las diferentes denominaciones dependen del país donde se apliquen.
2 En cuanto a las críticas por exclusión, se debe considerar: “En el caso francés, supondría un avance, sobre todo para tres sectores de la población: 1) los jóvenes menores de veinticinco años que no se benefician de las prestaciones mínimas, a pesar de vivir a menudo en unas condiciones precarias, especialmente cuando los vínculos familiares son inexistentes; 2) los inmigrantes, sobre todo los denominados «sin papeles», que carecen del permiso de residencia y de trabajo y que necesitan una ayuda de emergencia para satisfacer sus necesidades básicas, como pueden ser la alimentación, el alojamiento, el trabajo o el cuidado de los niños, y 3) los jubilados, que disponen de pequeñas pensiones, insuficientes para poder vivir en condiciones dignas.” (Urteaga, 2011: 972).
3 Sobre el tratamiento masivo en las políticas sociales ver: De Sena, A.(2011) “Promoción de microemprendimentos y políticas sociales: ¿Universalidad, focalización o masividad?, Una discusión no acabada”. Revista Pensamento Plural, Nª1.
4 Sobre esta reforma ver el capítulo de Chahbenderian, F. en este volumen, sobre los Programas Sociales en Estados Unidos.
5 El gobierno de Nikolás Sarkozy, vencedor en el año 2007, ha introducido cambios en las políticas socio-laborales. Bajo el nombre de una “modernización del mercado de trabajo”, que constituye un acuerdo entre Patronal, gobierno y CGT. El mismo consiste en una serie de reformas que implican flexibilizaciones (alargamiento de los períodos de prueba y reducción de indemnizaciones) más que el otorgamiento de seguridades laborales. En segundo lugar, puede nombrarse la aplicación de nuevas sanciones y obligaciones a aquellos que no gozan de un empleo. Como corolario de esto, comienza a aplicarse la RSA, que constituye una intensificación de estas sanciones y obligaciones (Zubirí Rey, 2009).
6 Tal como cita Zubirí Rey (2009), en las campañas políticas de la década se hacen las siguientes afirmaciones: “Francia debe ser para los que se levantan pronto por las mañanas” o “Trabajar más, para ganar más”. Estas afirmaciones operan en la línea de las transformaciones tanto de las políticas activas de empleo como de las formas de contratación y protección que se han nombrado más arriba.
7 Es nombrado en 2007 por Nikolás Sarkozy como “Alto Comisario para las Solidaridades Activas contra la Pobreza”. Antes de aquel nombramiento preside una Comisión denominada “Familias Vulnerabilidad y Pobreza”, la cual elabora el informe que contiene la base de la propuesta para una Renta de Solidaridad Activa.
8 Esta es una de las críticas que se le hace a la RSA, así como el fomento de la aceptación de empleo precario, que también se nombra en este trabajo. Por otra parte, cuando se hacen las críticas al programa se considera -como un asunto de suma importancia- la especial situación que viven los beneficiarios en el momento de su aplicación en un contexto de crisis económica que aumentó el endeudamiento de los hogares receptores de la transferencia. “El 41% de estas familias tiene un crédito o una hipoteca en el momento de la encuesta y el 61% considera que los reembolsos representan una carga importante. El 10% de los hogares pobres ha solicitado un préstamo durante el último año y el 61% lo ha hecho para realizar un gasto básico. Por último, el 16% de las familias pobres se considera en situación de sobreendeudamiento, aunque solamente un tercio haya solicitado una ayuda por sobreendeudamiento a las administraciones públicas.” (Urteaga, 2011: 978).
De Welfare a Workfare. “Nuevas” formas de intervención social y “viejos” problemas en la experiencia italiana
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Introducción
La denominada “cuestión social” acompañó al desarrollo del capitalismo desde sus orígenes, como “efecto” y “causa” de sus procesos de gestación y desarrollo en íntima relación con el modelo de Estado. Así, las transformaciones en todos los campos de la vida social que ésta implicaba (y representaba), las intervenciones sociales del Estado a que dieron lugar fueron (y son) objeto de debate (y reflexión) entre distintas enfoques teóricos y políticos. En este contexto los diversos procesos históricos y sociales, dieron (y dan) lugar a la organización de las Políticas Sociales (PS) y formas de intervención en la cotidianeidad de las personas. Por ello las PS, en las economías capitalistas, se diseñan con el objeto de lograr la integración de la sociedad y amortiguar las desigualdades propias de las relaciones de producción; dado que el proceso social y económico genera un nivel básico de desigualdad y un nivel agravado de exclusión. De este modo, siempre se evidencia la necesidad de compensar los efectos de la exclusión y, como consecuencia, se generan consecuencias palpables de los procesos económicos y políticos globales en estrecha relación con los derechos a la salud, vivienda, seguridad social, empleo y, por ende, la consolidación de fenómenos sociales en diversas esferas de la sociedad.
El rol del Estado en el abordaje de la cuestión social no es neutral, sino que adopta una forma en donde alberga la imagen de sociedad esperada y actúa dándole formas y tonalidades a través de las PS, configurándose una determinada estructuración social y sus agentes; por ello la importancia de revisar las múltiples formas de intervenciones sociales.
En línea con la temática del presente libro, en este capítulo se intentará revisar algunas intervenciones estatales ligadas a formas de subsidios monetarios en distintos formatos, con el objeto de incidir en el bienestar de la población y también de corregir/reparar algunas fallas entre el mercado y el Estado. Para ello se presenta la experiencia italiana revisando la aparición del denominado voucher, y sus diferentes formas de implementación y destinatarios. El recorrido argumentativo escogido inicia efectuando una introducción conceptual sobre Estado de Bienestar, se presenta el voucher en tanto forma de transferencia monetaria, en el segundo punto se describen algunas de las intervenciones tales como Bonos solidarios, voucher bebé, bonos educativos, etc. Para finalizar con algunas reflexiones respecto a la trama de subsidios que de modo capilar se implementan como modo de ayuda para “casi” cualquier situación.
El “Bienestar” y nuevas formas de intervención: el voucher
Desde la economía del bienestar, la presencia del Estado en la cotidianeidad de las personas es penetrante y profusa y ello dado que las funciones del sector público pueden ubicarse en al menos dos dimensiones: en la asignación de recursos y en la redistribución de los mismos. Respecto a la redistribución en Italia se considera que son las intervenciones las que deben corregir la distribución de los recursos que realiza el libre mercado, pero que no necesariamente responden a criterios de equidad. Allí se encuentran las transferencias monetarias (por ejemplo subsidios), la oferta de servicios asistenciales (transferencias para actividades educativas, sanitarias, cuidados, etc.) y el sistema tributario. El avance de las múltiples formas de los dispositivos para intervenir sobre el bienestar de la sociedad permitió la aparición del denominado voucher, considerado para las ciencias económicas como una modalidad intermedia entre las transferencias en efectivo y las de servicios.
Por otro lado, este tipo de dispositivos se los considera “importados” de los Estados Unidos dado que su origen se ubica allí, en formas diferentes tales como transferencias para la compra de alimentos en los años ‘30, la elección de la escolaridad de los hijos en los años ‘70 entre otras formas.1 Ello lleva a preguntarse sobre la eficacia de la implementación de los modelos pensados para otros contextos2 territoriales, sociales y políticos.
El Estado de Bienestar moderno tiene su origen en la denominada Fabian Society, un movimiento de políticos e intelectuales londinenses fundado a fines del Siglo XIX3 que contribuyo a crear las precondiciones socio culturales y sentó las bases políticas e ideológicas necesarias para la difusión de las sensibilidades solidarias para luego la realización del famoso y fundamental “Reporte Beveridge”, ubicado como origen del Estado de Bienestar en su ideario y prácticas.
En Europa4 en 1942 fue elaborada la primera forma concreta del Welfare State con el Reporte Beveridge. A partir de una investigación, Sir William Beveridge identificó los cinco grandes males de la sociedad británica: el analfabetismo, la enfermedad, la desocupación y la vivienda precaria. Beveridge sostenía que era imprescindible actuar sobre estos males y el Estado debía asegurar que fuera en el menor tiempo posible y con la mayor difusión posible en la población de las intervenciones, así se establecieron los presupuestos teóricos y las condiciones prácticas para la construcción de la protección social pensada para toda la vida del ciudadano y ello definiendo una “seguridad de la cuna a la tumba”, atendiendo los riesgos económicos y las fallas del sistema. Esta innovación se asienta en una concepción de la participación de los ciudadanos ligada el principio de seguridad social, al reforzar el sistema a través de la contribución fiscal proporcional según las rentas; es decir una visión universalista de las políticas sociales pero también –claro– del riesgo (Branca, 2008). De este modo, este reporte dio paso a la introducción de medidas en favor del Welfare State, tales como la educación y servicio sanitario gratuito, favorecer el empleo y la vivienda. Y, junto con ello, una reforma interesante que refiere a la creación de una institución ministerial destinada a la gestión de las problemáticas de la seguridad social, así entonces se define a las Políticas Sociales (PS) como todas aquellas acciones sociales emprendidas por los responsables políticos en el mundo real, de esta manera la política social refiere a la actividad de formular políticas para promover el bienestar (Alcock, 2003, citado en Branca, 2008).
En el contexto reseñado, el Welfare State nace como un instrumento para sostener el equilibro de las complejas interacciones sociales de una sociedad en la que se tejen de modo constante conflictos de naturaleza y de agentes diferentes, que conforman fuerzas y tensiones sociales que contribuyen a las definiciones del tipo y modalidad de las políticas sociales.
Esping-Andersen (1993) en su obra ya clásica Los tres mundos del Estado de Bienestar, en donde refiere a un régimen de bienestar como una combinación institucional de producción mixta de bienestar entre el Estado, la familia, el mercado y la sociedad civil que depende de tres factores: la naturaleza de la movilización de las clases sociales, las estructuras de coalición de la clase política y el legado histórico. El autor incorpora el análisis del concepto de desmercantilización junto con la revisión de los sistemas de estratificación social, ambos elementos en estricta relación con la conformación de cada régimen en correspondencia con las alianzas de clase. Ello explica el surgimiento de los tres regímenes de bienestar: a) el socialdemócrata, calificado como solidario, universalista y desmercantilizador; b) el corporativista, en donde se considera que los derechos sociales están vinculados a la clase y el status; y c) el liberal, en donde el mercado es la estructura fundamental del bienestar y el Estado se caracteriza por las ayudas a los pobres, subsidios modestos a personas de clase baja, discretas transferencias universales y por limitar el alcance de los derechos sociales mediante un acceso asistencial a prestaciones. El Estado de Bienestar se afirma como válido y eficaz proveedor de servicios y bienes también gracias al crecimiento del aparato burocrático como forma de organización racional, universalista y eficaz. Más allá de las críticas al modelo del Walfare State, queda claro que son formas aproximadas de denominar las PS emergentes que tienen como objetivo proteger al trabajador de las incertidumbres del mercado (desempleo, enfermedad, pobreza, ignorancia) y que esta forma del Estado aparece como una red institucional de seguridad frente al riesgo de las sociedades, pero también como conjunto de instituciones que articulan el desarrollo capitalista y la democracia política. Más allá de las formas concretas que toma en cada país en sus formas burocráticas en referencias a cierto universalismo protector, se sostiene en cierta solidaridad sustentada en un ciudadano trabajador. Hacia finales de la década del ‘70 y los años ‘80 se comienza a mostrar el resquebrajamiento del Estado de Bienestar, con el resurgimiento del desempleo y la inflación y, por tanto, la creación de nuevos equilibrios institucionales y políticos entre el Estado, la sociedad civil y el mercado.
Europa y por tanto Italia, no fueron ajenos a estas fracturas del Estado de Bienestar. En este sentido, las estrategias de remodelación del welfare referidas en los Libros Blancos de la Unión Europea,5 pueden considerarse en dos grandes lineamientos: a) de tipo económico, bajo el parámetro de la eficiencia, con el objeto de reducir el gasto público y la externalización de los costos de gestión del welfare; b) de naturaleza política, relacionadas con la cultura de la asistencia que funcionó como telón de fondo en Italia con la aplicación de los programas nacionales de bienestar. Esta segunda estrategia refiere a la mejora de la inclusión social frente a las crecientes necesidades de las personas, sobre todo en el sector de la salud (dado el progresivo envejecimiento de la población) y en el ámbito de la formación educativa y el cuidado de los niños, en relación a la promoción de políticas activas de fomento del empleo femenino (Martigniani, 2007).
Es en este punto b en donde se inserta la implementación del voucher como un instrumento de acceso a los servicios en el ámbito de un welfare que busca imitar las estructuras del mercado con el objeto de realizar intervenciones menos costosas difundidas de modo capilar y cualitativamente más satisfactoria garantizando prestaciones de tipo compensatorio bajo la apariencia de universalidad postulando los subsidios como principio operativo de las políticas sociales (Martigniani, 2007).
El voucher es definido como un bono para gastos específicos para determinados bienes o servicios (públicos o privados) destinados a una categoría de usuarios con menores condiciones de acceso a los mismos (Isfol-Cles, 2002: 19, citado en Martigniani, 2007), con el objeto de promover iguales oportunidades a toda la población. El desarrollo privilegiado del sistema de voucher reafirma la elección del modelo de intervención a través de subsidios, que permitiría garantizar niveles mínimos de cumplimientos de derechos humanos, sociales y civiles, y la redistribución de los ingresos hacia las familias en peores condiciones económicas. El voucher nace como un dispositivo interno del welfare de índole liberal, es decir como parte de una matriz liberal respecto a la noción de bienestar. En este sentido se introduce un giro importante en la mirada, privilegiando la inclusión de políticas que refieran a necesidades sociales individuales, desarrollando un mercado social regulado en donde se desplieguen ofertas privadas de servicios tendientes a la creación de nuevas empresas proveedoras que favorezcan la pluralidad de oferentes, bajo el objeto de favorecer la libertad de elección por parte de los ciudadanos en tanto beneficiarios. Este último elemento es fundamental6 y puede leerse en dos sentidos, por un lado como libertad del consumidor, iniciando el pasaje de ciudadano a consumidor y por el otro como “empoderamiento” gracias a la libertad de elegir por parte de las personas y las familias. Una cuestión importante es que el Estado de Bienestar sustentado en el ciudadano trabajador comienza a dar paso a otro sujeto en una nueva modalidad de acumulación del capital en donde el consumo adquiere relevancia y sustancia al capitalismo de fines del siglo XX y principios del XXI.
En tanto, es necesario afirmar que en Italia éstas políticas ubican en un lugar privilegiado a la familia y por ello pretenden instalarse como modo de sostenimiento de los cuidados familiares por un lado y como modo de conciliación de las tareas del hogar y el trabajo, por otro lado.
Este tipo de intervención puede clasificarse con tres tipos de objetivos:
a) de asistencia y/o cuidados, destinada a remediar situaciones de pobreza y/o exclusión social, aquí pueden ubicarse la red de apoyo para adultos mayores y/o discapacitados.
b) de formación escolar, para el desarrollo educativo, aquí se ubican el voucher destinado a los gastos escolares y la posibilidad de elegir la escuela a la que enviar los niños y niñas y los bonos escolares.
c) de promoción de la inserción laboral, aquí se encuentra el voucher destinado al cuidado de familiares para favor el ingreso al mercado de trabajo y los de capacitación laboral.
Esta tipología invita a pensar las formas diferentes de este tipo de intervención en el pasado en Europa y EEUU, tal como se pretende en el presente libro. Respecto a las destinadas a mitigar las situaciones de pobreza, pueden incorporarse los Housing Voucher pensados para afrontar las problemáticas habitacionales en EEUU y Food Stamp Program que tiene origen en los años ‘30 del siglo XX en el mismo país, destinado a las familias con bajos ingresos para mejorar sus dietas alimentarias, con un doble objetivo mejorar la pobreza y sostener la agricultura. Con modificaciones se sigue manteniendo este sistema de voucher (Martigniani, 2007).
En Italia ya en el año 1999 aparecen los programas de transferencias monetarias destinados a paliar situaciones de vulnerabilidad social, sobre todo para adultos mayores. Una cuestión importante es que cada Región o Provincia (en algunos casos municipios) organiza su modo de establecer este tipo de intervención, tratando de tomar las diversas realidades locales. Ello lleva a cierta descentralización en la solicitud y prestación y también a modalidades diferentes en la implementación. Otra cuestión interesante a resaltar es que a partir de allí comienza a tejerse una trama de voucher aún en vigencia para distintas situaciones y momentos de la vida de una persona, a continuación se efectúa un recorrido por algunos sin pretensión de exhaustividad sino con el objeto de llevar a la reflexión sobre estos programas y dicha trama.
Algunas formas del Voucher
A continuación se presentan algunas formas del voucher implementadas en Italia. Tal como se mencionó anteriormente ya a fines del año 1999 en la Región de Lombardía se introdujo el bono escolar y socio-sanitario. Este último refiere a una prestación de asistencia domiciliaria destinada a sujetos en estado de salud delicado (especialmente adultos mayores). Su implementación fue de dos tipos, una a través de una transferencia monetaria –bono social– destinada al cuidado de los adultos mayores, preferentemente de 75 años de edad en adelante en algunas regiones y en otras de 65 años y más (admitiendo que éstos pueden ser familiares), y otra en formato no en dinero sino de voucher socio-sanitario destinado para el servicio de un cuidador profesional. Esta modalidad promueve la no institucionalización de los adultos mayores en favor de su permanencia en sus hogares. El acceso es para todas las personas adultas mayores que requieren atención domiciliaria, sin límites por situación económica y el monto se establece de acuerdo al grado de dependencia de éstas. Así, se establecieron tres niveles: básico € 362.-, paciente complejo € 464.- y paciencia terminal € 619.- A partir del año 2003 se extendió a toda la población con algún tipo de discapacidad permanente o temporaria, sin límites de edad.
En esta misma región, en el 2011 se implemento el Bono Social para la calificación del trabajo de los Asistentes Familiares,7 (en otras Regiones se inicia en el 2005) considerado una intervención económica por la cual se reconoce y apoya la participación directa de los familiares u otras personas en el cuidado a domicilio para los adultos mayores y/o discapacitados dependientes total o parcialmente, enfermos con patologías graves o terminales y enfermos psíquicos. El programa se basa en una transferencia monetaria destinada a cubrir los honorarios de las personas dedicadas a la asistencia familiar y de este modo favorecer la permanencia en sus hogares de los adultos mayores y/o discapacitados y, así, evitar la institucionalización. Este programa está regulado por reglamentos especiales aprobados por los Consejos Municipales. Este bono debe ser solicitado en el Municipio por las personas necesitadas de cuidados (o por un familiar) y se basa en un Proyecto de Asistencia Individual del Servicio Social Comunal, quien verifica periódicamente la situación, que no puede superar los 12 meses.
Este tipo de asistencia, en general, se establece por simple demanda del solicitante –en tanto cumpla con el requisito de ingresos y réditos familiares– por un lapso de un año. Si bien la modalidad de implementación varía de acuerdo a la Región, al igual que el monto del subsidio; por ejemplo en la Región Lombardía se estableció en €1.000.- mensuales. Ya en el año 2003, en algunas regiones tales como Piamonte, comienza a considerarse sumar a este bono el Proyecto de Vida Independiente para aquellas personas dependientes debido a alguna discapacidad grave o por enfermedades de la motoneurona, el monto se fijó entre €800.- a €1.200.- De este modo se establece una distinción entre las transferencias destinadas al cuidado de personas de aquellas referidas al logro de que las mismas se independicen. Las primeras, tal como ya se mencionó, se destinan a brindar asistencia domiciliaria a las personas que lo necesitan, el monto varía de acuerdo a la Región,8 la situación económica familiar,9 el tipo de asistencia requerida de acuerdo a la certificación médica y presencia de potenciales cuidadores. En el segundo caso referido a Proyecto de Vida Independiente, son intervenciones destinadas al logro de la plena autonomía de las personas entre 18 y 64 años de edad (aunque en algunas Regiones luego de dicha edad pueden continuar en el programa), con algún tipo de discapacidad que la torna dependiente de otras personas, con inserción social (educativa y/o laboral). En este tipo de intervención se valora la “voluntad” de la persona en el logro de su autodeterminación como base de la propia independencia. Estos proyectos de carácter individualizado, deben cubrir diferentes aspectos de la vida cotidiana relacionadas con diversas áreas (tales como la educación, el empleo, la movilidad personal, acceso a la cultura) a través del cual se garantiza la oportunidad de determinar, en colaboración con la sistema de salud y servicios sociales, el nivel de las prestaciones sociales que necesita. La transferencia monetaria debe destinarse a la contratación de un asistente que puede ser familiar o no.
La fuerte presencia de bonos destinados a adultos mayores fue justificada por el aumento demográfico de esta población, y encontró críticas respecto a la promoción de la privatización e individualización de los servicios del cuidado. Este tipo de voucher obtuvo amplia participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil10 sea para la administración como en la implementación.
Otra modalidad fue el bono escolar que se aplico en Lombardía y Liguria, las familias recibían algo más de € 200 anuales que debían destinarse a la escolaridad de sus hijos e hijas. Fue similar al voucher famiglia –del que nos ocupamos más adelante– y considerado “heredero” del cheque escolar ideado por Milton Friedman en 1955,11 se trata de transferencias monetarias con el objeto de promover cierta libertad de elección por parte de los padres y madres respecto a la educación de sus hijos e hijas, esperando aumentar las inscripciones en las instituciones privadas. Pero esto no sucedió, tal como puede observarse en la tabla 1.
Las evaluaciones consideran que no aumentó el número de inscriptos en las escuelas debido a la modalidad de implementación del bono, que –en general– recibían las transferencias monetarias fuera del tiempo necesario, y al exiguo monto de dinero que, si bien cada región o municipio lo estableció de acuerdo a sus posibilidades, el mismo “limita” la posibilidad de elección entre las escuelas más costosas debiendo escogerse las religiosas por ser las más económicas.
Tabla 1. Inscripciones en las escuelas públicas y privadas en Liguria (Italia), luego de la implementación del Bono Escuela, en %
Tipo de Escuelas: Públicas/Privadas | Nivel Educativo | 2001 | 2002 | 2003 | 2004 |
Escuelas Públicas | Inferior | 10.70 | 10.33 | 9.83 | 10.09 |
Medio | 6.13 | 6.14 | 6.10 | 6.07 | |
Superior | 8.58 | 8.41 | 7.76 | 7.78 | |
Escuelas Privadas | Inferior | 89.30 | 89.67 | 90.17 | 89.91 |
Medio | 93.87 | 93.86 | 93.90 | 93.93 | |
Superior | 91.42 | 91.59 | 92.24 | 92.32 |
Fuente: “La voce” (29 marzo de 2005), citado en Martigniani (2007: 43).
Como toda intervención social recibe miradas favorables y criticas, las primeras relacionadas con la eficacia de la libertad de elección y la competencia entre las escuelas y las segundas respecto al financiamiento del Estado hacia el sector privado y sobre esta línea cabe la pregunta si se valoriza o penaliza la educación pública y privada, por otro lado nada dice respecto a favorecer el acceso a la educación,12 ni tampoco respecto a la individualización de una cuestión social.
Otro ejemplo de la oferta institucional de la política social italiana se halla en el sistema de asignaciones establecidas por los municipios con fondos asignados por las leyes nacionales para apoyar la tasa de natalidad y la ayuda en el cuidado de familias numerosas. Un ejemplo de ello es el bono de € 1.000 que prevé dicho pago a partir del nacimiento o adopción del segundo hijo o hija y posteriores nacidos en Italia, introducido por primera vez por la Ley 326/2003, luego suspendido por un año y re-introducido con algunos cambios significativos, que prevé la erogación del importe establecido para todos los recién nacidos (incluyendo el primogénito), incluidos aquellos hijos e hijas de padres y madres con ingresos no superiores a € 25.000. Este bono de características masivas para todas las madres de niños y niñas que fueran segundos hijos y los siguientes, genero no pocas críticas al sistema. Las críticas residían en considerarlo injusto e ineficaz porque lo recibirían también aquellas personas en mejores condiciones económicas. Por ello luego en el año 2006 se aumento el umbral de la renta familiar a € 50.000.- anuales.
Uno de los programas de transferencias condicionadas de mayor alcance es el voucher famiglia, a continuación se detallan algunas particularidades.
El voucher famiglia instrumentado por el Fondo Social Europeo 2000/2006 tuvo como objeto establecer una política de conciliación entre la familia y el trabajo a partir del acceso a servicios públicos y privados (voucher de servicios) o a capacitación profesional (voucher de formación). El propósito del voucher fue incentivar a los destinatarios y las destinatarias a la formación y la permanencia o ingreso en el mercado laboral, esencialmente destinado a las mujeres que deben conciliar el tiempo y los recursos entre el trabajo y la familia debido a sus actividades vinculadas con el cuidado de los hijos, las hijas, adultos mayores y/o familiares con discapacidad. Esto es un modo de actualizar el Estado de Bienestar en un Active Welfare State que considera al empleo como el principal sostén del bienestar.
En el caso de la Región de Piamonte, se implementó entre los años 2007-2013 el voucher para la conciliación del trabajo y la familia, como un instrumento que persiguió políticas activas hacia el trabajo femenino. Destinado a personas que buscan trabajo (priorizando a las mujeres) con responsabilidad familiares respecto al cuidados de niños y niñas de hasta 6 años de edad, adultos mayores y/o discapacitados dependientes o personas con enfermedades crónicas o terminales. Ahora bien, dichas personas para ser merecedoras debían estar desocupadas y como contraprestación debían realizar alguna capacitación laboral o pasantía. Recibían un importe mensual de € 1.000.-por un periodo no superior a 12 meses luego de la incorporación laboral prorrogable por 12 meses más.
El voucher puede utilizarse para financiar la formación laboral, o en el caso de aquellos de servicios, para afrontar los gastos del jardín de infantes para los niños y las niñas, servicios educativos domiciliarios, cuidados y asistencia para adultos mayores y/o discapacitados.
Las condiciones para obtener un voucher son: alcanzar un nivel económico no alto13 y la declaración de necesidad de cuidados de menores o adultos mayores de 75 años o discapacitados.
El financiamiento proviene de fondos europeos y cada Región lleva adelante su gestión. De este modo cada Región o Provincia organizó –en algún sentido– la implementación del voucher generándose experiencias diferentes y por ello se amplió el período de duración de la intervención. Las modalidades de financiamiento también pueden variar de acuerdo a la Región. Durante el primer trienio se observaron los siguientes tipos de voucher:
a) Bono pre paga, refiere al modo original de la prestación como instrumento económico, un camino intermedio entre transferencia en efectivo y en especies.
b) Transferencia directa de servicios, aquí no interviene el destinatario o la destinataria sino que la institución financiadora resuelve la entrega en especies para remediar una falla del mercado.
c) Transferencia monetaria directa, en este caso se asiste a un mecanismo de “virtualización del voucher”, los destinatarios y las destinatarias obtienen dinero del ente gestor con el único objeto de pagar servicios de asistencia y cuidados (Donati y Prandini, 2008).
El sistema de voucher es considerado como una política referida al welfare mix, que debería sensibilizar hacia la participación activa y la asignación de un papel específico para las organizaciones de la sociedad civil en la etapa del diseño de las intervenciones sociales (Martigniani, 2007).
Otro formato de este tipo de intervención refiere al Bonus bebé, se trata de una contribución económica mensual que reciben los padres o madres de bebes nacidos entre el 1 de enero del 2015 y el 31 de diciembre del 2017, por un período de tres años y un importe de € 80.- para aquellos con una renta por debajo de los €25.000.- y € 160.- para aquellos con una renta de hasta € 7.000.- anuales. En los últimos tiempos se introdujo la discusión de incorporar a los inmigrantes como beneficiarios de dicho bono, dada la problemática de esta población. Junto a este se encuentra el Voucher baby sitting destinado a las madres que trabajan, se trata de una transferencia de € 600.- mensuales durante 6 meses con el objeto de financiar el cuidado del bebé. Este tipo de intervenciones depende de decretos, en tanto se presentaron algunos proyectos de ley aún no aprobados. Por ejemplo en 2014 se presento en la Cámara de Diputados la propuesta de un voucher universal para servicios a las personas y las familias, considerada una medida que busca incidir de modo profundo sobre el actual sistema de welfare respecto a las familias, empresas y de la administración pública, a través del principio de subsidiariedad. La propuesta introduce un sistema de beneficios fiscales que reconoce el papel que desempeñan las familias vulnerables: el cuidado de adultos mayores y los discapacitados, la manutención de los hijos.
Este tipo de intervención recibe las mismas críticas que pueden realizarse a las políticas focalizadas (De Sena, 2011). Martigniani (2007) las sintetiza en cinco elementos:
Este tipo de transferencias puede clasificarse en dos grandes tipos: a) destinado a un tipo de prestación: para el pago de determinados servicios (tales como cuidados o escolaridad) o para la compra de determinados bienes; b) en dinero y el destinatario decide “libremente” su uso. Respecto al primer tipo, en algunos casos también se establece quién puede ser proveedor del servicio o producto, organizándose una suerte de mercado social. Ello permite identificarlas como un modo de paternalismo dado que quien otorga la transferencia determina el tipo de utilización, sea por imposición directa o sugerida en el objetivo del subsidio, configurándose un tipo de moral. Claramente, esta posición no considera los contextos ni los campos de implementación concretos de estas políticas. El amplio abanico de formas y destinatarios de las transferencias (para estudiar, para cuidar a un familiar, etc.) lleva a que en cada territorio y situación específica tomen colores diferentes y ello obliga a no caer en reduccionismos para su análisis.
No son pocas las discusiones respecto a cuál es el mejor tipo de intervención y para ello se evalúa los costos operativos y burocráticos, el grado de eficacia y el impacto en la población destinataria.
Siguiendo a Martigniani (2007) la implementación de este tipo de políticas ubica al destinatario en el nivel “consumidor de intervenciones universalisticas y estandarizadas”, dado que logra reducir los rasgos democráticos del sistema de servicios, introduciendo el principio de “subsidiariedad”, con controvertidas interpretaciones. Este tipo de políticas se distinguen por la fuerte personalización de los servicios, que se realizan a través de la familia. La familia se erige como productora y consumidora de un servicio de naturaleza relacional y como sujeto responsable involucrada en cada una de las fases del proyecto. En tanto, nacen y se desarrollan en un escenario de mercado regulado, al interior de estructuras asimilables al quasi mercado, encontrando su justificación teórico-político en el welfare mix constituyendo un “mercado social de servicios para las personas” (Ranci, 2005).
La noción de quasi mercado está en relación a una suerte de hibridación del sector público y privado, entre el mercado y el agente (sensu Giddens), que permite la promoción del denominado tercer sector a través de las Organizaciones de la Sociedad Civil.14 Los quasi mercados fueron promovidos por las políticas neoliberales iniciadas en Gran Bretaña por Margaret Thatcher y en EEUU por Ronald Reagan y acompañadas en otros países de Europa y América Latina, modificándose el rol del Estado y evidenciando otros lugares para las políticas sociales. La administración pública encarnaba el doble rol de financiar y gestionar las intervenciones sociales y los mecanismos burocráticos deben ocuparse de producirlos y distribuirlos, que puede reconocer sus orígenes en el modelo introducido por el Reporte Beveridge. Con la reforma liberal se modifica este equilibro, dado que se separa la relación entre financiador y gestor de las intervenciones sociales con las consecuencias que ello genera en relación a conflictos de intereses e intercambios del ámbito público y privado. La reforma y promoción de los quasi mercado se sustenta en tres elementos: la eficiencia productiva, la eficacia en la distribución de los recursos y la equidad para los ciudadanos (Le Grand, 1991, citado en Martigniani, 2007). Para la concepción del denominado neoliberalismo, el Estado de Bienestar había promovido la pasividad entre los pobres sin mejorar sus oportunidades y creando una cultura de la dependencia, reduciendo al ciudadano a un mero cliente de la tutela burocrática, desalentando al sujeto a esforzarse para ganar su propio sustento. Por ello, resultaba importante reformar el sistema de seguridad social introduciendo programas del workfare que exijan actividad laboral como contrapartida (Will y Wayne, 1997). Will y Wayne retomando a diversos autores15 recuerdan que la reforma política de los años ‘80 “en lugar de aceptar la ciudadanía como una condición política y social, los conservadores modernos han intentado reafirmar el rol del mercado y han rechazado la idea de que la ciudadanía confiere un status independiente del nivel económico” (1997: 11).
El sistema de voucher se instala como un modo de acceso a servicios en educación, salud, trabajo, seguridad, de superación al welfare y realización del quasi mercado, incorporando como institución burocrática de su administración al Instituto Nacional de Previsión Social (INPS).16
Algunas reflexiones finales
El breve recorrido por las formas de transferencias monetarias implementadas en Italia y su lugar en el welfare y workfare, lleva a repasar el modo en que se abre un nuevo mercado de servicios relacionados con la familia y las organizaciones de la sociedad civil.
El campo de aplicación del sistema de voucher en Italia va desde la cuestión educativa, a la lucha por la pobreza, la asistencia sanitaria de ancianos y discapacitados, el cuidado de bebés y niños, a la formación para el trabajo e inserción laboral. Cristalizados como “contribuciones” posibles de homologar a formas de “ayuda” que obligan a interrogarse por la afirmación del sujeto en el lugar de necesitado. Por ello, es necesario dar cuenta que en su implementación concreta se alejan del empoderamiento de las familias, de las mejoras en la redistribución de los ingresos y del goce de los derechos convirtiéndose en instrumentos de contención/administración de la carencia y por tanto en un dispositivo mas de asistencia. Y, hasta considerarse que son formas en que el Estado delega sus responsabilidades en la familia y también en organizaciones de la sociedad civil (Monteleone, 2005). En Italia dadas sus características geopolíticas estas consecuencias se evidencian de modo más fuerte en el Sur.
Por otro lado, el sistema de voucher resulta menos costoso para el sistema administrativo y permite la generación de nuevas mercantilizaciones dado que el beneficiario “elige” qué consumir y nuevas privatizaciones porque “elige” qué servicios utilizar, “sobre la base de una configuración más subsidiaria de los actores involucrados” (Martigniani, 2007: 58). Entonces, el voucher surge en el ámbito de un welfare individualista y ello en íntima relación con los efectos que produce, constituyéndose en un tipo de políticas “personalizadas” de modo que el consumidor decida qué consumir, configurándose la soberanía del consumidor. Esto último significaría un fuerte cambio cultural que debe leerse al interior del tipo de políticas que se disponen en cada Estado,17 efectuándose una clara separación entre el productor y el consumidor.
Ahora bien, no es posible analizar las múltiples formas de intervención social, en estas épocas con diversas modalidades de transferencias (voucher, bono, cheques, etc.) solo considerando la forma de evolución del welfare, como un modo de pasaje de un tipo asistencial a uno más activo (welfare mix, quasi mercado, workfare) en tanto resuelve la cuestión de la centralidad administrativa y sobre todo la crisis de sostenimiento de los costos.
Martigniani (2007) considera que este tipo de intervenciones del welfare italiano se sostiene desde dos elementos, uno proponer la inclusión social desde el binomio Estado/Mercado con el involucramiento de las Organizaciones de la Sociedad Civil, en relación al welfare mix y el segundo inspirado en la reforma anglosajona del workfare, en este punto se produce una mutación importante entonces el bienestar no es un derecho sino un mérito, por tanto la condición de indigencia y pobreza es responsabilidad personal que se resuelve a través del trabajo. En el workfare el subsidio se constituye en un intento de salir del estado de dependencia que produce el welfare asistencial. Este instrumento no es universal y puede considerárselo como un elemento del welfare condicionado por una tendencia sólida a la inclusión y al control social que caracteriza las miradas más holísticas de la definición de bienestar. Así se constituyen en soluciones hibridas con la peligrosidad de sus efectos perversos, según Martigniani (2007), al revisar las contraprestaciones, que no logran el bienestar.
De este modo los sistemas de voucher resultan formas de compensar las ineficacias y los límites del mercado, otorgándole un fuerte peso a la noción de “libertad de elección” por parte del sujeto beneficiario; pero esta resulta disminuida al no tomar en cuenta la calidad y la información de los servicios disponibles, ya que suelen convertirse en meras prestaciones estandarizadas que no atienden las necesidades de los beneficiarios (Martigniani, 2007; Baldini, Bosi y Pacifico, 2006). Otra crítica a este tipo de dispositivo refiere a la implementación desde los EEUU con la idea de Friedman sin considerar los aspectos sociales, políticos y culturales de Italia, ello lleva a pensar que el objetivo se relaciona con garantizar el acceso a servicios sociales para aumentar el control social de determinadas franjas poblacionales concebidas como parte de la emergencia social.
Pero, al revisar su implementación queda en evidencia que la supuesta libertad que sostiene estas intervenciones tampoco se logra, ya que la relación que parece establecer entre la administración pública-beneficiario-suministrador del servicio/bien no logra garantizar la libre elección. Ello, dado que se limita o bien al servicio que ofrece el ámbito público o al que se alcance con el monto del voucher en el ámbito privado, institucionalizando cierto modo de disciplinamiento de la libertad de elección.
Si, como se mencionó anteriormente, el voucher nace como un dispositivo interno del welfare de índole liberal, es decir como parte de una matriz liberal respecto a la noción de bienestar, queda claro entonces los modelos de sociedad que se pretende configurar y las imágenes del mundo de dicha política social (Scribano y Cena, 2014). Al promover la idea de libertad de elección se modela una imagen del destinatario en el universo mercantil como consumidor, reduciendo la noción de ciudadanía a un mero contrato de adhesión a un paquete de bienes o servicios ya estandarizados, al intervenir de modo constante con un subsidio.
La incorporación del sistema de intervención social desde la modalidad de transferencias monetarias, puede considerarse como un cambio cultural, “morfogénesis cultural” que promueve la inclusión social en estricta vinculación con la lógica asistencial. De modo tal que el subsidio se constituye en una nueva red de seguridad social dado que se establecen cambios en la estructura social, la cultura y los agentes sociales, en términos de Archer (1995).
La economía y la política, sin dudas han influido decisivamente en las “re adaptaciones” de las PS a los nuevos escenarios pos crisis del fin del siglo XX en su reestructuración práctica y política del aparato económico, de las burocracias de la administración pública y de los servicios sociales que lleva a una redefinición de los Estados de Bienestar y posiblemente también a qué es el bienestar. En este camino de distintas formas de transferencias monetarias que se inicia con el voucher al bebé y finaliza al anciano en situación terminal, puede pensarse otro modo de implementar la máxima de Beveridge: “seguridad de la cuna a la tumba” actualizado en forma de subsidios, mostrando al subciadano (sensu Scribano).
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1 Ver en esta misma publicación el capítulo de Florencia Chahbenderian La política social estadounidense: Los programas asistenciales bajo la lógica del “workfare”.
2 En América Latina esta discusión puede establecerse en relación a los “programas enlatados” diseñados desde los organismos internacionales de crédito, tales como el Banco Mundial o el Banco Interamericano de Desarrollo, que condiciona los financiamientos para la implementación de iguales dispositivos en todos los países sin considerar las particularidades de cada territorio. En la última década esto se dio con los Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos, como puede verse en la presente publicación en el capítulo de Rebeca Cena Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos: Hacia una problematización teórica a partir del caso latinoamericano.
3 Entre sus filas se encontró George Bernard Shaw.
4 Es por demás conocido que la Social Security Act (“Ley de Seguridad Social” del 14 de agosto de 1935) en los EEUU es otro de los antecedentes importantes del Estado de Bienestar no tematizado aquí dados los objetivos de este trabajo.
5 Según la web de la Unión Europa: los libros blancos son documentos que contienen propuestas de intervención de la misma en sectores específicos y constituyen instrumentos para su realización, a veces le siguen un libro verde con el objeto de promover una consulta a nivel europeo. Disponible en: http://ec.europa.eu/white-papers/index_it.htm.
6 Este punto es de primordial importancia para la postura que desarrollamos desde el GEPSE (CIES) y en articulación con el GESCE, IIGG-UBA. Puede verse: De Sena, Angélica y Scribano, Adrián (2014) “Consumo Compensatorio: ¿Una nueva forma de construir sensibilidades desde el Estado”. Revista Latinoamérica de Estudios sobre Cuerpos, Emociones y Sociedad (RELACES) N° 15, Año 6, pp. 65-97. Disponible en: http://www.relaces.com.ar/index.php/relaces.
7 “Buono Sociale per la qualificazione del lavoro delle Assistenti Familiari”.
8 En tanto este tipo de intervenciones no existen en todas las Regiones.
9 Refiere no solo a ingresos sino a la situación patrimonial en general.
10 Tal el caso de "Asegno Amico" en Génova, promovido por la Fundación Gaslini, o el “Progetto Anziani” durante los años 2000/06 desde la Fundación del Monte en Bolonia y por la Fundación Cassa di Risparmio en Rímini.
11 Milton Friedman, Premio Nobel de Economía en 1976, es considerado un economista liberal cuyos trabajos se centraron en el papel de la política monetaria como instrumento estabilizador de la economía. En 1955 propuso la creación de un sistema de cheques escolares como sistema de financiación educativa que consistía en que el Estado entregue a las familias con menos recursos una cantidad de dinero (o un bono canjeable) por cada hijo e hija en edad escolar, que debía utilizarse para los gastos escolares. Ello permitiría al Estado financiar la educación y a los padres y a las madres elegir libremente la escuela para sus hijos e hijas -pública o privada-, ello significaría que las escuelas entrarían en competencia y se esforzarían por ser las escogidas por las familias y como consecuencia mejorarían su calidad. Esta experiencia se implemento en varios países entre ellos en Suecia en 1992, en Holanda, Dinamarca, Chile, Nueva Zelanda, algunos Estados de EEUU (Bote Álvarez-Carrasco, 2007). Desde esta mirada, se promueven iguales oportunidades, sin considerar la situación de origen, garantizando y promoviendo mecanismos de ampliación del libre mercado dado que el beneficiario escoge el servicio gracias a la transferencia recibida. Este tipo de políticas puede considerarse en línea con el denominado The Compensatory Market Model.
12 Es menester considerar que en EEUU la gran mayoría de quienes utilizaban este voucher escolar también lo hacían para la inscripción en escuelas católicas por ser las destinadas a los sectores de bajos ingresos (Martigniani, 2007) .
13 Refiere a alcanzar el “nivel ISEE” (Indicatore della Situazione Economica Equivalente), que es un instrumento que permite medir las condiciones económicas de las familias dentro de la República Italiana, tomando en consideración los ingresos, los activos (muebles e inmuebles), y las características de la familia (tipo y cantidad de integrantes).
14 Sabemos la amplia diversidad de este tipo de organizaciones, no es objeto del presente trabajo referirnos a ello.
15 Plant, 1991; Heater, 1990 y King, 1987.
16 Istituto Nazionale della Previdenza Sociale.
17 Por ejemplo, en el caso de las políticas económicas de las actuales democracias progresistas en Latinoamérica es procurar el crecimiento aumentando el consumo interno donde la masificación del mismo cumple un rol de fundamental importancia, en donde se observa que las políticas sociales se hallan en estricta consonancia, de modo que configuran un tipo de sujeto y de sociedad. Al respecto puede verse : De Sena, Angélica y Scribano, Adrián (2014)
Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos: hacia una problematización teórica a partir del caso latinoamericano
Rebeca Cena
Introducción
Los Programas de Transferencias Condicionadas de Ingresos (PTCI) se han extendido ampliamente en América Latina desde mediados de 1990. Bajo dicha nominación se ubican y debaten diferentes experiencias focalizadas, y progresivamente masivas, de transferencias de dinero a las poblaciones. Si bien los casos pioneros fueron México y Brasil, éstas se han extendido a lo largo de toda la región como la forma en que los Estados y los Organismos Internacionales de Crédito han impulsado acciones estatales de atención a la pobreza.
En este capítulo me propongo sistematizar las diferentes nominaciones que este tipo de experiencias ha adquirido dentro del campo académico latinoamericano. Se sostendrá que definir un PTCI, implica establecer: i) un tipo de transferencia, que puede adoptar la forma de dinero o bienes y servicios; ii) un agente interventor, que en la mayoría de los casos es el Estado, sostenido por una serie de agentes internacionales como, por ejemplo, el Banco Mundial; iii) un tipo de intervención sobre la trayectoria de vida de los sujetos, sea que se encuentren en condiciones de desempleo, de pobreza, si han nacido en hogares pobres, etc.; iv) un modo de definición de la población destinataria, que establecerá intervenciones a partir del “grupo familiar”, del “hogar”, de los “individuos”, etc.; v) las exigencias que establecerán la permanencia dentro de la prestación estatal (esto es: a partir de contraprestaciones, condicionalidades y/o corresponsabilidades);1 vi) y vinculado con lo anterior, un objetivo que establecerá las formas de superación de la condición o situación problemática identificada.
Como estrategia expositiva en este capítulo, me propongo en primer lugar dar cuenta de los principales antecedentes que los PTCI poseen en la región, haciendo un breve recorrido por los fondos de inversión social, los programas de empleo mínimo y las redes de protección social. En segundo lugar, para dar cuenta brevemente de las primeras experiencias latinoamericanas de PTCI, retomaré algunos datos secundarios respecto a la cantidad de destinatarios, cobertura y porcentaje del PBI para dar cuenta de la masividad que han adquirido en la región. En tercer lugar, me propongo discutir los diferentes matices que las definiciones han adquirido, principalmente alrededor de cuatro nodos conceptuales: el tipo de transferencia, la definición de la población a intervenir, las condicionalidades y los objetivos propuestos. Por último, propongo una serie de reflexiones finales que intentan mostrar algunas aperturas de análisis e incógnitas.
Antecedentes de los PTCI
La década del ‘80 del siglo XX en términos sociales dejó no solamente una aguda crisis y aumento de la pobreza en la región, sino que además acompañó algunos de los fundamentos que dieron lugar a las nuevas estrategias de abordaje de la pobreza. A partir de este contexto se generaron una serie de críticas a las transferencias en especies, se abogó por una mayor focalización de las intervenciones estatales argumentando un mejor uso de los recursos y mejores impactos en la población, se buscaron disminuir los costos de administración y gestión de los programas sociales, reducir los niveles de clientelismo y corrupción asociados a los programas preexistentes y reemplazar las transferencias en especies, otorgando a las personas destinatarias de los programas sociales mayores niveles de autonomía en la satisfacción de sus necesidades a partir de las transferencias en dinero (Cohen y Franco, 2006; Barrientos y De Jong, 2004). De esta forma, las críticas se fueron perfilando hacia un modo de intervención sustentado en las transferencias monetarias y la bancarización (como formas de otorgamiento), e informatización de las bases de datos de los beneficiarios.
Paralelamente a este aire de época respecto a los modos de atención a la pobreza, se fueron dando algunas experiencias concretas que marcaron los antecedentes inmediatos de los PTCI: los programas de empleo mínimo, los fondos de inversión social y las redes de protección social (Cohen y Franco, 2006; Rangel, 2011). Los programas de empleo mínimo o programas de emergencia consistieron en la transferencia de ingresos (y algunas veces de alimentos) a cambio de que los destinatarios trabajaran en lo que se denominaba infraestructura básica (mantenimiento de obra pública). Funcionaban a partir de un criterio de autoselección, transfiriendo un ingreso monetario menor al ofrecido por un igual puesto en el mercado de trabajo. En los casos en que existieran cupos, el programa preveía un período máximo de permanencia de los destinatarios dentro del mismo de modo tal de garantizar cierta rotación.
Los llamados fondos de inversión social buscaron enfrentar problemáticas coyunturales, por lo que estuvieron vigentes en períodos determinados de tiempo. En términos concretos implicaron que, a partir del financiamiento externo, se implementaron proyectos a ser ejecutados por organizaciones locales y de base o comunitarias. Si bien implicaban grandes criterios de focalización, primaba el principio de emergencia; de allí que muchas veces se destinaron recursos a sectores poblacionales a quienes no se dirigía el programa en cuestión.2
Las redes de protección social constituyeron intervenciones focalizadas y de carácter compensatorio que tenían por objeto incidir en el bienestar de determinados grupos, considerados como “vulnerables”, para protegerlos frente a ciertos a riesgos que potencialmente pondrían en peligro la seguridad de los individuos y de sus familias.
En dicho contexto se instaura un nuevo paradigma de política social basado en la selectividad y en la focalización extrema, respaldado por una serie de críticas a los sistemas universalistas de protección social, argumentando un manejo ineficiente de los recursos públicos, que modifica la transferencia en especie por dinero:
Este debate tuvo impactos profundos en el desarrollo de la política social a nivel mundial, pues derivó en una creciente tecnificación de la agenda de lucha contra la pobreza, lo cual fue expresado en análisis más rigurosos de la relación costo-beneficio de la inversión social, en el desarrollo de sistemas complejos de focalización basados en criterios de elegibilidad sobre ingresos y activos, así como en una preocupación por la filtración de beneficiarios en los programas sociales (Correa, 2009: 77).
Este movimiento dentro de las políticas sociales que comienza a surgir a finales de los ochenta y, en sintonía con el reporte del Banco Mundial de 1990, focaliza en la pobreza e implementa la llamada “lucha contra la pobreza”, posicionándose desde un paradigma que hace uso de la analogía militar (Scribano, 2002) para definir las estrategias de abordaje de la pobreza en tanto problemática social.
Primeras experiencias en la región
Los inicios de los PTCI se remontan a principios de 1990 cuando algunos países los habían implementado: Bangladesh, Brasil, y México, a los que le siguieron Honduras y Nicaragua, siendo así los primeros países centroamericanos en iniciar un programa de transferencias monetarias en el año 2000. Estas experiencias fueron seguidas en Latinoamérica por Colombia, Chile, Ecuador, Argentina, El Salvador, Paraguay, Perú y República Dominicana. En la actualidad, los PTCI se han extendido a nivel mundial con una fuerte presencia en América Latina, Asia, África Subsahariana, Turquía y en Estados Unidos (Castilla, 2014).
La significatividad de este tipo de estrategias en la región se ha dado por la cantidad de personas que involucran, la cantidad de programas implementados y la producción académica en la materia. Según Cecchini y Madariaga (2011), las evaluaciones sobre los PTCI han sido de las más extendidas, lo que ha hecho que tomen dentro del campo académico una relevancia significativa en función de la producción científica en torno a éstos.3
De acuerdo a una reciente publicación del Banco Mundial, los PTC están presentes en 24 países en vías de desarrollo ubicados en los cinco continentes, aunque estos no han sido aplicados de manera uniforme: existen experiencias piloto o programas de pequeña escala (Kenia, Honduras, Nicaragua, Pakistán), programas de mediana escala, dirigidos a regiones específicas o con topes de beneficiarios establecidos (Chile, Turquía, Bangladesh, Yemén, Camboya), así como programas a nivel nacional o de gran escala (México, Brasil, Colombia, Jamaica, Ecuador). Asimismo, los PTC ya han empezado a ser considerados como opciones de política social por algunos países desarrollados, habiéndose realizado experiencias piloto en ciudades como Nueva York y Washington D.C.4 (Correa, 2009: 74-75).
En la región, las experiencias paradigmáticas se han dado en Brasil y México. A mediados de la década del ‘90 en Brasil surgen un conjunto de iniciativas locales con la finalidad de ofrecer transferencias a las familias, bajo la condicionalidad de cumplir con los planes educativos. A fines de esa misma década, entre los varios programas que surgieron, se lanza el programa Bolsa Escola, configurándose como una transferencia a cambio del cumplimiento con la educación primaria, con el complemento Programa de Erradicacao do Trabalho Infantil.5 A principios del siglo XXI, en 2003, se unifican los programas existentes y se implementa el conocido Bolsa Familia. Este último en 2010 cubría a 52 millones de personas, cerca de la mitad de personas que reciben los PTCI en la región, comprometiendo el 0,47% del PBI en 2009 (Cecchini y Madariaga, 2011).
Por su parte, en el caso de México, en 1997 se lanza el Programa de Educación, Salud y Alimentación, Progresa, destinado a las familias rurales en extrema pobreza, requiriendo como contraprestación el cumplimiento con educación formal y salud. En 2002 se transforma en el programa Oportunidades con el objeto de mejorar las condiciones de salud, educación y alimentación de la población en extrema pobreza (tanto rural como urbana). Si bien este programa no constituyó la primer iniciativa en la región, fue aquella que obtuvo mayor difusión y reconocimiento internacional desde sus inicios (Rangel, 2011).
Luego, en 1998, se implementa el Programa de Asignación Familiar PRAF-BID fase II en Honduras y, en el 2000, la Red de Protección Social en Nicaragua. Chile lanza en 2002 el Chile Solidario, orientado a la superación de la pobreza extrema, y Perú en 2005 desarrolla el Programa Juntos, direccionado hacia los sectores rurales más pobres, con el objeto de enfrentar la desnutrición crónica infantil y la pobreza extrema (Calabria, Calero, D’helia, Gaiada y Rottenschweiler, 2010).
En el particular caso de Argentina, luego de la implosión social de 2001-2002 se pusieron en marcha una serie de programas nacionales para abordar algunos aspectos de lo que se consideraba la “cuestión social” en el país. Así, bajo la denominación de Emergencia Pública, la Ley N° 25.561 declara la emergencia Sanitaria, Alimentaria y Ocupacional. En dicho contexto se pone marcha el programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD) que, si bien no es el primer PTCI, existe relativo consenso en la literatura académica en considerarlo así.6 Algunos antecedentes para el caso argentino pueden rastrearse en el Programa Intensivo de Trabajo de principios de 1990 o el Plan Trabajar en sus diferentes versiones (Cena, 2011).
Definiciones en disputa
Dentro de los principales autores referentes en la temática, las definiciones de los PTCI varían ampliamente. Del total de abordajes problematizados, todos coinciden en que la definición de los PTCI implica, al menos, establecer qué tipo de bien o servicio será transferido a la población; cuál será la población destinataria (esto es, si las familias, los niños, niñas o adolescentes, los jefes de hogar, etc.); el objetivo del programa (qué se busca modificar e intervenir); y la delimitación o no de una condicionalidad, contraprestación o corresponsabilidad por la transferencia.
a. Transferencias
La definición más amplia es aquella propuesta por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), donde se sostiene que:
La estructura básica de los PTC consiste en la entrega de recursos monetarios y no monetarios a familias en situación de pobreza o pobreza extrema que tienen hijos menores de edad, con la condición de que estas cumplan con ciertos compromisos asociados al mejoramiento de sus capacidades humanas. A pesar de los debates aún inconclusos sobre la idoneidad de estos programas y sus resultados en distintos ámbitos, se ha planteado que pueden representar un paso importante para poner a las familias pobres e indigentes con niños en edad escolar en contacto con sistemas de protección social más amplios e integrales (Cecchini y Madariaga, 2011: 7, el resaltado en cursiva es propio).
Esta conceptualización da cuenta de una concepción amplia de PTCI, al tomar en consideración la transferencia de recursos monetarios y no monetarios, lo que implica una primer ruptura con algunas de las definiciones consensuadas dentro del campo académico.
En esta misma línea, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en un documento reciente sostiene una definición de PTCI similar a la propuesta por la CEPAL:
La idea que dio origen a los PTC fue apuntar a dos objetivos de forma simultánea, reducir la pobreza en el corto plazo-mediante el aumento del consumo de las familias pobres, favorecido por las transferencias monetarias- así como en el largo plazo –mediante el fortalecimiento del capital humano de los niños, impulsado por las condicionalidades. Es por eso que la estructura básica de los PTC consiste en la entrega de recursos monetarios (y no monetarios) a familias que viven en situación de pobreza o pobreza extrema y que tienen uno o más hijos menores de edad, con la condición de que cumplan con ciertas conductas asociadas al mejoramiento de sus capacidades humanas (OIT, 2014: 13, el resaltado es propio).
Sin embargo, al interior de los propios organismos internacionales encargados de su promocion, estudio y evaluación no existe una conceptualización unívoca. En la propuesta de Fiszbein y Schady (2009), la definición de PTCI se circunscribe solo a transferencias monetarias en efectivo:
Los programas de transferencias monetarias condicionadas (TMC) transfieren efectivo, en general a hogares pobres, con la condición de que esos hogares realicen inversiones, previamente especificadas, en el capital humano de sus niños. Las condiciones relativas a salud y nutrición, por lo general, implican controles periódicos, seguimiento del crecimiento y vacunaciones para niños menores de cinco años de edad, atención perinatal para las madres y asistencia de las madres a charlas periódicas que ofrecen información sobre la salud (Fiszbein y Schady, 2009: 1).
Dentro de las producciones del Banco Mundial (un ente promotor, diseñador, evaluador y financiador de este tipo de políticas sociales), los diferentes autores coinciden en sostener una conceptualización amplia, aunque reservan la nominación “Programa de Transfernecia Condicionada de Ingresos” para los programas de transferencias condicionadas que otorgan dinero en efectivo a las poblaciones, reservando la nominación de Programas de Transferencias Condicionadas para referir a aquellos casos en que suelen transferirse bienes monetarios y no monetarios.
b. Población
Este tipo de definiciones introducen también el concepto de vulnerabilidad, en tanto característica atribuible a las familias destinatarias, justificando la implementación de estas intervenciones para disminuir los “riesgos” sociales.
En concordancia con estas conceptualizaciones, en la reunión de expertos sostenida por la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO por sus siglas en inglés Food and Agriculture Organization), sostiene que:
Los programas de transferencias condicionadas (PTC) se han diseñado para la atención de familias vulnerables con el fin de aumentar su capital humano y la protección de niveles de consumo básico, subsidiando el costo de oportunidad que implicaría el uso estrategias de descapitalización en las familias, tales como el trabajo infantil. Adicionalmente, los PTC fomentan el uso intensivo de servicios de salud y educación en el cumplimiento de las condicionalidades, creando presiones para la mejora de la accesibilidad y calidad de la oferta existente al respecto” (Faret, 2011: 6).
Esta perspectiva, en sintonía con la propuesta de Cecchini y Madariaga (2011), incluye un abordaje que toma en cuenta no solamente la demanda de servicios como educación y salud, sino también el impacto que el programa tendrá en la oferta de los mismos.
Junto con ello, difieren en cuanto al sujeto de intervención. Por un lado, los autores coinciden ampliamente en que las transferencias se dirigen a los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años. Sin embargo, algunas conceptualizaciones les anexan el hogar pobre, vulnerable, familias en condición de riesgo o hacen hincapié en el rol de la mujer en tanto intermediaria. Tal es la definición propuesta por Castilla (2014), donde la mujer aparece como un actor clave de la transferencia, algunas veces como destinataria directa y otras como intermediaria (Correa, 2009; Martinez Franzoni y Voorend, 2008). No obstante, el hogar emerge como la unidad de intervención por defecto, siempre y cuando cuente con la presencia de algún menor de edad.
En este sentido, una conceptualización amplia de los PTCI entiende que los niños, niñas y adolescentes son los destinatarios directos de este tipo de intervenciones. Sin embargo, el jefe de hogar, y sobre todo la madre7, aparecen como los depositarios de la titularidad del programa.
c. Condicionalidades
En vinculación con las condicionalidades, existe un relativo consenso en considerar que son la contracara de la transferencia. Así, es posible establecer al menos tres conceptualizaciones acerca de las condicionalidades: a) aquellas que son intrínsecas a las características y funcionamiento de beneficios específicos como por ejemplo aquellos programas asociados al desempleo requieren que la persona receptora esté desempleada; b) las pruebas de medios para determinar criterios que definan el modo de la distribución y montos de las transferencias: el lugar de residencia, los antecedentes laborales y otros requisitos que den cuenta de la veracidad de los datos proporcionados; c) desde los organismos multilaterales de crédito, se alude a la condicionalidad para referir a aquellas condiciones que se añaden a las transferencias, es decir, lo que se supone deberían realizar los destinatarios para persistir dentro de la transferencia.
En términos generales, dentro de las conceptualizacions de los PTCI, a cambio del bien o servicio en cuestión, la población destinataria debe cumplir una serie de condicionalidades vinculadas a lo que los autores han identificado como “aumento del capital humano” o “aumento de las capacidades”.
Este tipo de perspectivas se encuentran en sintonía con aquellas que entienden que la transmisión intergeneracional de la pobreza se debe a determinados atributos individualizables en las poblaciones pobres. De allí que modificando dichos atributos, se modificarían a largo plazo las condiciones de reproducción de la pobreza. Hemos discutido ya las implicancias que, en términos de abordaje de la problemática de la pobreza, poseen en tanto individualización de las condiciones de pobreza (Cena y Chahbenderian, 2015).
Dentro de la bibliografía en torno al tema, existe un debate entre lo que se ha entendido como contraprestaciones, condicionalidades y corresponsabilidades. Con contraprestaciones se hace referencia a aquellas actividades que la población destinataria realizaría vinculadas al desempeño laboral en el ámbito de empresas privadas, cooperativas comunitarias o actividades territoriales. Ello se encuentra en perspectiva con los denominados Programas de Empleo Transitorio que, de acuerdo a algunas definciones, constituyen un tipo de PTCI que si bien posee idéntico modus operandi se diferencia en el tipo de actividad a realizar, los cupos de personas que pueden acceder y la permanencia dentro del mismo. En el caso argentino, experiencias de este tipo fueron el Programa Intensivo de Trabajo implementado a nivel nacional en 1993 o los Programas Trabajar en sus diferentes versiones (1995, 1996 y 1997). El término condicionalidad se ha reservado para referenciar a aquellas actividades vinculadas a lo que los organismos multilaterales de crédito han vinculado al “aumento del capital humano”. Para el caso Argentino, un programa con condicionalidades ha sido el Plan Nacional Familias por la Inclusión Social implementado en 2004. En otras experiencias se ha dado el caso de solapamiento entre contraprestaciones y condicionalidades, tal es el caso de México con el Progresa o en Argentina con el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados.8
Recientemente se ha utilizado el concepto de corresponsabilidad para referenciar a la “responsabilidad” y agencia que las poblaciones destinatarias poseen como contraparte insustituible en este tipo de intervenciones.
Este giro no es menor, porque en cierta medida invisibiliza el carácter punitivo que las condicionalidades tienen para los beneficiarios (evidenciado en la pérdida del beneficio en caso de incumplimiento), y que no le cabe al Estado, en su obligación de garantizar la oferta de servicios educativos que permita ejercer efectivamente la asistencia escolar (Rodríguez Enríquez, 2011: 26).
Esta mutación del concepto obedeció al énfasis puesto en la responsabilidad de las personas para “salir” de las condiciones de pobreza, es decir, se pasa de la condicionalidad entendida solo como acto para continuar recibiendo la transferencia, para pasar a abordarla como una responsabilidad de los hogares para evitar la reproducción intergeneracional de la misma. Se enfatiza así que la responsabilidad del Estado es la transferencia monetaria y del agente la superación de las condiciones de carencias.
d. Objetivos
Un objetivo común que comparten las conceptualizaciones analizadas radica en que este tipo de estrategias busca disminuir la transmisición intergeneracional de la pobreza y aumentar el consumo de los hogares. Tal como lo exponen Calabria, D´Elia, Gaiada, y Rottenschweiler:
Los dos objetivos principales de las TCI [Transferencias Condicionadas de Ingresos] son aumentar los ingresos y aliviar la pobreza en el corto plazo, contribuyendo al ‘smoothing’ del consumo en el marco del ciclo vital del ingreso; además de romper el ciclo intergeneracional de la pobreza a través del aumento del capital humano, mejoras en salud, educación y nutrición (2010: 1).
El incentivo al consumo se presenta como una caracteristica definitoria de este tipo de perspectivas, así son las definciones propuestas por la OIT (2014), Faret (2011), y Calabria, D´Elia, Gaiada y Rottenschweiler (2010). Se comprende que el incentivo al consumo a corto plazo reduciría los niveles de pobreza de las familias.
Junto con ello, el “comportamiento individual” de los actores se vuelve un elemento central para evitar la reproducción de la pobreza “con la condición de que asuman un determinado comportamiento en general vinculado a inversiones en capital humano, como ser la asistencia de los niños a la escuela y a centros de salud” (Calabria, D´Elia, Gaiada, y Rottenschweiler, 2010: 1). Desde esta perspectiva, entienden que la reproducción de la pobreza depende de determinados comportamientos vinculados a los hogares pobres, de ahí que busquen modificar sus prácticas, capacidades y aptitudes. En esa línea se encuentran aquellas definiciociones vinculadas al enfoque de las capacidades, donde el capital humano es un elemento fundamental en la reproducción de la pobreza, ya sea para su superación (cuando aumenta) o su reproducción.
Otro de los objetivos presentes en las definiciones de los PTCI, son aquellos vinculados a la evitación de los golpes o shocks económicos. Las llamadas teorías del riesgo (Rose, Beck y Giddens) se insertan así en este tipo de políticas que intentan gestionar y hacer frente a una potencial pérdida de ingresos. Este enfoque del riesgo social ha sido ampliamente desarrollado por el Banco Mundial que, como ya hemos adelantado, ha impulsado, financiado y evaluado los PTCI en la región. “Este enfoque promueve la creación de instrumentos y las instituciones del mercado para hacer frente a la pérdida potencial de ingresos debido a perturbaciones adversas, y apoyar a las familias en el aseguramiento contra estos riesgos. El objetivo es mantener el consumo de los hogares” (Barrientos y Santibáñez, 2009: 1). Así, la vulnerabilidad es presentada como una característica constitutiva de los hogares, dejando en evidencia la incapacidad de las familias de revertir los golpes o shocks económicos. En este sentido, se trata de que cada núcleo familiar sea un administrador de riesgos, un gestor, de modo tal de minimizar las consecuencias negativas que pueda expandir al conjunto de la sociedad.
Acompañan a este tipo de objetivos, aquellos vinculados a la evitación del trabajo infantil. Es decir, con la transferencia se estaría subsidiando parte del costo de oportunidad que posee el trabajo infantil en los hogares pobres. Por último, se promueve la demanda de bienes como la salud y la educación, ya que incentivan el uso que los hogares realizan de este tipo de bienes incentivando, según los autores, el desarrollo de mejores ofertas de los mismos.
En resumidas cuentas, este tipo de estrategias se proponen, según sea el caso: atender la pobreza por nivel de ingresos a corto plazo; interrumpir su reproducción intergeneracional; ofrecer un ingreso a los niños, niñas y adolescentes aumentando su capital humano y disminuyendo el costo de oportunidad del trabajo infantil; transferir ingresos a los hogares, principalmente a las madres, como administradoras de recursos para los menores de edad; disminuir la vulnerabilidad de los hogares frente a posibles golpes económicos; ofrecer a las familias aumento del capital humano que les permita gestionar por sí mismas los riesgos; e incentivar la utilización de los servicios de salud y educación. A continuación, el Cuadro 1 condensa la información presentada y analizada a lo largo del presente, incorporando los autores que estudiaron esta temática con una mirada transversal desde los cinco ejes propuestos.
Cuadro 1: Conceptualizaciones de los PTCI | |||||
| Nominación | Transferencia | Población | Condición | Objetivo |
Cecchini y Madariaga (2011) (CEPAL, 2014) | Programa de Transferencia Condicionada | Monetarias y no monetarias | Familias en situación de pobreza o pobreza extrema con niños menores de edad | Mejoramiento de capacidades humanas | ND1 |
OIT (2014) | Programa de transferencia condicionada | Monetarias y no monetarias | Familias que viven en situación de pobreza o pobreza extrema y que tienen uno o más hijos menores de edad | Mejoramiento de capacidades humanas | Corto plazo: aumentar el consumo Largo plazo: fortalecimiento del capital humano de los niños |
(Fiszbein y Schady, 2009) | Transferencia monetaria condicionada | Monetarias | Hogares pobres | Capital humano de niños y madres |
|
(Janvry, Sadoulet y Solomon, 2006) Holzmann & Grosh, 2000) (Tabor, 2002) | Conditional cash transfer (CCT) programs | Efectivo | Familias pobres | Invertir en salud, educación y nutrición de los niños | Proporcionar servicios de salud y educación y disminuir los niveles de vulnerabilidad ante posibles golpes económicos |
(Faret, 2011) | Programas de Transferencias Condicionadas (PTC) | ND | Familias vulnerables | Uso de servicios de salud y educación | Aumento del capital humano y consumo básico. Subsidiar el costo de oportunidad que implicaría el uso estrategias de descapitalización en las familias, tales como el trabajo infantil |
(Rangel, 2011) | Programas de Transferencias Condicionadas | Monetarias | Familias pobres o en extrema pobreza | Conductas de participación en el sistema de salud y educación | Disminuir la pobreza en el corto plazo y con las condicionalidades se busca incrementar el capital humano de los menores para interrumpir el ciclo intergeneracional de la pobreza. |
(Marchioni y Conconi, 2008) | Transferencias Condicionadas de Ingresos | Monetarias | Hogares más vulnerables | Medidas de promoción apuntan a mejorar las capacidades y los ingresos potenciales | Proteger económicamente a los hogares más vulnerables contra los efectos de shocks adversos y reducir los niveles de pobreza y desigualdad mediante transferencias monetarias. Evitar la Reproducción Intergeneracional de la Pobreza Proteger contra los golpes económicos |
(Calabria, D´Elia, Gaiada y Rottenschweiler, 2010) | Transferencias Condicionadas de Ingresos | Dinero | Familias pobres | Aumento del capital humano, mejoras en salud, educación y nutrición | Aumentar el ingreso y aliviar la pobreza a corto plazo Romper el ciclo intergeneracional de la pobreza |
(Correa, 2009) | Programas de Transferencias de Dinero Condicionadas | Dinero (fijo o variable) | Madres de familia de hogares seleccionados | Condiciones vinculadas a la salud, educación y nutrición | ND |
(Barrientos y DeJong, 2006) | Programa de Transferencias de Ingresos Programa de Transferencia Condicionada de Ingresos | Dinero | Niños en hogares pobres. | Condicionalidad basada en el comportamiento específico de los hogares beneficiarios (por ejemplo en lo relativo a la matrícula y asistencia escolar de los niños y los controles regulares de salud en madres y recién nacidos). | Programas vinculados al desarrollo humano, dado que el principal objetivo de transferencia es impactar en la inversión en capital humano* |
(Barrientos y Santibáñez, 2009) | Transferencias de ingresos | Dinero | Hogares pobres
| Capital humano | Gestión de Riesgos Mantener el consumo de los hogares Reducción de vulnerabilidad económica de los hogares Cortar con transmisión intergeneracional de la pobreza |
(Martínez Franzoni y Voorend, 2008) | Programas de Transferencias Condicionadas | Dinero | Madres | Niños y niñas asistan a la escuela y a los centros de salud | ND |
(Fernandez Soto, 2013) (Fernández Soto y Tripiana, 2014) | Planes sociales de transferencia de renta | Subsidio monetario | Familias en situación de “alta vulnerabilidad económica y social”, con insuficiencia de ingresos monetarios Desocupados, pobres e informales | Alimentación, sanitaria y apoyo educacional Condicionalidades y contraprestaciones Aumento del capital humano | Sostener el ingreso familias Aliviar la pobreza Superación de la reproducción intergeneracional de la pobreza. |
(Valencia Lomelí, 2008) | Transferencias Monetarias Condicionadas | Transferencias en efectivo, bienes o servicios | Niños de hogares pobres (madres administradoras) | Educación, salud y nutrición | Incentivo a la demanda de bienes Aumento del ingreso a corto plazo Cortar con la reproducción intergeneracional de la pobreza Cambios en las conductas de los hogares Buscan cubrir costos directos de la asistencia de los niños y jóvenes a la escuela o los costos de oportunidad que genera la pérdida de ingresos por el abandono del trabajo de los estudiantes para asistir a la escuela |
|
Fuente: Elaboración propia en base a la bibliografía especificada.
Reflexiones
Los cinco ejes a partir de los cuales hemos problematizado cada una de las definiciones constituyen la complejidad que implica la definición de los PTCI. Solo tomando en cuenta algunas variables (se dejaron fuera, por ejemplo, el cálculo de la transferencia por cantidad de miembros del hogar, la persistencia y actualización en el tiempo, su bancarización, los mecanismos de control y sanciones, etc.), hemos comenzado a reconstruir el concepto, intentando problematizar la complejidad que han implicado no solamente por las experiencias concretas en la región, sino también por las implicancias teóricas, políticas y económicas de las conceptualizaciones empleadas. Sea el caso que fuere, no constituyen conceptualizaciones acabadas y requieren de una constante mirada que logre poner en perspectiva cada una de las formas que han adoptado dichos modos de abordaje de la pobreza.
Para ello, se vuelve necesario superar las definiciones estancas y complejizar el escenario a partir de los modos en que efectivamente cada uno de los Estados ha implementado estas estrategias en el territorio. Teniendo dicha información, es posible avanzar en líneas de análisis que tomen en cuenta el incentivo a la oferta y la demanda de servicios públicos universales que este tipo de estrategias poseen, los mecanismos de transferencias monetarias a partir de la bancarización o no de los destinatarios, la transferencia de otros tipos de bienes y servicios no monetarios que hacen a la política social en cuestión, el tipo de cálculo del monto a transferir con topes o no, dependiendo de la cantidad de niños, niñas y adolescentes presentes en los hogares, o de manera unilateral por hogar pobre, independientemente de su composición. Estas y otras muchas líneas de análisis se vuelven susceptibles de reflexión para poder dar cuenta no tanto de las rupturas que estas estrategias han significado en la gestión de la pobreza, sino más bien de las sutiles continuidades que significan y profundizan los procesos de abordaje de la pobreza en la región.
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